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-OH, señor! El mundo anda muy mal. La sociedad se desquicia. El siglo que viene 
verá la mayor de las revoluciones que han ensangrentado la tierra. ¿El pez grande 
se come al chico? Sea; pero pronto tendremos el desquite. El pauperismo reina, y 
el trabajador lleva sobre sus hombros la montaña de una maldición. Nada vale ya 
sino el oro miserable. La gente desheredada es el rebaño eterno para el eterno 
matadero. ¿No ve usted tanto ricachón con la camisa como si fuese de porcelana, 
y tanta señorita estirada envuelta en seda y encaje? Entre tanto las hijas de los 
pobres desde los catorce años tienen que ser prostitutas. Son del primero que las 
compra. Los bandidos están posesionados de los bancos y los almacenes. Los 
talleres son el martirio de la honradez; no se pagan sino los salarios que se les 
antoja a los magnates, y mientras el infeliz logra comer su pan duro, en los 
palacios y casas ricas los dichosos se atracan trufas y faisanes. Cada carruaje que 
pasa por las calles va apretando bajo sus ruedas el corazón del pobre. Esos 
señoritos que parecen grullas, esos rentistas cacoquimios y esos cosecheros 
ventrudos son los ruines martirizadores. Yo quisiera una tempestad de sangre; yo 
quisiera que sonara ya la hora de la rehabilitación, de la justicia social. ¿No se 
llama democracia a esa quisicosa política que cantan los poetas y alaban los 
oradores? Pues maldita sea esa democracia. Eso no es democracia, sino baldón y 
ruina. El infeliz sufre las lluvias de plagas; el rico goza. La prensa, siempre venal y 
corrompida, no canta sino el invariable salmo del oro. Los escritores son los 
violines que tocan los grandes potentados. Al pueblo no se le hace caso. Y el 
pueblo está enfangado y pudriéndose por culpa de los de arriba: en el hombre el 
crimen y el alcoholismo; en la mujer, así la madre, así la hija y así la manta que las 
cobija. ¡Conque calcule usted! ¿El centavo que se logra para qué debe ser sino 
para el aguardiente? Los patrones son ásperos con los que les sirven. Los 
patrones, en la ciudad y en el campo, son tiranos. Aquí le aprietan a uno el cuello; 
en el campo insultan al jornalero, le escatiman el jornal, le dan a comer lodo y por 
remate le violan a sus hijas. Todo anda de esa manera. Yo no sé cómo no ha 
reventado ya la mina que amenaza al mundo, porque ya debía haber reventado. 
En todas partes arde la misma fiebre. El espíritu de las clases bajas se encarnará 
en un implacable y futuro vengador. La onda de abajo derrocará la masa de arriba. 
La commune, la Internacional, el nihilismo, eso es poco; ¡falta la enorme y 
vencedora coalición! Todas las tiranías se vendrán al suelo: la tiranía política, la 
tiranía económica, la tiranía religiosa. Porque el cura es también aliado de los 
verdugos del pueblo. El canta su tedeum y reza su paternoster, más por el millonario 
que por el desgraciado. Pero los anuncios del cataclismo están ya a la vista de la 
humanidad y la humanidad no los ve; lo que verá bien será el espanto y el horror 
del día de la ira. No habrá fuerza que pueda contener el torrente de la fatal 
venganza. Habrá que cantar una nueva marsellesa que como los clarines de 
Jericó destruya la morada de los infames. El incendio alumbrará las ruinas. El 
cuchillo popular cortará cuellos y vientres odiados; las mujeres del populacho 
arrancarán a puños los cabellos rubios de las vírgenes orgullosas; la pata del 
hombre descalzo manchará la alfombra del opulento; se romperán las estatuas de 
los bandidos que oprimieron a los humildes; y el cielo verá con temerosa alegría, 
entre el estruendo de la catástrofe redentora, el castigo de los altivos 
malhechores, la venganza suprema y terrible de la miseria borracha!  
-Pero ¿quién eres tú? ¿por qué gritas así?  
-Yo me llamo Juan Lanas y no tengo un centavo. 
Rubén Darío (1892)  
Tomado de “Rubén Darío Antología Verso y Prosa”  
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El valor definitivo de este trabajo estriba en que su objeto de investigación ha sido  
escasamente abordado; si bien yo podría ser de los primeros en preocuparme por 
éste, ciertamente no soy uno de los que despuntaría en abordarlo obedeciendo 
metodológicamente una sistemática convencional. La validez de la problemática 
propuesta no se ve disminuida por el hecho de ser – hasta ahora – escasamente 
tratada, ni tampoco aumenta porque yo decidí hacerlo, su validez se descubrirá en 
tanto y en cuanto se confronte detenidamente con la realidad lo que 
teoréticamente se diga sobre ella.   
Al cavilar sobre el  asunto de la delimitación del tema, llegué a la conclusión de 
que una disertación en términos globales únicamente la conseguiría a través del 
Derecho Constitucional, ya que las demás disciplinas especiales presuponen 
como plataforma de despegue el concepto de la Constitución Económica, dando 
por sentado una definición de la misma y su encuadramiento dentro de la carta 
constitucional. No obstante de lo anterior, no es mi intención que el presente 
estudio sea visto como un cuerpo de soluciones que explican cabalmente la 
temática, sino tan sólo como el planteamiento de su problema, el cual, tengo fe, 
será base referencial para futuros trabajos de la misma o similar índole.      
Ahora bien, es de interés para todos los ciudadanos de este país el conocimiento 
de la Constitución Política; su asimilación racional y empírica es imprescindible 
para el desarrollo nacional. En declaraciones a los medios televisivos y a la sazón 
del inicio del año lectivo dos mil diez, las palabras proferidas por el entonces 
Ministro de Educación fueron más o menos las siguientes: “Empezaremos a 
enseñar el contenido de la Constitución Política desde los primeros grados de la 
educación primaria…”. La iniciativa no es una idea novedosa, pero siempre es 
buena idea en Nicaragua. Efectivamente, cualquier sistema educativo tiene que 
imbuirse del contenido de la Constitución Política para profesar una formación con 
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




valores cívicos y morales. El supuesto que funda el cumplimiento de la 
Constitución y tenga éxito en la formación moral, cívica y jurídica de una persona, 
está primero en su conocimiento. 
En los Estados Unidos de América la enseñanza de las vidas de los próceres de 
su independencia, de sus héroes, de su historia nacional y de su Constitución 
Política es de estricta prioridad. Nos podría asustar el hecho de que un infante 
recite que su país es libre y democrático. Otro caso ejemplar es la República 
Federal de Alemania. La nación teutona después de la Segunda Gran Guerra se 
empeñó en inculcarles a sus jóvenes estudiantes una educación constitucional y 
democrática desde los primeros niveles de la educación inferior, para hacerlos 
inmunes de cualesquiera formas ideológicas que exacerbasen el despotismo y el 
totalitarismo.   
Hoy en día, la regulación constitucional se ha ampliado a muchos otros aspectos 
en los que antes ni se pensaba someter a juicio; esto se debe a los cambios de 
visión en torno a la idea y la praxis del aparato estatal, del uso del poder político y 
de las transformaciones socioeconómicas. La idea de que la Constitución sea 
meramente una “carta de buenas intenciones” o un “texto programático” en 
horabuena ha ido superándose y se pretende que la norma constitucional proyecte 
fuerza obligatoria en el espíritu de los receptores. De hecho, la norma 
constitucional es la que menos debería desacatarse por ocupar la cúspide de la 
jerarquía normativa kelseniana, aunque de acuerdo a la vieja clasificación romana 
sería catalogada como lege imperfectae (por carecer de sanción directa). Pero 
tómese esto último como una curiosa observación.  
Lo que antes eran ideales ahora pueden ser reclamados como derechos gracias a 
su incorporación en la llamada “Ley de Leyes”. Desde el siglo pasado las fuerzas 
dinámicas de la realidad social han hecho que las fronteras preceptivas de las 
cartas constitucionales se hayan prolongado hasta prescribir sobre derechos 
económicos, sociales y culturales; sobre la economía pública y privada; sobre el 
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régimen presupuestario; sobre la reforma agraria; etc. Esta circunscripción dentro 
de la Constitución Política es lo que se denomina Constitución Económica. La 
Constitución Económica es un concepto que de buscarse no se encontrará en los 
textos del Constitucionalismo Clásico, sino que ha emanado sin abundante 
desarrollo del Constitucionalismo Contemporáneo, el cual se corresponde con un 
Estado Social cuyo poder está sometido al derecho, es decir, un Estado Social 
de Derecho. La impulsión de un Estado Social ha implicado la concesión de 
derechos públicos relativos a la prestación y aseguramiento de condiciones 
materiales de existencia. Al día de hoy puede decirse con toda seguridad que ha 
habido un ensanchamiento del radio dogmático de las Constituciones 
Políticas a nivel mundial. Muchos países dignos de ser tomados en cuenta en el 
hemisferio occidental del globo terráqueo han proclamado constitucionalmente el 
establecimiento de un Estado Social de Derecho y el funcionamiento de una 
economía basada en la propiedad privada con función social, la libre iniciativa 
económica de los particulares con responsabilidad social y en coexistencia con 
la iniciativa económica pública del Estado; por supuesto tomando en cuenta las 
respectivas variantes en cada uno de los países.  
La Constitución Económica es un concepto que resulta bastante acomodadizo 
para proteger con candado de seguridad el principio económico de la libertad de 
empresa; premisa que fundamenta todo un sistema económico. La Constitución 
Económica se ha convertido en una almohadilla donde el mercantilismo hace 
descansar la protección de la actividad empresarial. De ahí que el círculo de los 
empresarios sea uno de sectores más interesados en la prescripción de derechos 
y garantías económicas en la Constitución Política de la nación.  
Este trabajo sobre la Constitución Económica de Nicaragua no es tanto una 
desabrida descripción pormenorizada de los artículos constitucionales 
relacionados con el tema, cuanto el análisis del porqué y cómo se sancionó 
constitucionalmente la participación del Estado en la economía a nivel global y 
nacional.  
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En el caso de Nicaragua, se pone de relieve también la enunciación de los 
principios que en su totalidad legitiman el orden económico nacional haciendo un 
recorrido por los antecedentes más notables. La hipótesis que me formulé para 
esta faena investigativa la transcribo a continuación: «En la Constitución Política 
de Nicaragua se encuentran disposiciones de contenido y axiología económica el 
cual conforman un sub régimen normativo denominado Constitución Económica y 
cuya definición se asienta sobre tres pilares: el derecho a la propiedad privada, el 
derecho a la libertad de empresa y la intervención del Estado en la economía.»  
Haciendo a un lado la tabla de contenido, este trabajo está dividido en dos partes 
fundamentales que revelo para su comprensión. En la primera se hace un 
recorrido por la evolución de las formas estatales a partir de la Edad Moderna, 
integrando aspectos económicos, políticos y jurídico-constitucionales con el fin de 
exponer cómo el Estado Contemporáneo llegó a ser lo que actualmente se 
considera que es. Una vez aproximado al Estado Contemporáneo y al 
Constitucionalismo Moderno que le estudia, se aborda en la segunda parte 
fundamental el tema de la Constitución Económica como concepto resultante y 
específico que se deriva de la primera parte fundamental hasta llegar al caso de 
Nicaragua. En suma, la Constitución Económica como tránsito entre el 
Constitucionalismo Clásico y el Constitucionalismo Contemporáneo, la forma 
estatal y las implicancias económicas concomitantes con aquella, primero a nivel 
macro y luego a nivel micro en Nicaragua, es el filamento conductor de este breve 
trabajo investigativo. ¿Por qué ahora la Constitución debe reflejar una 
dimensionalidad socioeconómica del Estado?; ¿Cuál ha sido y es actualmente la 
Constitución Económica en Nicaragua? El presente trabajo procura ofrecer 
reflexiones, bases teóricas y referencias bibliográficas con las cuales se puedan 
fundamentar posibles respuestas a tales interrogantes. Me dispenso de los 
posibles errores u omisiones en el análisis investigativo, ya que el tiempo me vino 
asfixiando poco a poco por lo que muchos aspectos tuve la oportunidad solamente 
de acariciarlos.   
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 Esbozar un concepto de la Constitución Económica en su correlación con el 





 Poner de manifiesto la conexión entre Constitución, Economía y Estado en 
el devenir histórico. 
 
 Reforzar el criterio de la participación del Estado en la actividad económica.  
 
 Indagar los principales antecedentes universales de la Constitución 
Económica como transición del Constitucionalismo Clásico al 
Constitucionalismo Moderno. 
  
 Brindar una definición sobre la Constitución Económica.  
 
 Reseñar la gestación de la Constitución Económica Nicaragüense actual a 
través de la historia constitucional de Nicaragua.  
 
 Deducir los principios que fundan el régimen constitucional - económico 
nicaragüense.  
 
 Contribuir a la fundamentación teórica del Estado Social de Derecho en 
Nicaragua. 
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“Si el conocimiento es el dominio del hombre sobre la naturaleza,  
el método es el dominio del hombre sobre su propio conocimiento.” 
 
Elí de Gortari, “El método dialéctico” 
 
En el presente trabajo investigativo se estudia la Constitución Económica desde el 
punto de vista del Derecho Público. Me movió a hacerlo así porque las reflexiones 
orbitan en torno a la explicación de las causas y los fundamentos del concepto, 
además de la sistematización de sus premisas para luego presentarlas como sub-
orden general dentro de la Constitución Política, principal objeto de estudio del 
Derecho Constitucional. Dado que no es un concepto tradicional que se encuentra 
en cualquier libro de texto, las reflexiones, los capítulos, subcapítulos y epígrafes 
que aquí aparecen responden a mi modo de analizar y exponer el asunto principal 
y demás datos anexos y conexos, siempre claro está dentro de los cánones de la 
metodología de la investigación científica. Me excuso de aquellos lectores que 
resientan la no utilización de una sistemática convencional o de no encontrar lo 
que esperaban. La presente investigación monográfica no está hecha para ser 
vista como un trabajo de especialización cuanto más como un estudio sucinto pero 
serio de entendimiento interdisciplinario.  
La Constitución Económica vista con un recorrido desde el pasado al presente 
bajo el microscopio del Derecho Constitucional, la Teoría del Estado y sus 
implicancias económicas es una iniciativa por abordar el tema desde sus facetas 
normativas y reales. Quizás esté omitiendo otras manifestaciones o 
consecuencias del problema, sin embargo espero que el enfoque, las reflexiones y 
las ilustraciones aportadas en este libelo compensen al lector por la simplificación 
teórica del asunto ya que traté de atenerme metodológicamente al objeto principal 
propuesto. Aclaro que la multiplicidad de referencias que aquí aparecen no 
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responde al afán de presentar un trabajo cargado de erudición sino a que, como 
en un fenómeno pueden intervenir infinidad de factores y variables, la primera de 
las intenciones es recrear el contexto cuanto más se pueda para la mejor 
comprensión y la mayor exactitud en el desenvolvimiento de las ideas y la 
formulación de conceptos; es un esfuerzo por acorralar al tema por todos los 
flancos posibles.    
Por constitucionalismo económico entiéndase simple y llanamente el estudio que 
se hace y se deriva de la Constitución Económica. La lógica deductiva nos enseña 
que hablar de Constitución Política implica per se hablar de Estado, luego hablar 
de Constitución Económica es hablar de Estado y de la cuestión económica, caso 
específico y delimitado Nicaragua, aunque solamente sea un breve esbozo. 
Cuando ameritaba no vacilé en aplicarle a la constitución económica nicaragüense  
la herramienta del análisis jurídico comparativo. Aislar un concepto y explicarlo por 
sí mismo es desconectarlo de los demás aspectos con los que interactúa 
perdiendo el sentido de su existencia y eficacia práctica, sería como concentrarse 
en un árbol perdiendo la visión del bosque cuando lo que se pretende es presentar 
al árbol en su funcionalidad con respecto al bosque. La dinámica del concepto 
radica en su flujo y reflujo con otros componentes teóricos, todo para hacer un 
enfoque lo menos unilateral posible.  
Por otra parte, el presente trabajo tiene respaldo en una selecta base bibliográfica 
seleccionada paulatinamente y que luego fue procesada para captar lo substancial 
en beneficio de mis reflexiones. Este trabajo está enriquecido con una base 
informativa recogida de sitios web oficiales, por la razón de que el Internet es un 
universo gigantesco de información aprovechable para la cultura, la educación y la 
investigación. En relación a la manera de citar y agregar referencias bibliográficas 
hice uso de las normas de estilo de publicaciones de la American Psychological 
Association (normas APA) por su sencillez y gran utilidad, de acuerdo a las 
orientaciones y objetivos de Vicerrectoría Académica de este recinto universitario. 
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4. DERECHO Y ECONOMÍA 
 
4.1 PALABRAS PRELIMINARES 
Cada ciencia estudia el universo desde un punto de vista definido y tiene sus 
propios dominios. El mismo aserto aplica en las Ciencias Sociales. Si bien en las 
Ciencias Sociales el mundo que se analiza es el mismo – el mundo de los seres 
humanos en sociedad –, no obstante el objeto especial de estudio, los 
fundamentos, la lógica con la que cada ciencia procesa los fenómenos, todo es 
distinto, propio de cada campo del conocimiento. El Derecho y la Economía son 
dos campos de razonamiento que el hombre concibe en su cabeza para explicar el 
asunto de la justicia y el asunto del interés material intrínsecos en el ser humano. 
La trascendencia y la interrelación de ambos campos del saber para las ciencias 
no naturales han llegado a tal grado que muchos pensadores se han atrevido a 
yuxtaponer una frente a la otra para polemizar sobre cuál prima al momento de 
determinar las respuestas al enmarañado problema del acontecer social.   
A decir verdad no me interesa exponer aquí ampliamente las muchísimas 
posiciones que dan una opinión sobre qué prima en la sociedad, lo económico o lo 
jurídico; pero si con lo que aquí se dice se dan respuestas producentes sobre la 
polémica, tómese como un valor agregado a la preocupación central.  Según se ha 
dicho, entre el Derecho y la Economía existen relaciones de causalidad, es 
decir, que la una anticipa y determina a la otra que encuentra su razón de ser en la 
fenomenología de aquella. Otros dicen que hay entre la una y la otra relaciones 
de interdependencia, pues ambas dependen estrechamente entre sí y la una es 
inconcebible sin la otra; su separación es tan impensable como la materia sin 
forma y la forma sin materia. En cambio, otros dicen haber relaciones de 
complementariedad porque la eficacia de una complementa la eficacia de la otra 
y viceversa; el derecho no cumpliría su papel sin auxilio de la actividad económica, 
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y la economía no fluiría correctamente en un medio que no fuera en los 
transistores de un orden normativo.1  
El Prof. Luis Díez Picazo (1973) citado por Vicente Acosta Iparraguirre (2003, p. 
31), a su parecer opina que la discusión hay que redirigirla hacia otro plano, a la 
cuestión de la interacción entre el cambio social y el cambio jurídico, lo que hace 
preocuparse – según él –  sobre la formulación de una “teoría del cambio 
jurídico”. Hablaríamos de una teoría que explane la manera en que el derecho 
pueda reaccionar con la misma agilidad con la que sobrevienen las 
transformaciones sociales y económicas, porque admite el Prof. que el derecho va 
generalmente a la zaga de los cambios socioeconómicos.  
Evidentemente, el orden económico y el orden normativo tienen implicancias 
notables el uno con el otro tanto en el plano teórico como en el práctico. El orden 
jurídico-constitucional mucho menos puede ser la excepción, su vigencia y eficacia 
puede ser estudiada por sus móviles, reacciones y consecuencias no solo políticas 
sino económicas. Pero no siempre ha coincidido una constitución política de 
excelente hechura legislativa con la estructura estatal, con el sabio ejercicio del 
poder político y con el progreso económico en el devenir histórico de un pueblo, en 
nuestro caso Nicaragua. En consecuencia, es menester entender la complejidad 
de lo económico en el orden jurídico-constitucional, para lo cual la posesión de 
algunas  nociones elementales sobre Economía, y su relación con el Derecho, es 
indispensable para comprender esencialmente las reflexiones que en este trabajo 
se presentan, ya que su enfoque se corresponde lógicamente con el tema 
delimitado, los objetivos y la hipótesis propuesta.   
 
                                                            
1Puede verse una monografía titulada la Constitución Económica en el Perú y en el Derecho Comparado de 
Vicente Acosta Iparraguirre (2003), que encontré en la base de datos digital de la Biblioteca de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, y en la que su autor más descriptivo que analítico ocupa 
setenta y tres páginas de su tesis doctoral en relatar diversas posiciones que intentan dilucidar la relación 
entre el Derecho y la Economía.  
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4.2 BREVE ASOMO A LA ECONOMÍA 
La Economía es una ciencia joven en comparación con el Derecho, la Medicina o 
las Matemáticas. Pero lo joven de la Economía es su preocupación científica 
independiente, su conocimiento armonizado en principios, teorías y modelos, 
empero ha estado presente desde que el primer ser humano apareció en la faz de 
la Tierra. Las primeras acciones del individuo en su estado más primitivo 
consistieron en la búsqueda de alojamiento y comida para su sobrevivencia, esto 
es, trabajar para satisfacer sus necesidades fisiológicas; en tres palabras: producir 
y consumir. En su descomposición analítica más natural, el ser humano lo que 
hizo en primer lugar fue satisfacer aquellas primeras necesidades porque su 
sistema gastrointestinal así se lo exigió y porque la intemperie le agudizó su 
instinto de supervivencia. Para conseguirlo, buscó, encontró, se apropió y 
aprendió a usar de los recursos disponibles, entonces verificó un acto 
económico. Desde que recogió la manzana del suelo y luego se desencorvó para 
cortarla de las ramas de un árbol hasta llegar a la caza y la pesca, fabricando para 
tal efecto instrumentos rudimentarios como el garrote, el hacha, el arco y la flecha 
y la lanza, no fueron sino el inicio del destino constante del mamífero más 
evolucionado de producirse sus medios inmediatos de vida; el ser humano 
captando las ideas del exterior de su ser a través de sus sentidos para procesarlas 
mentalmente y aplicarlas en la modificación del medio externo que lo impresiona.  
En boca de los antiguos filósofos helénicos la economía era una cualidad del ser 
prudente, sinónimo de parsimonia, templanza, trabajo, valor y racionalidad. Sobre 
la economía y la riqueza escribieron Platón, Speussipo, Jenofonte, Jenócrates, 
Polemón, Aristóteles, Teofrasto, entre otros. Entre todos ellos Aristóteles la 
concibió con mejor claridad científica. Pero la Economía Política se convirtió en 
verdadera ciencia a manos del pensador oriundo de Kircaldy, Escocia, Adam 
Smith con su monumental obra publicada en 1776: Investigación sobre la Naturaleza 
y Causa de la Riqueza de las Naciones.  Se le considera el fundador de la economía 
política en su forma científica y, al propio tiempo, quien diera cuerpo al sistema de 
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la libertad de comercio, o como se le llama en la modernidad, al sistema basado 
en la libre empresa y la competencia. El prodigio de la Economía también 
estudió jurisprudencia, retórica y filosofía. Fue autor de Teoría de los Sentimientos 
Morales, y en los últimos años de su vida fue rector honorífico de la Universidad de 
Glasgow. Posteriormente Federico Engels definió que la Economía Política es la 
ciencia de las leyes que rigen la producción e intercambio de unos medios 
materiales de vida en una comunidad humana. En la academia económica esta 
definición del filósofo natural de Barmen, Prusia, es catalogada como la definición 
objetiva de la Economía. “Economía Política” es la voz que se utilizó en el pasado, 
es el término en sus inicios e inclusive el término autorizado en la época de los 
clásicos. Aristóteles acuñó esta expresión para denotar la economía de todo el 
reino o de las provincias, para diferenciarla de la economía doméstica. La 
denominación recobraría sonoridad en la época moderna con Montchrétien en 
Francia y William Petty en Inglaterra.  
Los avances de la teoría económica y la incorporación de una valiosa estructura 
de cálculo con el fin de obtener una mejor precisión en los postulados hicieron 
advenir la Economía Moderna y, por tanto, la escuela clásica quedó en el pasado. 
La palabra “política” fue eliminada de su denominación genérica para distinguirla 
de la Política como tal, y circunscribirla en una línea netamente científica, misma 
razón por la que muchos han soltado un aluvión de críticas por interpretar un 
intento de disgregación de la Economía Moderna con su entrelazamiento político y 
social. En medio de todo esto, ha llegado a decirse que la Economía es la “madre 
de las Ciencias Sociales”. La Economía en su valoración subjetiva tiene como 
paradigma al economista Lionel Robbins (1944), quien en su libro Naturaleza y 
Significación de la ciencia económica escribió que “la economía es la ciencia que 
estudia la conducta humana como una relación entre fines y medios limitados que 
tienen diversa aplicación.” (p. 38). En efecto, la aplicación de unos medios y fines 
implica la renuncia en la aplicación de otros, lo que mueve a pensar que para 
obtener los mejores resultados en el menor tiempo y a los menores costos, es 
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menester tomar la decisión más óptima; elegir la decisión más eficiente entre un 
espectro de posibilidades.  
La Economía, en palabras del recién fallecido Premio Nobel Paul A. Samuelson 
(1965), estudia la manera en que los individuos utilizan – con o sin dinero – unos 
recursos escasos para la producción de bienes y servicios con el fin de 
distribuirlos entre los diferentes miembros y estratos de la sociedad para su 
consumo presente o futuro. Siempre que haya que satisfacer de manera individual 
o colectiva las apetencias, las preferencias, los deseos o los gustos, que son 
ilimitados, dados los recursos económicos limitados, habrá problema económico. 
Por más abundancia que haya, siempre habrá escasez por el sinfín de 
requerimientos que demandan los individuos. Si todas las personas tuvieran libre 
acceso a lo que necesitan y apetecen en el momento y en las cantidades que 
quisieran, no habría problema económico; puesto que no habría que pensar en 
racionalizar, elegir y renunciar a otras cosas ya que todos fuéramos igualmente 
ricos y todos los países serían igualmente eficientes y productivos; no habría 
porqué preocuparse por los recursos naturales ni por su dilapidación, renovación o 
regeneración.  
Por tanto, cuando se toman decisiones basados en los criterios de optimización y 
eficiencia se estará en el campo económico. Las necesidades y las preferencias 
de los seres humanos cambian y aumentan a medida que se suceden las épocas, 
a medida que la Ciencia y la Tecnología presionan sobre la psicología de consumo  
y la calidad de vida.  Hoy en día puede ponernos a pensar qué tanta necesidad 
hay en la utilización del teléfono móvil, o del televisor, o de la televisión por cable, 
o el servicio de internet como red global de comunicación, información y 
esparcimiento, cuestiones que antes ni siquiera eran imaginables. La Economía 
según Albert Meyers (1975), “es la ciencia que trata las necesidades humanas 
y su satisfacción”. (pp.19, 20). Sobre esta última estimación aclaro que las 
necesidades a que se refiere son las pertinentes al bienestar material, el cual es 
una faceta que contribuye enormemente en el bienestar espiritual de las personas. 
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Más allá de esta línea fronteriza se estará en los dominios de otras disciplinas 
como la Moral, la Psicología o la Religión inclusive.  En suma, la Economía se 
encarga de estudiar la conducta del hombre en habitud a sus necesidades, a su 
angustia material, a sus tareas productivas y a sus relaciones de intercambio.   
4.3 RELACIÓN ENTRE EL DERECHO Y LA ECONOMÍA 
Para que el individuo se realice económicamente se le debe garantizar una 
libertad de actuación; pero libertad de actuación no significa que los individuos 
vayan a hacer lo que les parezca, procediendo cada quien conforme su libre 
albedrío, en una palabra, heterónomamente. Las relaciones económicas tienen 
que formalizarse para dar seguridad a los agentes económicos y al tráfico de 
bienes y servicios, de lo contrario las cosas se volcarían hacia el caos total, 
dejadas a su suerte, regidas únicamente por el arbitrio de cada quien, con mejor 
fortuna, por los imperativos éticos y/o los convencionalismos sociales. De no ser 
así, ¿de qué manera se menguaría la reproducción de la ley del derecho del más 
fuerte sobre el más débil en un régimen de competencia?; ¿cómo se reconocería 
una igualdad, al menos, en términos formales de la microempresa con respecto a 
la gran empresa?; ¿cómo se protegería el consumo de los individuos si no 
existiera un control de calidad de los bienes y servicios producidos tanto por el 
sector privado como por el sector público?; ¿con qué asidero replicaría el 
empresario frente a un acto del gobierno en menoscabo de su actividad si no se le 
amparara su derecho a la libertad de empresa?; ¿qué sería de las prestaciones 
del trabajo si estuviera desprotegido, dada su desigualdad frente al capital?; 
¿cómo serían sancionados los individuos que delinquen en contra del patrimonio 
personal o en contra del orden económico de una nación? Las respuestas a estas 
preguntas contribuyen a la justificación de que el Derecho, ciencia de normas 
por antonomasia, regule la actividad económica.  
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 Por otro lado, Acosta Iparraguirre (2003, p. 84) cita a César Sepúlveda (1944) al 
transcribir que “el Derecho es un elemento fundamental para el 
funcionamiento de la economía, y particularmente, para lograr el desarrollo 
económico, objetivo que interesa a todas las naciones, y con urgencia, a 
aquellas que se encuentran en condiciones de vida incipientes” Este parecer 
ha sido una tendencia a nivel latinoamericano. En efecto, el Derecho en su cariz 
normativo e institucional se encarga de viabilizar la participación del Estado en el 
campo económico. El Derecho fija las funciones del Estado, sus facultades y sus 
limitaciones frente a los derechos y garantías fijados también a favor de los 
particulares, todo lo cual se hace a través de normas jurídicas. Por su parte, la 
economía mide y evalúa dicha participación; califica la eficiencia del marco 
normativo e institucional en su ejercicio real en aras del desarrollo económico.   
Cuando la ciudadanía no logra resolver sus problemas económicos habrá un 
importante factor de inestabilidad psicológico y sociológico, cuando la mayoría no 
logra hacerlo la pobreza epidémica engendra la actividad delictiva desaforando la 
autoridad de la Ley. La pobreza social no se resuelve al recrudecer la aplicación 
de las leyes penales a los antisociales que delinquen por su miseria pues tan sólo 
es atacar las consecuencias de un mal provocado por disfuncionalidades como el 
desempleo, la deseducación, la marginación, la injusta distribución de la riqueza, 
etc. A propósito en su Crítica al Programa de Gotha Carlos Marx escribió: “El 
derecho no puede ser nunca superior a la estructura económica ni al desarrollo 
cultural de la sociedad por ella condicionado.” (Marx & Engels, 1974, p. 15). Según 
el “Prometeo de Tréveris”, la sociedad no es producto del derecho, sino el derecho 
es producto de la sociedad, formando aquel parte de la superestructura que 
descansa en una infraestructura económica. En efecto, el derecho es inconcebible 
fuera de toda comunidad de seres humanos, ya que el ser humano visto 
aisladamente solamente es un paseante solitario cuyo proceder no está frenado 
por ninguna regla más que la que emane de sí mismo.  
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La agrupación del homo sapiens conlleva a la familia, luego a la división del trabajo, 
luego a la propiedad privada y luego a la acumulación de bienes, en 
consecuencia, esta evolución material a través de los distintos estadios hace 
aparecer concomitantemente la costumbre indiferenciada, las reglas de conducta y 
la autoridad; es decir, los primeros atisbos del derecho, para que después naciera 
el Estado, que a la larga se convirtió en única fuente de validez formal para aquel.  
Pero – coincidiendo en esencia con la idea de Max Weber2 – el Derecho se ocupa 
de los bienes materiales así como de otros bienes que no guardan relación directa 
con el ámbito económico. Así se pueden citar como ejemplo: el derecho de educar 
y reprender que tienen el padre y la madre sobre sus hijos; la libertad de 
pensamiento; la libertad de expresión; el derecho que las personas tienen de que 
no les agredan física, psíquica y moralmente; el derecho a que se les respete la 
reputación; el derecho a la imagen; incluso el derecho a un nombre; o el más 
importante, el derecho a la vida3. El ser humano es multifacético sobremanera, 
aún la filosofía existencialista con todo el bagaje que le precede puede retomar sin 
pena el viejo adagio filosófico que dice que “el ser humano es inefable”. Su 
naturaleza inefable se revela porque en el individuo hay un homo oeconomicus 
como lo hay un homo juridicus y un homo politicus.   
Por otra parte, ocurre que el derecho en cuanto rige las conductas humanas por 
motivos axiológicos de justicia, orden, seguridad, paz social u otros que pudieran 
agregarse, las cuales se van complejizando a medida que operan los incesantes 
cambios en el espacio y en el tiempo, se ramifica hacia otros campos que le son 
                                                            
2Max Weber (1864-1920): conspicuo pensador y escritor alemán cuyos intereses intelectuales le llevaron a 
estudiar Sociología, Economía, Derecho, Filosofía y Religión. Se le atribuyen grandes aportaciones a la 
Sociología con su método anti-positivista. Además de su obra más importante La ética protestante y el 
espíritu del capitalismo, son de gran valor sus obras Economía y Derecho, y Economía y Sociedad.     
3En muchas ocasiones, el Prof. Gilberto Cuadra Cuadra, titular por muchos años de la cátedra de Derecho 
Romano en la Universidad Centroamericana (Managua, Nicaragua), predicó a sus alumnos que la historia de 
la humanidad le había enseñado que el derecho más importante no era el derecho a la vida, sino el derecho 
de propiedad.   
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ajenos, con el objetivo de servir única y exclusivamente como método de 
prevención y resolución de conflictos. Ahí donde se quieran zanjar las 
controversias civilizadamente, no pudiendo haber ningún tipo de negociación 
porque alguna de las partes se sentiría defraudada, ahí el derecho entra en 
acción. Ha sido necesario, por ejemplo, la protección jurídica del medio ambiente y 
de los recursos naturales; la juridización de los procesos de reforma agraria para 
racionalizar la tenencia de las tierras del agro; la regulación del ejercicio de la 
profesión médica en beneficio del paciente; el establecimiento de normas sobre el 
uso del espacio aéreo; la aprobación de reglas sobre la fabricación, uso e 
intercambio de los juegos de video, de los sistemas operativos, software y 
hardware y sobre el comercio electrónico; sin que por ello el derecho tenga que 
entrar en controversia con la Ecología, la Ingeniería Ambiental, la Agronomía, la 
Medicina, la Aeronáutica, la Ingeniería Electrónica o la Informática para determinar 
la primacía de cada ciencia en el ramo.  
Todas las ciencias mencionadas poseen dominio exclusivo de su área de 
conocimiento.  La explicación de la presencia del derecho en tales áreas no se 
encuentra en su carácter imperativo o coactivo, sino en la necesidad de prevenir, 
sancionar o resolver conflictos que se deriven. No me refiero a la aceptación del 
derecho por su simple coercibilidad sino por su utilidad. El conocimiento de leyes 
ambientales no certifica que se pueda discurrir con toda propiedad con un ecólogo 
o un ingeniero ambiental. Cualquiera que pretendiera dominar un campo ajeno a la 
luz de otro, se convierte en un embaucador de sí mismo, de las ciencias y de la 
humanidad. El mismo razonamiento aplica a la relación con la Economía, 
haciendo la salvedad que entre esta última y el Derecho existe un acercamiento 
más estrecho porque cada una interfluye inmediatamente sobre la otra, 
intersecándose en el plano social y político. Desterrando todo tipo de 
exageraciones, tan delicada puede ser la interacción, que la aplicación de una y 
otra ciencia ha suscitado acaloradas polémicas en varios casos, lo que puede 
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verificarse por ejemplo con la experiencia de Colombia4. De tal manera que ni todo 
ha sido explicado por las  ciencias, ni tampoco una sola ciencia puede explicar el 
todo. Solo he sabido en la Ciencia Física que algún excéntrico o grupo de 
excéntricos propusieron descubrir una “teoría del todo”, una teoría que contuviera 
unas leyes primeras que explicaran todas las demás leyes y principios de cada 
uno de los fenómenos que inspiran las ramas de la Física. Una especie de 
metafísica de la física. De todas maneras, como podemos deducir, en la misma 
Ciencia es necesaria la división del trabajo, de la meditación e investigación, del  
quehacer científico.  
Quien no vea claramente el rol de una y otra ciencia, en nuestro caso la Economía 
y el Derecho, se verá enfrascado en una polémica la cual, de seguir en el 
desconcierto, se agudizará fútilmente en una línea recta tendente hacia el infinito, 
como la que un físico pudiera sostener contra un matemático. Lo cierto es que en 
el pasado estas ciencias que académicamente se habían restado importancia en 
cuanto a su interdependencia, hoy en día, en el contexto de una globalización 
galopante, no puede decirse lo mismo. El quehacer académico responde por sí 
mismo cuando se habla de Derecho Económico por un lado, y se habla de 
neoinstitucionalismo y estructuralismo económico por el otro.   
Finalmente, para cerrar el presente capítulo con broche de oro, dejo transcritas 
unas palabras de uno de los exponentes de la concepción materialista de la 
historia, Federico Engels, pronunciadas en su Discurso ante la tumba de Marx, todo 
para suscitar una última bienintencionada reflexión:  
 
                                                            
4En Colombia el control constitucional de la economía provocó un telúrico debate entre los poderes 
públicos, ya que el criterio de la Corte Constitucional sobre un caso en concreto contrarió vehementemente 
la posición del Ministerio de Hacienda. Este caso se puede consultar perfectamente en el artículo del 
escritor Rodrigo Uprimny (2001) titulado La legitimidad y conveniencia del control constitucional a la 
economía.  
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Así como Darwin descubrió la ley del desarrollo de la naturaleza orgánica, Marx descubrió 
la ley del desarrollo de la historia humana: el hecho, tan sencillo, pero oculto hasta él bajo 
la maleza ideológica, de que el hombre necesita, en primer lugar, comer, beber, tener un 
techo y vestirse antes de poder hacer política, ciencia, arte, religión, etc.; que, por tanto, la 
producción de los medios de vida inmediatos, materiales, y por consiguiente, la 
correspondiente fase económica de desarrollo de un pueblo o de una época es la base a 
partir de la cual se han desarrollado las instituciones políticas, las concepciones jurídicas, 
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5. EL ESTADO CONTEMPORÁNEO 
 
5.1 EL ESTADO LIBERAL  
Como se ha dicho certeramente por Fraga Iribarne (1955) en La Crisis del Estado, 
citado por Baena del Alcázar (1966, p. 5), “cualquiera de los Estados de nuestro 
tiempo, aún el más aparentemente antiliberal, es heredero legítimo del Estado 
liberal a pesar de que a primera vista aparezca como antagonista suyo.” El Estado 
liberal sucedió al Estado feudal que hubo coincidido con el período de la Edad 
Media, con el período que fue acusado por los filósofos de la Ilustración como la 
“época de oro del obscurantismo”.  
La desenajenación del pensamiento humano con respecto al dogma religioso y la 
escolástica comenzó cuando se hizo uso de la razón de forma genuinamente 
racional para llegar a una época donde las ciencias fueran al alma lo que la luz a 
la obscuridad. Ese desprendimiento del dogma religioso personalizado en 
Giordano Bruno, Baruch Spinoza, Francis Bacon, Galileo Galilei, Renato 
Descartes, David Hume, Francois Voltaire, etc. desembocó en las nuevas formas 
de pensar conforme la razón, entre ellas, el Liberalismo. A la luz del liberalismo, 
la filosofía del aparato estatal y del uso del poder político consistió en procurar la 
felicidad (viejo concepto cirenaico y epicúreo) y el bienestar interviniendo 
mínimamente en los asuntos económicos y sociales de la población.  
Adam Smith es uno de los hombres que hizo importantes contribuciones a la 
concepción liberal del Estado. En su Riqueza de las Naciones  planteó una de las 
teorías más polémicas en el campo de las Ciencias Económicas, si bien formulada 
con una dosis de misticismo, es fundamental para la comprensión de su doctrina: 
la teoría de la mano invisible. Sentando los lineamientos sistemáticos del 
individualismo económico, el “sagaz escocés” dice que los individuos al buscar su 
propio beneficio particular son conducidos por una especie de “mano invisible” que 
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le llevan a beneficiar a la sociedad mucho más que si lo hicieran a propósito. 
(Samuelson, 1965). De manera que el máximo de bienestar general sería fruto 
natural del libre choque de los egoísmos concurrentes de forma pacífica y la mano 
invisible se encargaría de poner todas las cosas en su lugar, lo que fue conocido 
como los “ajustes automáticos” que sostendrían un equilibrio. El irrestricto 
desenvolvimiento de las fuerzas del mercado, la libre oscilación de la oferta y la 
demanda alrededor de los altibajos de los precios, sería suficiente para el buen 
funcionamiento de la actividad económica. En el liberalismo se retomó el laissez 
faire, laissez passer5 de Jean-Claude Gournay y de Francois Quesnay.  
El papel del Estado liberal se condensa en la famosa expresión atribuida a Smith: 
“El mejor de los gobiernos es el que gobierna menos. . .”, o en otra atribuida 
al marqués de Mirabeu: “El mayor peligro de los gobiernos es gobernar 
demasiado. . .” Se suponía que la sociedad misma, teniendo como eje central la 
libertad individual, daría satisfacción a todas sus necesidades y cada individuo 
albergando un espíritu de competencia conseguiría su propia calidad de vida en el 
afán de cada quien de igualar o superar a los demás; se pensaba que con un 
espíritu de competencia cada quien sería autárquico y encontraría la felicidad. Con 
el individualismo cada cual podría ser soberano de su propia persona, de su 
moral, de sus sueños y ambiciones. Lo primordial era garantizarle jurídicamente la 
libertad, en tanto no lesionara los derechos de los demás prescritos por la Ley. 
Pero la sociedad llegó al extremo de convertirse en una congerie de individuos en 
la que cada uno intentaría, atendiendo a su solipsismo, sacarle provecho al resto 
de la comunidad. En el mercado, el concierto social fue visto por el comerciante 
como una circunstancialidad oportuna para acumular talegas de dinero a 
expensas de los demás. Con el régimen de la competencia los seres humanos se 
                                                            
5Laissez faire, laissez passer: locución francesa atribuida en sus orígenes a Jean-Claude Gournay y a la 
escuela económica de los fisiócratas, cuyo máximo exponente fue Francois Quesnay. Sirvió como principio 
económico nuclear cuando sobrevino el sistema de la libertad de comercio concebido por el pensamiento 
económico liberal. Su traducción al castellano es: “dejad hacer, dejad pasar”, es decir libre producción y 
libre comercio o libertad aduanera.  
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vieron envueltos en una lucha incontenible de ambiciones feroces e 
inconmensurables alcanzables fas per nefas.   
Como se creía que la felicidad estaría en función de la distancia que guardara el 
Estado frente a la sociedad, superando al viejo Estado monopolizador del 
mercantilismo, Adam Smith aconsejó la no intervención del Estado en el proceso 
económico, porque pensaba que el circuito económico respondía a un orden 
natural cuya armonía se violentaría con la perniciosa intromisión del poder estatal. 
Algo así como la frase de J.J Rousseau en su obra El Contrato Social: “Todo lo 
salido del seno del divino hacedor es perfecto, todo en las manos del hombre 
degenera”. Las leyes del orden económico se pensaban eran naturales, el Estado 
por el contrario, se pensaba ya era obra de la inventiva humana.  
La idea de una orden natural e imperturbable por el hombre llevada al campo 
económico, obedecía al predominio de las Ciencias Naturales con sus grandes 
avances, en especial la Física (con la Física de Fluidos y principalmente la Física 
Mecánica) que había irrumpido considerablemente en el mismo conocimiento 
filosófico, evidenciando su influencia en las distintas expresiones del materialismo 
filosófico francés, desde la transición del obscurantismo a la modernidad con el ya 
mencionado Descartes hasta el período de la deificación de la razón con Pedro 
Gassendi, Denis Diderot, Jean Lerond D´ Alembert, el barón de Holbach, entre 
otros. 
En lo jurídico, la escuela del Derecho Natural Racionalista o iusnaturalismo 
racional propugnaba unos derechos anteriores y superiores a cualquier derecho 
positivizado (positivo como sinónimo de formal, aprobado por el Estado); derechos 
inherentes a la condición de ser persona, es decir, de acuerdo con la naturaleza 
humana; por tanto, válidos en sí y de por sí, inspirados por la razón y la justicia; 
abstractos y universales para todos los seres; imprescriptibles e inderogables por 
convención humana alguna (v. gr.: derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad, 
a la propiedad). Esta línea de pensamiento data desde el sofista Calicles, se 
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encuentra en Sócrates y Platón, tiene un conspicuo exponente en Marco Tulio 
Cicerón, continúa en la Modernidad con Tomas Hobbes, Hugo Grocio, Samuel 
Pufendorf y Cristian Tomasius (García Máynez, 1992), hasta llegar al siglo XVIII, 
“el siglo de las luces”, con el ya mencionado genial escritor ginebrino Juan Jacobo 
Rousseau, quien además estableció los principios del derecho político.        
Lamentablemente en el Estado liberal la comunidad nacional se volvió una 
dicotomía claramente diferenciada: Estado y Sociedad Civil. La élite política 
verticalizada sobre la población. Ambos términos interactuaban cuando no había 
más remedio. Este estado de cosas se formalizó con los principios de seguridad 
jurídica, separación e independencia armónica de poderes, de legalidad, 
derecho al sufragio universal, libertad individual que en el terreno de lo 
económico se tradujo en la libertad de industria, la libertad de comercio y la 
libertad de oficio o profesión.  
Jurídicamente, la propiedad privada, la libertad de contratación y la libertad 
económica fueron los tres principios rectores del Estado liberal (Witker, 1995). Con 
estas premisas, consideradas derivaciones de la libertad individual, el Estado 
liberal fue el rostro político-jurídico del sistema capitalista (libre mecanismo de 
precios, propiedad privada de los bienes de capital, libre empresa, mercado no 
regulado, libre competencia, pérdidas y ganancias, ánimo de lucro, rentabilidad)  el 
cual tuvo sus gérmenes en el útero del feudalismo, y se convirtió en la misma 
fuerza propulsora de su destrucción. Precisamente Maurice Duverger (1980) 
señala en su libro Instituciones Políticas y Derecho Constitucional que para los 
liberales de esta época, liberalismo político y liberalismo económico eran dos 
caras de la misma moneda. Esta democracia se entendía iba de la mano con la 
libertad y a su vez esta se suponía ligada a la “teoría del interés personal”.   
La organización política bajo el liberalismo estuvo diseñada únicamente para 
garantizar la propiedad privada, la libertad de contratación, el orden público y la 
seguridad nacional con respecto a cualquier perturbación extranjera y desorden 
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interno. El trabajo político era crear las condiciones para que los privados en 
competencia disfrutaran de las premisas enunciadas. Como corolario de su 
pasividad, el Estado liberal permitió que surgieran progresivamente una enorme 
desigualdad en la distribución de la renta y una desalmada explotación de clase 
que hicieron miserables las vidas de cientos de miles de personas. Por estas 
grandes razones el Estado liberal o Estado abstencionista fue motejado de 
“Estado burgués” por Carlos Marx y Federico Engels (sustentado – según ellos – 
por una sociedad burguesa y revestido de un derecho burgués), porque veían que 
a vista y paciencia de esta forma estatal (reflejo de su modo de producción) se 
desenvolvía una desvergonzada explotación sufrida por una clase dominada e 
infligida por la clase dominante dueña de los medios de producción, de la cultura y 
del poder político; el proletariado y la burguesía, respectivamente. El Estado había 
sido y era “el Estado de la clase más poderosa, de la clase económicamente 
dominante, que, con ayuda de él, se convierte también en la clase políticamente 
dominante. . . ” (Engels, 1979. p. 172). Muy conocida es la censura que ellos 
lanzan contra el gobierno de los estados modernos en el Manifiesto del Partido 
Comunista (Marx & Engels, 1982, p. 20): “El gobierno del Estado moderno no es 
más que una junta que administra los negocios comunes de toda la clase 
burguesa.”   
Entre los Estados liberales dignos de ser tomados en cuenta por sus orígenes y  
desarrollo citánse a Estados Unidos de América, Gran Bretaña, Francia y 
Alemania. Pero casi de inmediato a la idealización y puesta en marcha del Estado 
liberal (en el lapso de un siglo), a éste se le avecinaron fuertísimas críticas 
inspiradas en la filosofía y la literatura (Dickens, Carlyle, Heine, Herwegh, etc.) 
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5.2 EL ESTADO LIBERAL DE DERECHO  
En el caso de la monarquía francesa, paradigma del Antiguo Régimen, las 
desigualdades sociales, los privilegios insoportables de la realeza, la aristocracia y 
el alto clero a expensas de las demás clases que componían los estamentos 
inferiores en contraste con las nuevas formas ideáticas del Iluminismo hicieron que 
estallara una revolución el 14 de julio de 1789. En vano fueron las reformas 
financieras propuestas por el barón de Turgot y Jacobo Necker trabajando uno 
primero y el otro después para la administración del rey Luis XVI. La reacción se 
opuso vigorosamente y no estaba dispuesta a ceder un solo paso cuando de 
repeler reformas y cambios en su desfavor se trataran. “El Estado soy yo”, “la 
única ley es la voluntad del soberano”, entre otras, eran la divisas de la monarquía 
absoluta francesa heredadas desde los tiempos del Cardenal de Richelieu y Luis 
XIV. Grande contraste con el testimonio del rey Agesilao que nos dejó Jenofonte 
de Atenas en su Vida de Agesilao, al escribir que siendo aquel el más poderoso de 
Esparta era, no obstante, el primero en someterse a las leyes del Estado.  La 
altivez y la ingenuidad política de Luis XVI se elucida cuando se dirige a su 
hombre de valimiento el duque Le Rouchefocauld-Liancourt, por lo sucedido ese 
14 de julio al preguntarle con desentendimiento si se trataba de una “revuelta”, 
ante lo cual le contesta el último que no – tal vez con muchísima consternación 
porque conocía el fondo de la coyuntura – que se trataba de una “revolución”.    
Con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano del 24 de agosto de 
1789 y la Constitución Francesa de 1791 el pueblo francés aceptó la existencia de 
unos derechos naturales inherentes a la persona (vida, propiedad, seguridad), 
acogió la tesis de la separación de poderes de John Locke actualizada por el 
barón de Montesquieu, elevaron el principio de legalidad y el principio de la 
soberanía popular rousseauniana, y echaron por tierra la teoría del origen divino 
de la concepción del poder político que había sido planteado ya por Tomás 
Hobbes.  
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De esta manera se consolidó un estado de libertad regido no por la arbitrariedad 
sino por el derecho, lo que se resume en la siguiente expresión: “el Estado de 
Derecho es la sujeción de todo gobernante y gobernado al imperio de la 
Constitución Política y demás leyes subordinadas a ella”. Los documentos 
constitutivos mencionados y la codificación de las normas de derecho escrito y las 
normas de derecho consuetudinarias (Código Civil, Código del Comercio, etc.) 
durante la era de Napoleón Bonaparte a manos de una élite de jurisconsultos 
empapados en el Derecho Romano y en el Derecho Germánico fue la ratificación 
formal de que la Francia post revolucionaria sería en adelante un Estado Liberal 
de Derecho. La codificación jurídica al mismo tiempo fue determinante para el 
triunfo de la clase burguesa sobre la nueva sociedad, clase que había venido 
transformando maliciosamente su conciencia a partir de la monarquía de Luis XIV, 
según lo advirtiera Robespierre. El Estado Liberal de Derecho vino perfilándose 
paulatinamente y la divisa francesa que decía  peuple notre example6 tendría 
resonancia en los cuatro puntos cardinales de la Tierra porque sí se siguieron el 
ejemplo de estos magníficos eventos, pues fueron el inicio del fin del régimen 
absolutista, a pesar de que en la misma Francia el régimen dio pruebas de vida 
bajo formas transfiguradas aún después de aquellos acontecimientos que 
proclamaron la liberté, égalité y fraternité.  
El Estado de Derecho tuvo sus orígenes en el rechtsstaat de la literatura alemana. 
Su noción es atribuible al pensamiento kantiano que concebía como primordial la 
idea de “proceder por y conforme al deber”, además de los famosos imperativo 
categórico e imperativo hipotético. Cobrando vigencia universal la frase de Platón 
que dice “no necesitamos un gobierno de hombres sino de leyes”, en el 
Estado de Derecho toda actuación de gobernantes y gobernados se atendría a lo 
prescrito por el orden jurídico vigente. En lo sucesivo los ciudadanos podrían 
actuar libremente en tanto no violentaran la Ley, expresión de la voluntad general. 
                                                            
6 En castellano se traduce: “Que los pueblos sigan nuestro ejemplo” 
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Con el Estado de Derecho se vinieron considerando solemnes la legalidad y la 
institucionalidad; se consagraron los derechos civiles y políticos, el principio de 
separación y coordinación armónica de poderes, el principio de igualdad 
formal, el principio de libertad jurídica, el principio de legalidad 
administrativa y el principio de supremacía constitucional.  
El Estado de Derecho en Gran Bretaña se tradujo en su Rule of Law basado 
constitucionalmente no tanto en leyes fundamentales escritas cuanto en la 
inveterata consuetudo. Al otro lado del Atlántico, una vez  vigente la Constitución 
Política de los Estados Unidos de 1787 complementada con la Declaración de 
Derechos de 1789, el control constitucional de las leyes secundarias y de la 
actuación de los funcionarios públicos tuvo su origen en la sentencia del juez John 
Marshall en el caso Marbury vs. Madison durante el siglo XIX. De esta manera la 
aparición de las constituciones políticas escritas que fundaron al Estado 
Constitucional de Derecho calzó perfectamente con el Estado Liberal. El Estado 
Liberal de Derecho superó la arbitrariedad y la descomposición política de las 
monarquías del Antiguo Régimen. Los nuevos textos constitucionales enarbolaron 
el liberalismo individual poniendo como centro de protección los derechos 
individuales; es decir, con el Estado Liberal de Derecho vinieron los derechos 
civiles y políticos, llamados luego por la teoría constitucional como derechos de 
primera generación. Esto significó un enorme salto adelante en cuanto al espíritu 
humano en su incansable búsqueda de la libertad y la convivencia basadas en la 
razón; sin embargo el formalismo jurídico no salvó al Estado liberal de la 
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5.3 EL ESTADO SOCIALISTA 
A la lucha por la libertad le siguió la lucha por la igualdad. El mismo liberalismo 
abrigó al otro término que vendría a ser su antónimo en todos los terrenos: el 
Socialismo. La corriente de pensamiento derivada de Carlos Marx y Federico 
Engels es una de las muchas corrientes socialistas que se desataron en contra del 
Estado liberal y el capitalismo al tiempo que fueron puestos en marcha7; aunque al 
marxismo se le debe incuestionablemente la crítica más violenta que se ha escrito 
contra el régimen capitalista; no es para menos, en palabras del primero su 
filosofía se trataría de una “crítica radical de todo lo existente”, a como lo dijo en 
los Anales Franco-Alemanes.  Toda la cultura retroalimentada que les precedió, los 
planteamientos de su teoría y la enorme producción de ideas que les sucedió, 
inspirada en su línea de pensamiento, dieron origen en el devenir histórico al 
Estado socialista.  
El Estado socialista ha tenido su principal fundamento doctrinario en el marxismo, 
es decir en la doctrina del socialismo científico revolucionario, con enormes 
contribuciones de corrientes posteriores como el leninismo y el maoísmo. El 
Estado socialista tuvo como primera experiencia concreta la Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas (URSS) fundada en 1922 como etapa dentro del proceso 
iniciado con la Revolución de Febrero y la Revolución de Octubre en 1917 que 
desfragmentaron al régimen de la Rusia zarista. El máximo órgano en sus 
primeros años era el Soviet Supremo compuesto por obreros, campesinos y 
soldados, debido a su edificación monoclasista. Pero al poco tiempo el poder se 
fue centralizando en pocas manos. La Unión Soviética federada a como fue 
                                                            
7Entre las muchas corrientes predecesoras y contemporáneas al marxismo destaco: el comunismo de 
François Gracchus Babeuf; el llamado “socialismo utópico” de Saint Simon, Charles Fourier, Robert Owen, 
Louis Blanc, etc.; el socialismo motejado de  “pequeñoburgués” de Simonde de Sismondi; el “socialismo 
verdadero” de Hermman Kriege y Karl Grun; el comunismo utópico de Etienne Cabet; el comunismo 
igualitario de Wilhelm Weitling; el anarquismo de Mijail Bakunin; el socialismo-anarquismo motejado de 
“conservador burgués” de Pierre J. Proudhon y también así motejado el de Eugen Dühring; el socialismo 
democrático de Ferdinand Lasalle, Karl Rodbertus y Eduard Bernstein; entre otros.     
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creada mediante tratado (con 4 naciones) fue escindida oficialmente por la misma 
vía en estados libres, soberanos e independientes en el lapso de 1989 a 1991 
(hasta su disolución estuvo compuesta por 15 naciones), y con ello se vino abajo 
el socialismo soviético y todas los demás países socialistas que giraban en 
derredor de su poderosa influencia internacional.  
Por otro lado encontramos el caso de la China Continental cuya revolución 
triunfante de 1949 relegó el nacionalismo chino al territorio de Taiwán,  
fundándose la República Popular de China. En sus orígenes y por mucho tiempo, 
la vida administrativa, la vida política y la vida económica eran fuertemente 
centralizadas por el Estado al estilo soviético, mientras que en la  actualidad a 
pesar que todavía opera oficialmente un régimen unipartidista liderado por el 
Partido Comunista Chino, el mismo partido ha venido impulsando desde hace 
treinta años aproximadamente una serie de reformas económicas estructurales a 
favor de la iniciativa privada, el mercado, y la inversión extranjera.  Su sistema 
político lo denominan constitucionalmente como “dictadura democrática popular”8 
que coexiste con su sistema económico llamado “socialismo de mercado”9, el cual 
retoma al mercado como escenario importante de intercambio de necesidades. 
Similar modelo ha venido abrigando Vietnam ya reunificada.  
 
                                                            
8“… Desde la Fundación de la República Popular China, nuestra sociedad ha pasado progresivamente de la 
nueva sociedad al socialismo. Se ha consumado la transformación socialista de la propiedad privada sobre 
los medios de producción, se ha abolido el sistema de explotación del hombre sobre el hombre y ha 
quedado definitivamente implantado el sistema socialista. Se ha consolidado y desarrollado la dictadura 
democrática popular, que es, en esencia, la dictadura del proletariado…” (el subrayado es mío): Extracto del 
Preámbulo de la Constitución Política de la República Popular China. 
 
9“El Estado practica la economía planificada sobre la base de la propiedad social socialista. Garantiza un 
desarrollo proporcional y armonioso de la economía nacional a través del equilibrio general del plan 
económico y mediante el papel auxiliar del mercado como factor regulador…”  (el subrayado es mío): Arto. 
15 de la Constitución Política de la República Popular China.  
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En términos muy generales, los Estados socialistas de inspiración soviética del 
siglo pasado se caracterizaron por desechar la organización política basada en las 
instituciones políticas heredadas de las democracias liberales. El poder y la 
Administración se confundieron en un sólo partido, que en realidad estaba por 
encima de cualquier órgano de gobierno. El poder estatal, o mejor dicho la 
autoridad del partido se resguardaba bajo la égida de las fuerzas armadas. No 
existió una separación de poderes. La planificación imperativa a cargo de una 
institución central dominó la vida económica de estas formas estatales en 
consonancia con el postulado de la colectivización de los medios de producción y 
de cambio como parte del proceso paulatino de construcción del socialismo, en la 
que se esperaba poco a poco la eliminación de la sociedad estratificada en clases, 
el paso glorioso al comunismo en el que el libre desarrollo de cada uno sería la 
condición del libre desarrollo de los demás, donde el Estado como aparato de 
dominación no sería más. Pero ocurrió todo lo contrarió ya que una gigantesca 
estructura estatal fue regla obligatoria de vida para los miembros de esas 
sociedades.  
Además se caracterizaron por el burocratismo, el sectarismo, el dogmatismo y la 
represión. Hubo violación flagrante a los derechos humanos y a la limitación de las 
libertades y garantías más fundamentales, entre otros innumerables problemas 
que se convirtieron en una bomba de tiempo para el sistema. El sistema 
económico mismo no resolvió satisfactoriamente los problemas económicos. Los 
regímenes de este tipo desembocaron en nuevas modalidades de dictaduras y 
explotación con signo invertido pero de semejante magnitud. El militarismo minó 
las estructuras políticas y sociales. El modelo de vida de estos tipos de países se 
volvió inercial, su filosofía socialista a pesar de estar basado en el pensamiento 
dialéctico se tornó contradictoriamente neofeudal al aferrarse al dogma político 
ortodoxo, al punto de llevarlos hasta su derrumbe experimentado con la caída del 
muro de Berlín, la reunificación de Alemania y la extinción del bloque soviético. 
Hoy en día existen unos pocos países que ensayan el socialismo legado de la 
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URSS cuya sintomatología es la misma del “socialismo totalitario” del que habla M. 
Duverger.  
Y es que como observa André Hauriou (1980) en su libro Derecho Constitucional e 
Instituciones Políticas, el socialismo marxista paradójicamente no se dio en los 
países más adelantados de la etapa liberal, pero si corrió con suerte en los países 
subdesarrollados. China, quien rompió relaciones con la URSS a inicios de los 
años sesenta del siglo pasado, descartando el modelo soviético, fue crisol de 
excepción a la regla por la originalidad de su proceso y las reformas emprendidas. 
En la actualidad muestra un sorprendente progreso económico y tecnológico 
nunca antes visto. Algo semejante sucedió con Vietnam que muestra promisorias 
tasas de crecimientos y exitosos niveles de bienestar. Sin embargo al igual que la 
miscelánea vivida en los orígenes del socialismo, otras variantes menos radicales 
lográronse poner en práctica como es el caso del socialcristianismo que ha 
venido teniendo muchísimo éxito hasta hoy en Alemania, la socialdemocracia 
que tuvo sus propias aplicaciones en Alemania al igual que en Suecia, Israel, 
Noruega, Austria y Dinamarca y el llamado social-liberalismo en Francia, Japón, 
Canadá, Taiwán y los Tigres del Este,  así lo reseña el mismo Maurice Duverger.   
En el Estado socialista del marxismo hubo una radical intervención del Estado en 
la vida de la población. Pero en éste la vida del individuo se puso en detrimento en 
beneficio de la vida del conglomerado, el individuo no fue visto como tal sino como 
partícula integrante de la masa. La vida estatal se expandió a niveles 
totalizadores; el socialismo fue la extrema antítesis del liberalismo clásico, cuando 
en cambio debió entenderse como su forma avanzada. Una miríada de factores 
hicieron al Estado socialista de corte soviético que fuera no sólo insostenible sino 
insoportable, dando paso a nuevas alternativas. Cabe destacar que con el 
nacionalsocialismo de Hitler en Alemania y el fascismo de Mussolini en Italia se 
articularon formas estatales fuertemente “despóticas”, “corporativas” y 
“totalitarias”, pero por motivos de simplificación que anticipé en mi introducción no 
les doy abordaje aquí.  
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5.4 EL ESTADO SOCIAL 
A inicios del siglo veinte comenzaron a acaecer una sarta de acontecimientos que 
indicaban que el fin del Estado liberal tradicional se asomaba para no volver atrás. 
Tanto auge tuvo el comunismo y el surgimiento de los Estados socialistas  que las 
tesis que decían que los países capitalistas encontrarían su fin porque “la 
burguesía produce, ante todo, sus propios sepultureros” (Marx & Engels, 1982, p. 
33), es decir, a la clase trabajadora pauperizada, parecía ser inminente.  
Tanto impacto tuvo este hecho que varios especialistas en Derecho Administrativo 
inclusive aceptaban ese devenir como inminente de no encontrar remedios a las 
fallas del Estado Liberal, por tanto defendían a capa y espada la institución de la 
“intervención” o “planificación”. Tal es el caso del Prof. Mariano Baena del Alcázar 
(1966) quien llegó a decir en uno de sus libros: “El sistema económico liberal ha 
muerto y amenaza llevarse con él las estructuras jurídicas y políticas del Estado.” 
El autor continúa la idea justificando la planificación estatal de la actividad 
económica diciendo: “. . . la sociedad occidental, por un necesario mimetismo de 
defensa, se ha planteado el problema de planificar o morir”. Además añade un 
poco más adelante: “Pero queramos o no, ha pasado la época del laissez faire y la 
catástrofe solo puede evitarse con la planificación.” (pp. 22, 23). Estas palabras 
evidentemente están inspiradas en el keynesianismo10 que propuso la 
interferencia del Estado en el proceso económico.   
 
                                                            
10Keynesianismo: doctrina económica derivada de John Maynard Keynes (1883-1946), economista, 
financiero y hombre de letras británico que combatió y rebatió vigorosamente el liberalismo económico 
clásico (Véase El fin del Laissez Faire). Su obra capital La Teoría General de la Ocupación, el Interés y el 
Dinero (1936), dio respuestas geniales para enfrentar la catastrófica crisis económica prolongada desde la 
Gran Depresión de 1929, entre las cuales justificó la participación del Estado en la actividad económica a 
través de sus políticas para combatir la crisis, reactivar el sistema y restablecer el equilibrio, augurando un 
Estado de bienestar.   
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Keynes, el “barón de Tilton”, llegó a decir que el Estado era el único que estaba en 
capacidad de poner fin al círculo vicioso de la crisis del sistema económico ya que 
que el liberalismo clásico había llegado a su fin; sin embargo no la arremetió de la 
misma manera contra el liberalismo político. En el mismo orden de ideas, John 
Kenneth Galbraith (1955) dice en su libro Capitalismo Americano: “como alternativa 
a la libre competencia se ha planteado la planificación, o al menos, el fracaso de la 
primera ha provocado una reacción favorable a la intervención del Estado en la 
economía” (p. 98). La situación era sumamente delicada: las potencias 
occidentales se vieron obligadas a intervenir en sus economías para evitar la crisis 
del sistema de libre mercado y para evitar, una vez agudizada la paralización del 
sistema, que cayera servida al comunismo internacional. Al ser puesto en 
cuestionamiento el liberalismo clásico para replantearlo, el liberalismo político dejó 
de ser la contracara del liberalismo económico como dijera Maurice Duverger 
(1980) y ambas facetas comenzaron a ser examinadas separadamente.    
En este contexto apareció el Estado social. El Estado social es también producto 
del bagaje cultural político alemán (sozialstaat). El Prof. Manuel García-Pelayo 
(1977), en su colección de cinco ensayos reunidos bajo un título común, Las 
transformaciones del Estado contemporáneo, dice que el Estado Social significa 
históricamente el intento de adaptación del Estado liberal burgués a las 
condiciones sociales de la civilización industrial y post-industrial. De acuerdo 
a sus palabras el Estado social es el Estado liberal reformado; una forma estatal 
regida por las instituciones de la democracia liberal y las relaciones capitalistas de 
producción, pero caracterizada por un notable intervencionismo de Estado en el 
ámbito económico y social, negándole lógicamente su perfil de mero gendarme.  
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Ahora bien, Manuel García-Pelayo en su libro citado se suma al sector de autores 
que consideran a Lorenz Von Stein11 como precursor de la idea del Estado Social. 
Stein identificó también la fenomenología de la estratificación de las clases y de 
sus luchas intestinas, el control del Estado y su uso como instrumento de 
dominación. Para él, la solución no era una revolución porque la clase que se 
alzara  triunfante significaría consecuentemente el sometimiento de la otra clase, 
la imposición de un Estado de clase sobre la otra dominada; de tal manera que la 
clase vencedora engendraría a un nuevo contrario y así un estado permanente de 
guerra. Es decir, la revolución sería el inicio de nuevas contradicciones irresolutas. 
En su razonamiento, la solución consistía en que tenía que erigirse un Estado que 
estuviera por encima de las clases, pero bajo el gobierno de un monarca que con 
el apoyo de las fuerzas armadas consolidara su poder político y se abstrajera de 
los intereses de clase. El monarca se identificaría con el Estado como tal, como 
aparato, como institución y como autoridad. Este monarca para menguar los 
antagonismos y reducir las desigualdades sociales tendría que preocuparse por la 
calidad de vida de las clases bajas que son las que quieren ascender socialmente 
(incluso violentamente), hecho que se llevaría a través de una reforma social.  
Según Stein, “la monarquía social” sería el sistema adecuado para conseguir la 
estabilidad del aparato estatal y de la lucha y unidad de las clases que la 
componen. Stein advierte que el Estado para que le siga siendo útil al pueblo 
(evitando su desaparición en el futuro) en adelante tendría que dedicarse de lleno 
a la reforma social, o sea, tendría forzosamente que ser participativo, 
intervencionista; tendría que afirmarse sobre la sociedad.   
 
                                                            
11Lorenz Von Stein (1815-1890): jurista, economista y sociólogo danés-alemán. Es autor de Historia de los 
movimientos sociales desde 1789 hasta nuestros días (1850) y es considerado uno de los fundadores de la 
Hacienda Pública o ciencia de la administración pública moderna. 
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Para los estudiosos de la Teoría del Estado de ese tiempo, las relaciones 
capitalistas de producción se contraponían diametralmente a la idea y a la praxis 
del Estado mismo. No en vano Lorenz Von Stein dirigió a las élites políticas la 
advertencia de que había terminado la época de las revoluciones políticas y había 
comenzado la de las sociales. La vieja modalidad estatal tenía que ser reformada 
no solo por imperativo ético sino por necesidad histórica (García-Pelayo, 1977), 
todo para evitar una destrucción violenta del orden precedente. O se optaba por la 
reforma o se esperaba la revolución. Como vemos, la concepción (tachada de 
conservadora) de Von Stein implica la sustitución del Estado abstencionista, pero 
también descarta los planteamientos del Estado de Derecho. Sus ideas guardaban 
similitud con el Despotismo Ilustrado o la “teoría del buen déspota” de los 
fisiócratas, y, por ende, al igual que estas últimas, estuvo condenada a la 
inaplicación por sus inconsistencias.  
El fundamento social del Estado en palabras de Lorenz Von Stein es que por 
principio, el desarrollo del Estado como personalidad de la comunidad significa el 
desarrollo de los individuos que la componen. Como bien lo entendía Enrique 
Saint Simon (García Pelayo, s.f.), la organización política surge en función de las 
necesidades de una sociedad dada. Así pues el Estado social se convierte en el 
regulador decisivo y responsable de la estructuración social. La dialéctica del 
Estado y la sociedad es su continua interacción recíproca, superando de una vez 
para siempre la oposición excluyente entre los dos términos.   
El Estado social se idealizó pensando en asegurar un mínimo de calidad de vida a 
la población, se basa en el concepto de la “procura existencial” de Fortshoff, lo que 
significa asegurarle al individuo las posibilidades de existencia que no puede 
proveerse a sí mismo (bienes y servicios), función que va más allá del clásico 
servicio público francés y de la política social alemana (García-Pelayo, 1977). El 
Estado Social procura la existencia digna de la mayoría de sus individuos. Su 
configuración consiste en el fortalecimiento de servicios y el reconocimiento de 
derechos para la cobertura de: salud, instrucción (primaria, secundaria, 
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universitaria, técnico-vocacional), trabajo, vivienda, medio ambiente (reservas 
naturales, biomas, protecciones de flora y fauna silvestre, etc.), cultura, ciencia y 
tecnología (biblioteca, hemeroteca, museos, centros de investigación, laboratorios) 
esparcimiento (ferias, parques, balnearios), deporte (ligas, torneos), seguridad 
social (institución de seguridad social, pensión por vejez, invalidez, muerte, 
subsidio por desempleo, por número de hijos), entre otros aspectos.  La filosofía 
del Estado Social es la integración de la sociedad, y se propone combatir los 
cánceres de la pobreza, la desigualdad, la marginación y la exclusión; en general, 
combate todo género de subdesarrollo. El Estado para esta gigantesca misión 
niega su perfil gendarme-abstencionista y se afirma como un Estado 
irremediablemente intervencionista: regula la economía y utiliza mecanismos de 
redistribución de la renta tales como un sistema de impuestos progresivos y el 
gasto público.  
El Estado social no es simplemente el Estado liberal tradicional reformado a como 
dijo García-Pelayo, sino que en sí y de por sí ya no es más un Estado liberal 
tradicional porque responde a los nuevos retos del mundo contemporáneo.  
5.4.1 El Estado Social y el Estado del Bienestar 
El Estado social es confundido no pocas veces con el Estado del bienestar 
(conocido en el mundo anglosajón como Welfare State). El Estado del bienestar 
remonta sus antecedentes desde la época del Despotismo Ilustrado con Federico 
II de Prusia, “El Grande”; pasando por el llamado Estado providencial francés en la 
segunda mitad del siglo XIX, en los que se reportan políticas de bienestar para 
aliviar las necesidades de la población, especialmente las más vulnerables y, al 
mismo tiempo, legitimar el poder. Pero sus más significativos rasgos se toman con 
las políticas sociales del llamado “Cristianismo Aplicado” o “Socialismo de Estado” 
que a partir de 1883 aplicó al Imperio alemán del II Reich, Otto Von príncipe de 
Bismarck.  
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Posteriormente el Estado del bienestar se consolidó con la política integral del 
“New Deal” de Franklin Delano Roosevelt, Presidente de los Estados Unidos de 
América, cuya ejecución significó la creación de agencias gubernamentales para 
la regulación de la economía, como respuesta al Crack de 1929. Asimismo con el 
“Acuerdo de Beveridge” en Gran Bretaña nació la seguridad social moderna y se 
establecieron las bases del Estado del bienestar en Gran Bretaña, sin olvidar la 
influencia de la doctrina keynesiana para las políticas económicas de los 
gobiernos occidentales. El Estado del bienestar perdió terreno durante la 
Administración de Reagan en Estados Unidos y la Administración de Margaret 
Thatcher en Gran Bretaña, ambos conservadores, por aplicar las teorías 
neoliberales. El efecto inmediato fue la contracción de la complejidad estatal.  
Se dice que el Estado del bienestar tan solo es una faceta, una política con la cual 
el Estado propicia bienestar a sus individuos, en tanto el Estado social es toda una 
nueva visión en torno a la estructuración del aparato estatal y el uso del poder 
político. Ambos, el Estado del bienestar y el Estado social, son términos 
analizados con frecuencia por las Ciencias Políticas. También se dice que el 
Estado del bienestar es usado como método de análisis comparativo para evaluar 
el bienestar de la población dada la ejecución de las políticas gubernamentales. 
Por la misma razón los textos de microeconomía dedican un apartado a la 
Economía del bienestar. Actualmente, los miembros de la Unión Europea han 
retomado al Estado del bienestar como modelo estatal para el desarrollo.  
Sin intención de  profundizar en la diferenciación de ambas tipologías, me es 
relevante decir que tanto el Estado del bienestar como el Estado social son dos 
expresiones que tienen la misma orientación: indican la tendencia del Estado 
Contemporáneo a intervenir en la vida social de sus individuos, superando de una 
vez para siempre el liberalismo clásico con toda su pasividad. En términos de 
García Pelayo (1977), el Estado social como presente y futuro de mediano plazo 
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atiende a un juego global de intereses de una comunidad pluricentrista12. En una 
afirmación simplificada, en el Estado Social se produce el incesante antagonismo 
entre el interés particular y el interés general, entre el derecho individual y el 
derecho social. El Estado Social se resume en el siguiente extracto: “La fortaleza, 
la estabilidad y el éxito de un Estado – escribe García-Pelayo (1977) – están 
en función del bienestar moral y material de sus ciudadanos y es contrario 
con la miseria económica y biológica de la población mayoritaria”. Hasta el 
día de hoy, el Estado social ha tenido enorme éxito en los países 
superdesarrollados como en los subdesarrollados. Pero de acuerdo con algunos 
de sus teóricos, su estructuración en los países industrializados está hecha para 
abrigar al neocapitalismo, al capitalismo bajo los fenómenos de la globalización y 
la revolución tecnológica. El Neocapitalismo es lo que Kenneth Galbraith llega a 
describir en su libro El Nuevo Estado Industrial como el Estado de la sociedad 
consumista, de la tecnocracia, de la tecnoburocracia, del complejo militar-
industrial, de las multinacionales, de los órganos de inteligencia, etc., Todos estos 
componentes le han acarreado también al Estado social un arsenal de críticas. 
No obstante de la buena voluntad que implica trabajar para el funcionamiento del 
Estado social como solución a las antípodas anteriores, no hay que tener ninguna 
duda de que hay fuerzas que cubiletean día y noche mil maneras de boicotearlo. 
La inmoralidad, la protervidad, el utilitarismo y todos los antivalores que pueden 
encontrarse en el hombre que es lobo de sí mismo, emigran de un sistema a otro, 
de un Estado a otro, bajo rostros apócrifos.  El Estado social es una modalidad 
que está cumpliendo su misión en la historia y por tanto está sujeta a las leyes 
objetivas del desarrollo que hoy confirman su existencia pero seguramente 
mañana ya no tanto.   
                                                            
12Los intereses plurales corresponden a la compleja sociedad de hoy: las instituciones del Estado como tal, 
las empresas de economía mixta, la empresa privada, los sindicatos, los partidos políticos, las organizaciones 
no gubernamentales, los organismos internacionales, las asociaciones civiles, los estudiantes universitarios, 
los profesionales independientes, los medios de comunicación, las instituciones religiosas, la opinión 
pública, etc. De otro enfoque: la clase alta, clase media, clase baja, clase paupérrima, clase campesina, etc.   
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5.5 EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
Hermann Heller es considerado como el precursor de la idea del Estado Social de 
Derecho. Su pensamiento concebía una realización histórico-sociológica del 
Estado basado en la reinterpretación social de la Teoría del Estado de G.W.F. 
Hegel, por lo que es tenido como uno de los mejores escritores que ha 
fundamentado la función social del Estado, lo que salta a la vista con solo leer lo 
que decía acerca de la Teoría del Estado: decía que esta es “ciencia sociológica 
de la realidad.” (Heller, 1944, p. 57). Como militante de la socialdemocracia 
alemana se convenció de que el Estado formal de derecho era un encubridor del 
irracional sistema capitalista. Según el escritor germano, la crisis de la democracia 
y el Estado de Derecho se debía a su degeneración provocada  por el “positivismo 
jurídico” y los “intereses de los estratos dominantes” (lo que desembocó en 
Alemania en el nacionalsocialismo y en Italia en el fascismo). Sin embargo el 
jurista no desechaba esa tipología estatal regida por la ley, sino que sugirió que la 
salida estaría en rediseñar el Estado, infundiéndole fuertemente un “contenido 
económico y social, realizando dentro de su marco un nuevo orden laboral y de 
distribución de bienes. . .”(García Pelayo, 1977, p. 17). Este pensamiento 
condensa substanciosamente su contribución al problema de la crisis del Estado 
proponiendo un Estado Social de Derecho.  
El advenimiento del Constitucionalismo Social para respaldar las nuevas formas 
estatales intervencionistas (Estado social y Estado del bienestar) paralelas a los 
regímenes comunistas desembocó en la aparición de los Estados Sociales de 
Derecho. La Ley Fundamental de Bonn de 1948, la Constitución Política de la 
República de Francia de 1958 y la Ley Fundamental de España de 1978, son tres 
importantes cartas constitucionales pioneras y fundadoras del Estado Democrático 
y Social de Derecho.  
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Con la Ley Fundamental de Bonn fundadora de la República Federal de Alemania la 
tradición constitucional adoptó una modalidad estatal desconocida literalmente por 
los textos constitucionales precedentes: el de “Estado Federal Democrático y 
Social” (arto. 20). La Constitución de la República de Francia decía que la nación se 
constituía en una “República indivisible, laica, democrática y social” (arto. 1). La 
Ley Fundamental española definió de igual manera a la nueva España como un 
“Estado Social y Democrático de Derecho” (arto 1). En los tiempos presentes de la 
región latinoamericana, el concepto de Estado Social y Democrático se enuncia 
por ejemplo literalmente en la Constitución Política de Nicaragua de 1987 (arto. 130) 
y en la Constitución Política de la República Bolivariana de Venezuela de 1999 (arto. 
2); pero también se contiene sin mencionarlo explícitamente en el contenido de las 
constituciones políticas de México (1917), Uruguay (1967), Chile (1980), El 
Salvador (1983), Brasil (1988) y Guatemala (1985), por mencionar algunas.  
En el Estado Social de Derecho los derechos individuales no son autónomos ni 
absolutos; cada derecho en su ejercicio por un titular tiene como límite el ejercicio 
de los derechos de los demás. A Hegel se le atribuye la frase que dice que la 
mayor tragedia no está cuando se demanda un derecho frente a una injusticia sino 
cuando se demanda un derecho frente a otro derecho. En el Estado Social de 
Derecho la libertad del viejo liberalismo no tiene significancia sin tomar en cuenta 
antes la dignidad humana, por consiguiente, el aseguramiento de condiciones 
materiales de existencia básicas prestadas por el Estado son los presupuestos 
para la dignidad humana de sus habitantes.  
El quehacer de la Organización de las Naciones Unidas contribuyó  al surgimiento 
del Estado Social de Derecho, ya que para la adopción y aplicación de la 
Declaración  Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los 
Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el Estado como gestor del bien común y expresión del interés 
general, tenía que tomar un rol beligerante e irremediablemente proactivo sobre 
sus habitantes.  
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Mientras el Estado Liberal de Derecho legislaba abstracta y genéricamente, en el 
Estado Social de Derecho la ley obedece a particularidades, a casos especiales  
de acuerdo a los intereses y las necesidades plurales de la comunidad, lo que se 
conoce como pluralismo social. De tal manera que en el Estado Social de 
Derecho proliferan leyes-medida, leyes-cuadro, leyes-marco, leyes especiales, 
leyes particulares, etc. Mientras las constituciones políticas de los Estados 
liberales y socialistas fueron vistas como simples constituciones-programas, como 
documentos guía, orientativos, pero nada más (Duverger, 1980); en el Estado 
Social de Derecho se pretende que la norma constitucional infunda fuerza 
obligatoria en el espíritu de los destinatarios, considerándose como una norma 
primaria de ineluctable cumplimiento. Esto no tiene que ser visto como cadenas 
normativas a la libertad humana sino como la libertad humana misma dentro de un 
marco necesario de convivencia social. Con esta nueva visión, el derecho pasa de 
ser un simple ordenamiento formal a ser un instrumento de intervención estatal, de 
autolimitación y de programación social, es decir, el  Estado de Derecho en su 
sentido formal y material.  
En el Estado Social de Derecho a la par de los derechos civiles y políticos 
(derechos de libertad y de límites al poder) herencia del Estado Liberal de 
Derecho, se le reconocen a la población un catálogo de derechos económicos, 
sociales y culturales (derecho de acceso a prestaciones económicas y sociales) 
para menguar los efectos disfuncionales de la desigualdad social. En pocas 
palabras, el Estado Social de Derecho es un Estado que procura el binomio 
libertad-dignidad mediante prestaciones económicas y sociales que garantizan un 
mínimo de calidad de vida, atendiendo al juego de intereses plurales de la 
sociedad, en el marco de una democracia económica y social en la cual rigen la 
preeminencia de la Ley y respeto a las instituciones políticas, la jerarquización de 
la Ley, la separación de poderes, el reconocimiento de derechos fundamentales, el 
diálogo participativo y deliberativo entre poder y sociedad, el sufragio universal, 
etc.  Su implementación ha sido una tendencia generalizada a nivel internacional.  
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5.6 CONSIDERACIONES FINALES 
El repaso anterior no fue sino un recorrido del pasado al presente para 
aproximarme a la explicación histórica del Estado Contemporáneo, tomando como 
métodos auxiliares algunos aspectos de la Historia Económica y de la Teoría del 
Estado. “La misión de la Teoría del Estado es investigar al Estado en cuanto 
realidad” (Heller, 1944, p. 63). Hermann Heller (1944) tuvo mucha razón al 
predicar que el Estado tiene relativa autonomía con respecto a la economía 
porque el Estado en principio es poder político y no poder económico, sin 
embargo admite lo siguiente: “. . . Innegable mérito de la concepción materialista 
de la historia ha sido el poner de relieve, ahincadamente, la importancia de las 
condiciones económicas del acontecer social.” (p. 192).  Pero tiene razón André 
Hauriou (1980) cuando repara críticamente a Hans Kelsen (1925), al decir que el 
Estado tampoco es la institución creada por un “orden de normas, un conjunto de 
reglas jurídicas aplicables a un grupo humano determinado sobre un territorio  
dado” (p. 175), porque de ser así el Estado y el Derecho pasarían a ser la misma 
cosa. En el mismo orden de ideas, Hermann Heller (1944, p. 75)) ya había 
atacado la Teoría General del Estado y del Derecho de su contemporáneo Hans 
Kelsen al ripostarle diciéndole que por dársela de apolítico junto con G. Jellinek 
había pretendido formular una “Teoría del Estado sin Estado”, cuando en verdad el 
Estado es una institución “histórico-política”, una formación social vital.  
El Prof. García Máynez decía que el Estado es “la organización jurídica de una 
sociedad bajo un poder de dominación que se ejerce en determinado territorio”, 
pero esta definición no puede más que darnos una noción elemental bajo los 
cánones del Constitucionalismo Clásico (1992, p. 98). El Estado como veremos 
bajo el Constitucionalismo Moderno es la estructura de poder en función de una 
organización social y económica establecida en una demarcación territorial 
determinada. A como dice el autor Brewer-Carías (1991), “el sistema económico, 
junto con el territorio, la población y el gobierno, está indisolublemente ligado a la 
idea misma del Estado contemporáneo. . .” (p. 3,840). 
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Liberalismo y Socialismo son dos convicciones que llevadas a su máxima 
expresión conducirían a la difuminación del aparato estatal. La primera porque 
plantea su no interferencia al grado de irlo reduciendo hasta que se pulverice, la 
segunda porque postula su intervención absoluta hasta que se fraccione por el 
poderoso progreso que habrá significado la socialización de todos los bienes 
espirituales, culturales y materiales. Desde Johann Fichte13 hasta el anarquismo 
filosófico, se ha dicho que en el futuro desaparecerán el Estado,  la propiedad 
privada y, por tanto, el derecho; pues ya no tendrán razón de ser la autoridad ni la 
coerción ni las diferencias materiales, en el supuesto de que la humanidad habrá 
encontrado nuevas formas de organización más solidarias, cooperativas y 
comunitarias dada la madurez que habrá adquirido al comprender el inmenso 
acervo cultural de toda su historia desde que es consciente de su propia 
existencia. Pero menos utópico, y más pragmático de acuerdo al tiempo presente 
donde es evidente la sólida posición del Estado y la creación de una sociedad 
interestatal y, en general, de una comunidad internacional, los teóricos del Estado 
defienden que la forma estatal, a pesar de sus serios defectos, es una valiosa y 
definitiva conquista de la civilización (García Pelayo, 1977).  
Mientras tanto es indiscutible que el Estado es el único modo de organización 
concebible, posible y operacional hasta ahora. La función histórica del Estado 
Contemporáneo es la de liberar al ser humano de la miseria, la ignorancia, la 
delincuencia, la impotencia, la servidumbre y la desocupación. De tal suerte 
que el Estado es algo más que un garante de derechos subjetivos; la vida estatal 
es una formación social compleja. La idea de la vida estatal está inmersa en la 
mente del individuo. Desde que un individuo nace, la vida social estatal predispone 
su vida individual; lo empuja a lo moral o inmoral, a la obediencia o a la rebelión, a 
                                                            
13Johann Gottlieb Fichte (1762-1814): filósofo germano, uno de los más brillantes exponentes del idealismo 
filosófico alemán. Fue un gran continuador de la filosofía crítica de Kant.  Es considerado por Hermann Heller 
como el primer gran teórico socialista alemán. Es autor de Fundamento del Derecho Natural, Algunas 
lecciones sobre el destino del sabio y Discursos a la nación alemana. 
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su adaptación o desadaptación, a ser civilizado o incivilizado. Los seres humanos 
hasta hoy están condenados a vivir en el seno del Estado. A sufrir sus guerras  y 
sus desviaciones antihumanas. La mayoría no puede siquiera imaginarse viviendo 
de otra manera que no fuera dentro del Estado; la vida estatal la identificamos con 
el medio circundante. En palabras de Hermann Heller (1942), el Estado es  
realidad psico-física14.  
El Estado es un ente altamente organizado dotado de autoridad y coacción que 
nació de la misma sociedad que lo sustenta, y por tanto, todos los seres humanos 
representantes de esa entidad, incluyendo a los que se les ha arrogado funciones 
de Estado, que trabajan por y para el Estado, no viven aisladamente de la 
sociedad, sino que independientemente de su investidura también viven dentro del 
complejo social, con la diferencia que sus decisiones y acciones en función de su 
trabajo dirigen para bien o para mal el mismo colectivo. Y la sociedad se confunde 
con el Estado en una infinitud de relaciones e influencias que jamás podrán ser 
sintetizadas totalmente en ningún texto.  
Es importante aclarar que la socialización del Estado hace entender que el 
individualismo no es el camino ético, moral, social y económico para el progreso 
de la humanidad. Lo “social” inyectado al Estado trajo consigo lo que hoy se 
escucha como libertad social, justicia social, paz social, derecho social, economía 
social, democracia social, etc. todo para que los seres humanos tomen 
consciencia de que deben claudicar en el imperio soberbio de su egotismo y 
reconocer la convivencia con semejantes en el tejido social, con los beneficios y 
males que implica.   
 
                                                            
14Resulta curiosa la definición referenciada por Heller (1942) de un tal Neurath, cuya visión de la vida estatal 
estriba en la percepción física inmediata de las cosas (fisicalismo): “El Estado es un conglomerado de 
hombres, calles, cárceles, armas, fábricas, etc.”. (p. 56).    
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De manera que hemos transitado del Estado absoluto al Estado democrático, del 
Estado liberal al Estado social. Así es como el Estado ha llegado a ser lo que es. 
Suponiendo que en lontananza el Estado desapareciera al evolucionar el género 
humano, ciertamente antes de ser destruido tendrá que haber llegado a un punto 
máximo de perfectibilidad para descender a un mínimo de necesidad. El Estado 
desaparecerá sí y sólo sí, cumple con su misión en todas sus dimensiones, y solo 
pasará cuando encontremos innecesaria su modalidad organizativa, entretanto 
habremos dado un paso adelante cuando nos demos cuenta que hemos dejado 
atrás la vieja concepción de “el Estado soy yo” para la construcción de la nueva: 
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6. DERECHO CONSTITUCIONAL CLÁSICO Y DERECHO 
CONSTITUCIONAL MODERNO 
 
6.1 DEL CONSTITUCIONALISMO CLÁSICO AL CONSTITUCIONALISMO      
SOCIAL 
André Hauriou (1980) dice en palabras breves y aladas que el Derecho 
Constitucional puede ser definido como “el encuadramiento jurídico de los 
fenómenos políticos.” (p. 21). Desde la doctrina institucionalista de Santi Romano 
y otras consideraciones políticas de parte de una oleada de autores con un nuevo 
enfoque, el Derecho Constitucional comenzó a ser estudiado tomando en cuenta 
las instituciones políticas, por lo que introdujeron en el pensum correspondiente de 
las universidades europeas, e. g. en Francia, la cátedra de Derecho 
Constitucional e Instituciones Políticas. Los nuevos autores asimismo 
integraron en sus estudios político-constitucionales una serie de consideraciones 
sociológicas y económicas por las transformaciones socioeconómicas de todos los 
países en el siglo XX. Lógicamente ¿Qué es el poder político sin poder 
económico? A continuación presento un breve recorrido histórico-constitucional 
tratando de focalizar el salto del Constitucionalismo Clásico al Constitucionalismo 
Moderno.   
El Derecho Constitucional Clásico en su forma más acabada vino al mundo con la 
promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos de América en 1987 y 
su Declaración de Derechos en 1789 luego de que casi una década atrás el pueblo 
norteamericano a la zaga de grandes hombres de la talla de George Washington y 
Benjamin Franklin declarara su independencia con respecto al imperio de la 
corona británica, proclamando tres aspiraciones cardinales para la nueva sociedad 
libre en el Acta de Independencia de los Estados Unidos de América: el derecho a la 
vida, el derecho a la propiedad y el derecho a la búsqueda de la felicidad.  
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Aquella constitución escrita sería la primera de las constituciones modernas en 
establecer un gobierno liberal republicano y democrático, figurando como diseño 
arquitectónico del orden jurídico que regiría la nueva vida independiente de los 
estadounidenses. Pero, la Constitución Estadounidense tuvo declaraciones 
dogmáticas de relevancia constitucional que le antecedieron: declaraciones, 
acuerdos o concesiones entre el pueblo colono y el reino británico. Como vimos, el 
liberalismo era el furor intelectual de la época; el pueblo norteamericano acordó 
regirse por una democracia de corte liberal en la que el voto ciudadano sería el 
principal criterio de escogencia de los altos dignatarios.  
Los norteamericanos votaron por el presidencialismo como forma de gobierno; 
acordaron la división de poderes y el federalismo como vías para atrofiar el 
absolutismo. La propiedad privada y la libertad comercio fueron aseguradas 
para que los individuos buscaran su propia felicidad. “La libertad alumbrando 
al mundo” a la entrada del puerto de Nueva York se levantó con ayuda de Francia 
como símbolo de la democracia moderna. Fue Estados Unidos quien causó el 
salto a la contemporaneidad de manera directa para los demás países de la región 
americana, pues los inspiró inmediatamente a la superación del estado de 
coloniaje en que estaban aherrojados por el reino español. Por su parte, el 
constitucionalismo británico venía experimentando un proceso particular que se 
fortaleció excepcionalmente con el tiempo a partir de normas consuetudinarias15.  
 
                                                            
15El Rule of Law británico como síntesis de la historia constitucional inglesa remonta sus notables 
antecedentes en la Carta Magna de Juan I, llamado Juan “sin Tierra“ (1215); la aparición del parlamento 
inglés (hacia 1250); la Ley del Habeas Corpus (1679); la Declaración de Derechos (Bill of Rights, 1689); la Ley del 
Establecimiento (Establishment Act, 1701); la Ley de Unión (Union Act, 1707); la consolidación del régimen 
parlamentario (S. XVIII) y el sufragio universal (1918). El constitucionalismo británico tiene sus principales 
fundamentos en la costumbre, lo que quiere decir que tiene una Constitución Política sin tener una 
Constitución escrita. 
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La toma de la bastilla se convirtió en un acontecimiento cuya dimensionalidad nos 
hizo transitar en criterio de los historiadores de la Edad Moderna a la Edad 
Contemporánea. La Revolución Francesa dio fruto a la ya mencionada 
Constitución Política escrita de 1791 posterior a la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789, documento éste último en el que fue loable el 
trabajo de Maximilien de Robespierre y de Luis de Saint Just, ambos 
convencionales. Según anécdotas este último manifestó al primero, luego de 
meditar sobre sus políticas durante el Período del Terror, sentirse orgulloso por su 
aportación al mundo con aquel proverbial documento, cuando se preparaban 
conjuntamente para morir guillotinados.     
En España también se realizaron cambios orientados a la limitación del poder y la 
puesta en práctica de las ideas del movimiento de la Ilustración. En 1808 los 
invasores franceses promulgaron la Constitución de Bayona en 1808 para intentar 
legitimar y dejar gobernar la península hispánica a José Bonaparte, quien se había 
autoproclamado “rey de España y de las Indias” por designios de su hermano 
Napoleón Bonaparte (Ampié Vilchez, 2006). Su vigencia fue efímera, pero ella fue 
la antesala para la aprobación y entrada en vigencia de la Constitución de Cádiz en 
1812. Con este texto los españoles se reconocieron los derechos de libertad de 
imprenta, de pensamiento, de propiedad y el sufragio universal. Depositaron la 
soberanía en la  nación y orgánicamente convinieron la división de poderes 
aunque dentro de una monarquía moderada.  En este texto se declara que la 
felicidad del gobierno es la felicidad de la nación, el bienestar de los individuos que 
componen el Estado (Ampié Vilchez, 2006).    
Como dice Maurice Duverger (1980), cuando se combinaron las declaraciones de 
derechos y las constituciones como organización de los poderes públicos es que 
dio como producto la Constitución Política en el sentido actual, todo para fundar  
una ciudad-estado (polis griega). Desde entonces la Constitución ha sido 
entendida como el proyecto de vida de un pueblo que incluye el orden 
vinculatorio de las relaciones de poder; como la radiografía de la vida 
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jurídico-política de una nación cualquiera en un período específico. Al 
catálogo de derechos, libertades, deberes y garantías se le llamó parte dogmática 
(bill of rights); a lo relativo sobre la organización de los poderes públicos, las 
instituciones, sus funciones y atribuciones se le llamó parte orgánica (plan of 
government). El Derecho Constitucional vino siendo entendido como el conjunto de 
normas y doctrinas que regulan los derechos, deberes y garantías fundamentales 
del ciudadano y la organización del Estado. Esta definición muestra el punto álgido 
del Constitucionalismo Clásico, sin incluir detalladamente aspectos económicos y 
sociales concretos, porque no habían sido tomados en cuenta teóricamente como 
importantes. Sin lugar a dudas, “el Derecho constitucional clásico nació y se 
desarrolló en Occidente al mismo tiempo que el capitalismo liberal tomaba forma y 
crecía.” (Hauriou, 1980, p. 92). A este propósito, el desaparecido Prof. Hauriou 
(1980) en su mencionado libro hace las siguientes relaciones entre el Derecho 
Constitucional Clásico y el Capitalismo Liberal: 
La transposición política y, por así decirlo, la ‘verdad’ de una sociedad múltiple y 
heterogénea en el plano económico social, es el pluralismo de partidos y la democracia de 
diálogo. Éstas son, en efecto, las características del Derecho constitucional clásico. (p. 97). 
Un poco más adelante el Prof. Hauriou agrega que en el capitalismo liberal la 
competencia entre las empresas en el mercado se reflejó en la competencia entre 
los partidos políticos y las instituciones (Hauriou, 1980). Así pues, el Derecho 
Constitucional Clásico giró alrededor de los derechos individuales, de los derechos 
civiles y políticos, lo que indicaba que la teoría no podíase corresponder con la 
realidad una vez que aparecieron los nuevos retos del siglo XX. En ciencias 
sociales, la teoría jamás ha avanzado proporcionalmente a la misma velocidad con 
que lo hace la realidad.  
Sin embargo, a partir de la Constitución de Querétaro, México, de 1917, la Ley 
Fundamental de la República Soviética Federativa Socialista de Rusia de 1918, la 
Constitución de Weimar, Alemania, de 1919, hubo una propensión de la legislación 
constitucional a recoger preceptos de contenido y axiología socioeconómica, como 
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coronación de la preponderante presión de los movimientos políticos, sociales, 
sindicales y revolucionarios. Estos textos, aprobados y promulgados en medio de 
altísimos niveles de temperatura en el termómetro de la vida política de cada país, 
marcaron un antes y un después en el Derecho Constitucional. Estos textos fueron 
pioneros del Constitucionalismo Social, parte determinante y vital para el 
Derecho Constitucional Moderno. El Constitucionalismo Social coincidió con la 
transición constitucional de los Estados gendarmes a los Estados 
intervencionistas. Mientras el Constitucionalismo Clásico era instrumento de un 
Estado minimizado, el Constitucionalismo Social comenzó a serlo para un Estado 
maximizado en correspondencia con las nuevas demandas sociales y la tutela de 
los sectores menos favorecidos. Ahora bien, el Constitucionalismo Social nació y 
creció indisolublemente ligado al concepto de la Constitución Económica.  
El Constitucionalismo Social corporizado con los textos constitucionales citados 
surgió en el contexto de la creación de la Sociedad de Naciones (hoy ONU), y la 
Organización Internacional de Trabajo (OIT) en 1919 mediante el Tratado de 
Versalles, esta última como una nueva manera de abordar las relaciones entre 
Estado, empleador y trabajador, luego de la Primera Guerra Mundial. Los cambios 
substanciales del Constitucionalismo Social y la Constitución Económica se 
manifestaron en el catálogo de derechos recogidos en la parte dogmática, en el 
cual se incluyeron un arsenal de innovadoras disposiciones económicas y 
sociales. Con la aceptación universal del Constitucionalismo Social se 
reconocieron los derechos económicos, sociales y culturales, llamados derechos de 
segunda generación.  En adelante se reorganizarían las constituciones políticas y 
los libros de texto de derecho constitucional. Aparecieron entonces el derecho del 
trabajo y los códigos laborales; el derecho de seguridad social, las leyes e 
instituciones de seguridad y bienestar social; el derecho agrario, el derecho 
cooperativo, en fin, todas las ramas que son denominadas a menudo disciplinas 
de un Derecho Social. 
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Posteriormente vendrían la Carta de las Naciones Unidas (1845); la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948); la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos (1948); la Declaración Americana de los Derechos y Deberse del Hombre 
(1948) y la Convención Europea para la Salvaguarda de los Derechos del Hombre y las 
Libertades Fundamentales (1950) y su Protocolo adicional (1952); instrumentos 
internacionales todos que vinieron a ser congruentes con el carácter social del 
Estado y el Constitucionalismo Moderno (García Ramírez, s.f.). En el mismo orden 
de ideas, en cuanto a agencias internacionales, se fueron creando el Consejo 
Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas (ONU); el Fondo 
de Población de las Naciones Unidas (UNFPA); Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF); Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO); Organización Internacional de la 
Salud (OIS); Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Fondo Monetario 
Internacional (FMI); el Banco Mundial (BM); el Banco Interamericano de 
Reconstrucción y Fomento; las cinco comisiones económicas a nivel mundial, una 
de las cuales ubicada en nuestra región, llamada Comisión Económica para 
América Latina y El Caribe (CEPAL); etc.   
6.2 LA CONSTITUCIÓN DE QUERÉTARO DE 1917 
La Constitución de Querétaro fue hija de la Revolución Mexicana (1910)  
caracterizada por un espíritu fuertemente nacionalista. La situación social de las 
clases desposeídas tuvo una preocupación especial en los revolucionarios aztecas 
de ese tiempo, por ejemplo los caudillos Pancho Villa y Emiliano Zapata; en 
consecuencia, una serie de disposiciones socioeconómicas fueron incluidas en la 
carta constitucional que se aprobaría por el congreso originario convocado por 
Venustiano Carranza seis años después del triunfo insurreccional.  
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La Constitución de Querétaro de 1917 es el primer texto constitucional en el 
mundo entero en inaugurar el Constitucionalismo Social y de paso la 
Constitución Económica. Además es la primera y de las pocas en cubrir con 
amplitud la cuestión laboral: jornadas y trabajos extraordinarios; descansos; 
salario mínimo; condiciones para los distintos tipos de trabajos; participación de 
los obreros en las utilidades de las empresas; acceso a la vivienda, escuela, 
mercados y otros servicios a favor de los trabajadores; indemnización en caso de 
infortunios de trabajo; protección de la mujer y de los obreros menores de edad; 
higiene y seguridad ocupacional; huelga y paro; servicio gratuito de colocación de 
trabajadores; irrenunciabilidad de los derechos del trabajador; seguridad social; 
cooperativas para la construcción de viviendas destinadas a los obreros; etc.  
Entre los tópicos más importantes del Constitucionalismo Social y Económico que 
trajo la innovadora Constitución de Querétaro me permito destacar los siguientes: 
derecho a la educación (arto. 3); protección de la familia, derecho a la protección 
de la salud, derecho a una vivienda digna, protección de los menores (arto. 4); 
libertad de profesión, industria, comercio o trabajo (arto. 5); seguridad jurídica de 
la propiedad (arto. 14); el Estado como rector del desarrollo nacional y planeador 
de la actividad económica nacional para el crecimiento económico, apoyo e 
impulso a la empresa privada sujeta al interés público y orientada a la 
conservación del medio ambiente, protección a la actividad económica privada 
(arto. 25); propiedad pública y privada (arto. 27); prohibición de los monopolios y 
acaparamiento de consumo necesarios, protección de los consumidores, 
promoción de la competencia (arto 28); facultades en materia económica del 
Congreso, creación del Banco de Emisión Único (arto. 73); la cuestión laboral y la 
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6.3 LA CONSTITUCIÓN RUSA DE 1918 
La Declaración Rusa de Derechos del Pueblo Trabajador y Explotado en conjunto con 
la Constitución de la República de los Soviets en 1918, conformaron la Ley 
Fundamental de la República Soviética Federativa Socialista de Rusia (García 
Ramírez, s.f.), que fue la expresión constitucional de la reestructuración del Estado 
ruso en el que la divisa era depositar todo el poder en consejos populares 
llamados Soviets, integrados por obreros, campesinos y soldados; como una 
nueva etapa dentro del proceso revolucionario que marchaba a raíz de la 
Revolución Bolchevique de 1917 que desmanteló al régimen zarista. La 
particularidad de la Constitución Rusa de 1918 es que fue producto revolucionario 
de la implementación de un nuevo proyecto de vida en la historia: la construcción 
del Socialismo en Rusia. Los dirigentes bolcheviques descartaron la mayoría de 
las instituciones democráticas heredadas del liberalismo occidental y, lógicamente, 
del Constitucionalismo Clásico correspondiente con aquel. Es probable que la 
Constitución Económica de este texto fundamental sea la más radical de todas y 
que como advirtiera Schmitt pretendiera sustituir la Constitución Política como tal. 
Evidentemente en este texto constitucional el concepto de Constitución Política y 
Constitución Económica se fundieron en uno solo.  
Las expresiones de Constitucionalismo Social y Económico en la Constitución rusa 
se manifiestan por ejemplo en los siguientes aspectos: eliminación de la sociedad 
dividida en clases, la organización socialista de sociedad, abolición de la 
propiedad privada del suelo, estatización de bancos, trabajo general obligatorio, 
colectivización de la economía (arto. 3); la dictadura del proletariado, carácter 
uniclasista del Estado, la supresión de la burguesía como clase social (arto. 9); la 
instrucción a cargo del Estado (arto. 17); el trabajo como deber de los ciudadanos 
bajo la expresión “el que no trabaja no come” (arto 18); comisarías del pueblo de 
ayuda pública y de higiene pública (arto. 43); determinación del plan general de la 
economía nacional (arto. 49); expropiación de la burguesía e igualdad universal de 
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los ciudadanos en la producción y repartición de las riquezas, posibilidad del 
derecho de propiedad privada (arto. 79).  
La experiencia rusa que inspiró el libro Los diez días que estremecieron el mundo del 
periodista John Reed a pesar de no ser base directa y precisa del 
Constitucionalismo Social y del Estado social de hoy en día, sino ser en términos 
geométricos una recta asíntota que pasa cerca del punto exacto pero que no llega 
a tocarlo en el plano, sin lugar a dudas es una acontecimiento que jamás debe ser 
omitido o menospreciado. 
6.4 LA CONSTITUCIÓN DE WEIMAR DE 1919 
La Constitución de Weimar fue hija de las convulsiones políticas (entre ellas la 
Revolución de 1918) que el Imperio Alemán había venido presentando desde el 
siglo XIX, y en la cual se consignaron muchas de los planteamientos de la 
socialdemocracia alemana que había venido luchando por la transformación 
progresista del Imperio alemán. La instauración de Weimar como la primera 
República de la nación teutona hizo parir una constitución que prescribió sobre la 
vida económica y social de la colectividad basada en las nuevas demandas del 
pueblo germano. La Constitución de Weimar es considerada por muchos 
como la primera Constitución Económica en el mundo.  
Muchos de los aspectos que trajo el Constitucionalismo Social y Económico con la 
Constitución de Weimar son los siguientes: Facultad exclusiva del Imperio de 
legislar sobre moneda, aduanas, unidad del territorio aduanero y comercial y libre 
circulación de mercancías (arto. 6); facultad del Imperio de legislar sobre: Política 
de la Población y Política Social protectora de las madres, recién nacidos,  infancia 
y juventud, salud pública veterinaria y protección de las plagas contra 
enfermedades y plantas, derecho obrero, seguro y protección de trabajadores y 
empleados y colocación de los mismos, derecho de expropiación, socialización de 
las riquezas naturales y empresas económicas, así como la producción, 
fabricación, distribución y tasa de bienes para la economía colectivista, comercio, 
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pesas y medidas, emisión de papel moneda; bancos y bolsas, tráfico de 
substancias alimenticias en general y en particular las de primera necesidad, 
industria en general y minería, seguros (arto. 7); vida social (arto. Arto. 119 y ss.): 
protección de la familia (arto. 119), la educación de la prole (arto 120), contribución 
de los ciudadanos las cargas públicas (arto. 134); educación y enseñanza (arto. 
142 y ss.); vida económica: libertad económica, libertad de comercio y libertad de 
industria (arto. 151); libertad de contratación, prohibición de la usura (arto. 152);   
la propiedad con miras al bien general y limitada por la ley, expropiación mediante 
indemnización (arto. 153); socialización de empresas económicas privadas (arto. 
156);  regulación de la producción, creación, distribución, consumo y tasa de 
precios, regulación sobre la importación y exportación de bienes, incorporación de 
las cooperativas de acuerdo a los principios de una economía colectiva (arto. 156); 
protección del trabajo (arto. 157); protección del derecho de propiedad intelectual 
(arto. 158); creación de un sistema de seguros (arto. 161); derecho al sustento 
(art. 163); creación de consejos obreros para la defensa de sus intereses 
económicos y sociales (arto. 165).  
La Constitución de Weimar de 1919 es considerada el principal antecedente de la 
Constitución Económica como tal por dedicar claramente en su parte orgánica 
toda una sección exclusivamente al tema económico (Sección V, Vida 
Económica); por tanto, para muchos esta carta constitucional contuvo la primera 
Constitución Económica del Constitucionalismo Moderno, cita obligatoria para 
todos los trabajos relacionados con el tema.  
6.5 CONSIDERACIONES FINALES 
La Constitución Económica nació bajo el Constitucionalismo Social del siglo XX 
que vino a favorecer a los sectores desfavorecidos, cuestión omitida por el 
Constitucionalismo Clásico antecedente. El móvil económico que antes no 
aparecía estudiado por los textos de la Teoría del Estado y del Derecho 
Constitucional llegó a su punto clímax con el desarrollo de la filosofía social, la 
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sociología, la sociología del derecho, la economía política, la revolución industrial, 
las revoluciones sociales, la reforma agraria, las guerras mundiales, las 
declaraciones de las organizaciones internacionales, y otros factores que a la 
larga se convirtieron en fuentes materiales del Derecho Constitucional.   
Por otro lado, a mi parecer, tiene igual o menos mérito (pero no más) la 
Constitución de Weimar con respecto a la Constitución de Querétaro en cuanto al 
tema de la Constitución Económica; ya que si bien la primera acopló el tema como 
parte orgánica y más sistemáticamente en el cuerpo de su texto, la segunda, a 
pesar de hacerlo dogmáticamente, recogió de manera precisa muchos 
disposiciones pioneras hasta el día de hoy, como lo son las relativas al 
intervencionismo de estado, fomento al crecimiento económico y al empleo, 
estímulo a la competencia y a la empresa sujeta al interés general en pro del 
medio ambiente, protección al consumidor, etc. Lo que revela que para aquella 
época México contó con excelentes cabezas que tenían un dominio conceptual 
respetable sobre las Ciencias Sociales. Por ser primera en el tiempo, por ser - de 
las tres estudiadas - la que ha pervivido a las depreciaciones del tiempo16, siendo 
todavía monumentalmente la actual ley suprema de los Estados Unidos 
Mexicanos, coloco a la Constitución de Querétaro como el primer gran 
antecedente universal de la Constitución Económica dentro de las 





                                                            
16Como prueba podemos comparar el arto. 25 del texto constitucional mexicano de 1917 con el arto. 25 del 
texto constitucional mexicano vigente, y, de hacerlo, nos daremos cuenta que desde aquel tiempo a la fecha 
está literalmente intacto.    
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7. LA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA 
 
7.1 ANTECEDENTES 
El término de Constitución Económica se debe al pensamiento alemán 
(wirtschaftsverfassung), teniendo resonancia a partir de la instauración de la 
República de Weimar en 1919. Sin embargo, se le atribuye a Carl Schmitt con su 
libro titulado La Defensa de la Constitución (1931) ser el primero en utilizar el término 
de Constitución Económica en la literatura jurídica constitucional alemana y 
española, puesto que el libro fue traducido al castellano isócronamente, teniendo  
gran difusión en la península ibérica también (Acosta Iparraguirre, 2003). Por 
decirlo en pocas palabras, Schmitt combate la idea de que la Constitución 
Económica sustituya a la Constitución Política clásica, ya que identifica a la 
primera con el régimen estalinista y con el régimen fascista corporativo, donde se 
operó una dirección económica imperativa de la sociedad a la cual se reducía toda 
la vida socio-estatal, regida políticamente bajo “la doctrina de un solo partido”, con 
lo que veía un completo atentado contra el mismo Estado y contra la misma 
economía (Acosta Iparraguirre, 2003).   Es importante aclarar que la Constitución 
Económica es un concepto que nació con la Constitución de Querétaro, la 
Constitución Rusa y la Constitución de Weimar sin previo trabajo doctrinario. Su 
nacimiento causó que los expectantes del tema pusieran manos a la obra para 
darle explicación al asunto, incluso darle nombre al fenómeno una vez identificado.  
Aparte de Schmitt, algunos atribuyen el término a un autor alemán llamado 
Beckerath, del que se dice lo dio a conocer en un homenaje al economista y 
sociólogo alemán Werner Sombart. Para Beckerath la Constitución Económica es 
“la ordenación de la propiedad, del contrato y del trabajo, de la forma y la 
extensión de la intervención del Estado, así como la organización y la técnica de la 
producción y distribución.” (Herrera Espinoza, 2004, p. 81).  Otros antecedentes 
hay dentro de la Ciencia Económica, en la que dos autores pertenecientes a la 
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llamada Escuela de Friburgo u ordoliberalismo utilizaron el término de Constitución 
Económica en sus escritos para postular que el Estado a través del derecho tenía 
que dar un “orden a la actividad económica”, mas no dirigirla, porque así como 
debía haber libertad con contrapesos en lo político, así también debía ser en lo 
económico; uno es Wilhem Röpcke en su libro La Crisis Social de Nuestro Tiempo 
(1942) y el otro es Walter Eucken en su libro Cuestiones Fundamentales de Economía 
(1947). Sus planteamientos buscaban una alternativa entre la economía pura de 
mercado y la economía dirigida del comunismo. Ambos llegaron a ser exponentes 
de la economía social de mercado, muy exitosa en la Alemania de post-guerra. 
Para la reconstrucción de la Alemania de post-guerra los germanos aprobaron un 
nuevo texto constitucional el cual les rige con modificaciones hasta el día de hoy: 
la Ley Fundamental de Bonn de 1949, que recogió una Constitución Económica con 
menos sistematicidad que la Constitución de Weimar. En el caso español, ningún 
amante del Constitucionalismo Clásico hubiera previsto que la Constitución 
Española de 1978 desencadenaría un serio debate en torno a la cuestión de la 
Constitución Económica. Desde su gestación y entrada en vigencia, se realizaron 
una serie de ensayos y artículos a manos de juristas, economistas y politólogos 
con los que se pretendían darle explicación al fenómeno, hasta entonces más 
colmado de dudas que de claridad (Asenjo, 1984). Tanta importancia llegó a 
proyectar en el plano jurídico que el Tribunal Constitucional Español llegó a 
pronunciarse sobre el concepto en la sentencia No.1/1982:  
. . . En la Constitución española de 1978 a diferencia de lo que solía ocurrir con las 
constituciones liberales del siglo XIX y de forma semejante a lo que sucede en las más 
recientes constituciones europeas, existen varias normas destinadas a proporcionar el 
marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica; 
el conjunto de todas ellas compone lo que suele denominarse la constitución económica o 
constitución económica formal. Este marco implica la existencia de unos principios básicos 
del orden económico que han de aplicarse con carácter unitario, unicidad que está 
reiteradamente exigida por la constitución, cuyo Preámbulo garantiza la existencia de un 
“orden económico y social justo”. . . (Acosta Iparraguirre, 2003, p. 21-22). El subrayado es 
mío.  
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 





La Constitución Económica es la respuesta al cuestionamiento de en base a qué 
la  teoría constitucional moderna explica el intervencionismo estatal en la actividad 
económica. Como decía Brewer-Carías (1991) en un ensayo donde reflexiona 
sobre la Constitución Económica, “uno de los signos más característicos del 
constitucionalismo contemporáneo es, sin duda, el de la constitucionalización de 
los principios reguladores de la economía (p. 3,840). Por otra parte, el Dr. Óscar 
Juan de Asenjo (1984) escribe que si la Constitución Política es un instrumento de 
concesión y limitación de atribuciones y poderes políticos, entonces la 
Constitución Económica debe visualizarse como instrumento de regulación de 
los poderes económicos y de protección de los estratos y sectores 
económicamente más débiles; ya que el ámbito económico también es una 
cuestión de poder.  Pero al contrario de lo que plantea Brewer-Carías en otra parte 
de su referido ensayo, la Constitución Económica no es un “modelo económico 
formulado por la Constitución”. Aquella no es en lo absoluto el sistema económico 
que yace o subyace en una Constitución Política. La Constitución no puede 
contener un sistema económico porque este es un fenómeno más amplio y 
complejo. Un sistema económico está integrado de una serie de componentes 
extraconstitucionales que escapan de los dominios del Derecho inclusive; por tal 
razón, los autores de la sentencia española citada con mucho tino utilizan la 
denominación Constitución Económica formal, dando a entender que en la 
carta fundamental se consignan premisas del orden económico de su país, las 
cuales, como principios fundamentales, dan una idea de la orientación del sistema, 
mas no es el sistema en sí. En contraposición a la idea de la constitución 
económica formal, la Constitución Económica material estaría referida al marco 
regulatorio e institucional que se deriva y fluye en la realidad económica. 
 
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




Muchos se han preguntado sobre la pertinencia de la inclusión de un sub orden 
jurídico-económico dentro de la Constitución Política, pero esta pregunta ya ha 
sido contestada por la misma realidad. Las Asambleas Constituyentes de muchos 
países han sostenidos acalorados debates en torno al tema de la Constitución 
Económica al momento de promulgar la Constitución Política de su país17. Hemos 
llegado a una etapa donde los individuos ya no solo reclaman derechos civiles y 
políticos, sino que demandan condiciones económicas y sociales al Estado, cuya 
primera manera de garantizarlas ha sido traduciéndolas a derechos subjetivos 
públicos de prestación, que por su prioridad había que constitucionalizarlos. La 
mejor manera de reconocer formalmente condiciones económicas y sociales, es 
decir, derechos que conciernen al bien común, es asegurarlos mediante normas 
de derecho público, en la que la norma constitucional es la que ocupa el más alto 
rango de superioridad.  
En la sentencia del 20 de noviembre de 1981 citada por Norbert Reich (1985), el 
Dr. Luis Díez Picazo argumenta que la Constitución Económica comprende “las 
normas básicas destinadas a proporcionar el marco jurídico fundamental para la 
estructura y funcionamiento de la actividad económica o, dicho de otro modo, para 
el orden del proceso económico.” (p. 69).  La Constitución Económica, a criterio 
del Dr. Luis Díez Picazo, reforzando lo ya dicho más arriba, no debe entenderse 
como la “constitucionalización o sanción” de un sistema económico ni de un 
modelo económico o de un programa económico de tal o cual partido político 
gobernante (Reich, 1985). Sin embargo, la mayor extensión de un texto 
constitucional da cabida a la interpretación político-ideológica para un sistema 
definido. Este es el punto verdaderamente escabroso de la cuestión, la 
encrucijada que azuza  a discusiones ideológicas y exacerba las pasiones, puesto 
que como decía Paul Samuelson (1965), los individuos fruncen el seño y sienten 
                                                            
17Véase por ejemplo la reseña de las ponencias constitucionales por parte de los partidos políticos 
parlamentarios en España para la aprobación de la Constitución Económica de la Ley Fundamental Española 
de 1978 (Asenjo, 1984, pp. 17-53). 
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una variación en la presión sanguínea cuando se trata de discutir sobre asuntos 
que en su trasfondo tocan sus intereses económicos, cuando la lucha de intereses 
se lleva al plano constitucional.   
La inclusión de un sub régimen normativo económico da cabida a la interpretación 
de un sistema de acuerdo a la postura económica de cada quien. La diferencia de 
interpretaciones serán síntomas primeros de inconformidad, insatisfacción e 
inestabilidad.  La Constitución Económica es un tema que en lugar de ser solución 
a una problemática, podría ser fuente de nuevos conflictos; en su intento de  
armonizar contradicciones, sería corolario de otras. Aquí estriba su delicadeza 
cuando se aborda con la seriedad debida. La práctica política se vale de la 
interpretación de la Constitución como arma para la lucha por el poder político. Los 
Partidos bien pueden manipular mediante la elocuencia la letra del texto para 
presentar la mejor de las similitudes posibles con sus principios ideológicos, sus 
declaraciones programáticas y sus programas de gobierno.  
La Constitución Económica no es más que la prescripción constitucional de 
derechos y libertades económicas, de la iniciativa económica pública y la iniciativa 
económica privada y los órganos rectores del quehacer económico. Demarca los 
lineamientos del radio de acción del sector público en el radio de acción del sector 
privado. La verdadera eficacia de la incorporación de aspectos económicos en la 
Constitución radica en su repercusión en la realidad material de la colectividad 
regida por ella. El hecho de que se prescriba que la propiedad privada de los 
bienes, o que postule que el ejercicio de la iniciativa económica se les garantiza a 
los particulares, se traduce en que la autoridad no está autorizada para establecer 
la propiedad pública sobre todos los recursos económicos, ni para suprimir 
discrecionalmente la iniciativa privada. El catálogo de derechos económicos y 
sociales engendra por su afirmación que la población reclame su cumplimiento. El 
Estado, ante la demanda de la población y su nueva dimensión intervencionista, 
se ve obligado a ensanchar su cobertura, se ve obligado a acrecentar la 
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complejidad estatal, lo que provoca lógicamente una mayor presión sobre la 
actividad financiera del Estado.   
Fuera de toda disertación personal  – porque cualquiera que trate un tema puede 
exagerar su importancia y su vigencia por sus valoraciones subjetivas – queda 
demostrado, en tanto no se demuestre lo contrario en otros trabajos mediante la 
investigación académica, que la Constitución Económica es un concepto 
necesario para designar y explicar un fenómeno que eclosionó como resultado del 
acontecer histórico-universal de los nuevos Estados en intervenir continuamente 
en la actividad económica y en el acontecer social de los seres humanos. En los 
países de habla hispana, por ejemplo, encontramos una Constitución Económica 
en la Constitución Política de México (1917), el Título primero, Capítulo I dentro de 
las garantías individuales (artos. 25 y ss.); en la Constitución Española (1978), el 
Título VII llamado “Economía y Hacienda” (artos. 128 y ss.); en la Constitución 
Política de El Salvador (1983), el Título V llamado “Orden Económico” (artos. 101 y 
ss.); en la Constitución Política de Guatemala (1985), la sección décima titulada 
“Régimen Económico y Social” (artos. 118 y ss.); en la Constitución Política de 
Nicaragua (1987), el Título VI llamado “Economía Nacional, Reforma Agraria y 
Finanzas Públicas”; en la Constitución Política de Brasil (1988), el Título VII llamado 
“Del Orden Económico y Financiero” (artos. 170 y ss.); en la Constitución Política de 
Venezuela (1999), el Título III, Capítulo VII “De los Derechos Económicos” (artos. 
112 y ss.) y el Título VI llamado “El Sistema Socioeconómico” (artos. 299 y ss.). 
7.3 DERECHO CONSTITUCIONAL ECONÓMICO 
Por toda esta caterva de acontecimientos que integran otro capítulo del Derecho 
Constitucional, muchos académicos han propuesto el nacimiento de una nueva 
agenda temática llamada Derecho Constitucional Económico. Es el caso por 
ejemplo del profesor Patricio Masbernat, catedrático de la Universidad de Chile, 
para quien aquella subdisciplina consiste en el “conjunto de normas y principios 
que, recogidos en la Constitución, tienen efecto patrimonial sea para el Estado, 
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para los individuos o para ambos” (Masbernat, s.f.). En su abordaje sobre los 
preceptos económicos de la Constitución Política, su estudio pretermite la 
expresión Constitución Económica, y trabaja en el concepto de Orden Público 
Económico, el cual define ampliamente ser:  
el adecuado modo de relación de todos los diversos elementos de naturaleza económica 
presentes en la sociedad, que permite a todos los agentes económicos, en la mayor 
medida posible, y en el marco subsidiario, el disfrute de sus garantías constitucionales en 
materia económica de forma tal de contribuir al bien común y a la plena realización de la 
persona humana. (Masbernat, s.f.).  
Pero Constitución Económica y Orden Público Económico no son más que dos 
expresiones distintas que se utilizan para referirse al mismo objeto, porque 
distintas formas bien pueden expresar lo mismo. Esto lo dejo como mera 
ilustración del lector para comunicar cuánta novedad y trabajo ha suscitado y 
puede seguir suscitando la Constitución Económica en este y otros países.  
7.4 EL DERECHO ECONÓMICO 
El Derecho Económico se deriva por lógica de la Constitución Económica. El 
Derecho Económico tiene sus orígenes más destacables en la Alemania de la 
Primera Guerra Mundial. Continuó siendo trabajado en el período de entreguerra y 
más, principalmente, en la segunda post-guerra; por tales razones hubo sido 
calificado como “derecho excepcional” o “derecho de guerra”. La principal función 
con la que nace este enfoque normativo es la de ampliar  jurídicamente la 
intervención del Estado en la actividad económica al no tener capacidad para 
hacerlo ninguna de las ramas del Derecho Público ni del Derecho Privado. El 
Derecho Económico es la respuesta técnica de la teoría del derecho ante la nueva 
organización de los Estados modernos europeos que regularon continuamente 
muchos sectores del proceso económico.    
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El Derecho Económico tiene sus fuentes académicas en varios profesores 
alemanes de Derecho Mercantil. También fue agenda de estudio por la academia 
italiana. Uno de los puntos teóricos por superar era distinguir los dominios entre el 
Derecho Económico y el Derecho Mercantil. El Derecho Mercantil nació de los 
comerciantes, por los comerciantes y para los comerciantes, y a pesar de su 
avance a la teoría objetiva del acto de comercio, es un derecho que se encarga 
exclusivamente de la actividad empresarial y de selectivos actos económicos, 
mientras que el derecho económico busca la regulación de aspectos de la 
economía en su conjunto. La intención era quitarle al Derecho Mercantil el peso de 
innumerables hechos que no les podía dar abasto, y tampoco le competía hacerlo. 
La opinión de muchos autores radica en considerar el Derecho Económico al igual 
que la Constitución Económica como tópicos especializados del Derecho 
Constitucional, negándole a la primera autonomía, metodología propia y, por ende, 
lugar como disciplina consolidada dentro de la Ciencia Jurídica. Ha sido vista por 
muchos autores como una aspiración, como una necesidad didáctica, docente, 
pero jamás como disciplina especial independiente.  
Haciendo un poco de paráfrasis con lo dicho por el Prof. Reich, el Estado tiene 
una función en la economía y su rol lo cumple por medio de la intervención, sea en 
menor o mayor grado; la juridificación de esa intervención en términos 
académicos, metodológicos y prácticos ha sido sistematizada en el llamado 
Derecho Económico, razón por la cual ha dado mérito de llamarle también 
“derecho de la intervención del Estado” (Reich, 1985, p. 9). Estas observaciones 
sólo describen una faceta del ramo. “El derecho económico es el derecho de la 
ordenación de la actividad económica”. (Reich, 1985, p. 9). Ahora bien, al 
derecho económico se le ha entendido lato sensu como la rama del derecho 
integradora de todas las normas, tanto de derecho público como de derecho 
privado, que inciden en la vida económica; mientras que strictu sensu se ha 
pensado como el complejo de normas de derecho a través de las cuales el Estado 
dirige la actividad económica (Reich, 1985).  
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Esta última postura es la que ha recibido una mayoritaria acogida puesto que la 
acotación de la primera significaría trastocar y reorganizar todo el edificio de la 
Ciencia Jurídica compuesta substancialmente de las instituciones tradicionales 
que datan del antiguo Derecho Romano. De aceptarse la primera, muchas de las 
disciplinas jurídicas especiales pasarían al círculo de normas del Derecho 
Económico. La visión de conjunto del derecho cambiaría totalmente. En lo próximo 
no veo a nadie que se tomara el tiempo y el esfuerzo necesario para llevar la 
última postura a sus máximas consecuencias. Con la segunda definición se 
pretende que el Derecho Económico calce como forma conceptual dentro de la 
actual anatomía del Derecho, a ser una nueva categoría ordenada e 
interrelacionada según los criterios de sistematización de la oposición ius publicum-
ius privatum.   
Con el Derecho Económico el Estado pasa a ser un agente económico dentro de 
la economía de mercado y, a la vez, director del proceso económico Si el derecho 
económico es el ordenamiento jurídico de la actividad económica, éste estará en 
función del sistema económico del país, cuyos principios se consignarán en su 
Constitución Económica. En países donde el poder público intervenga menos en el 
proceso económico, el ordenamiento jurídico público perderá terreno ante el 
ordenamiento jurídico privado; ahora bien, en países donde el poder público 
intervenga más, el ordenamiento jurídico público prevalecerá frente al privado. El 
Derecho Económico tiene normas tanto de Derecho Público como de Derecho 
Privado. El Derecho Económico pretende ser una disciplina donde se intersecan 
muchos aspectos del sistema económico y de las instituciones jurídicas. La 
Constitución Económica encierra no sólo la vigencia de normas constitucionales 
de naturaleza económica sino toda la ampliación legal y reglamentaria que 
aquellos preceptos-base pueden hacer derivar de los derechos, libertades y 
limitaciones que instituyen, en los que el Derecho Económico cumple su cometido. 
El tema de la Constitución Económica es dominio del Derecho Constitucional 
como del Derecho Económico (Witker, 1995). 
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8. CONSTITUCIÓN ECONÓMICA EN NICARAGUA 
 
8.1 ANTECEDENTES EN LA HISTORIA CONSTITUCIONAL 
NICARAGÜENSE 
Como vimos, las primeras constituciones modernas fueron inspiradas por la 
“filosofía iluminada” que puso en tela de juicio todo el orden social existente, un 
nuevo humanismo que superaba las viejas concepciones del Medioevo feudal y el 
absolutismo monárquico del  Antiguo Régimen. Pero un poco antes de la Época 
Contemporánea, determinada por un acontecimiento genuinamente europeo, la 
Revolución Francesa, un acontecimiento genuinamente americano también 
destelló repercusiones sumamente trascendentales: Estados Unidos de América 
logró su independencia con respecto a la corona británica y el resto de sus países 
colonizadores, augurando y proliferando hacia los demás países americanos un 
sentimiento de rebeldía y superación de las relaciones de coloniaje. La 
Independencia de los Estados Unidos de América y su constitución escrita, al igual 
que el sonido de un clarín, anunció el advenimiento de una forma republicana y 
democrática de gobierno, vanguardia para las futuras fundaciones de los Estados 
libres, soberanos e independientes del continente americano. Los americanos 
también hicieron suyos los valores supremos de libertad, igualdad y propiedad, 
prueba innegable de que el liberalismo ilustrado había entrado de lleno en el 
continente nuevo. 
Luego vino la Constitución de Cádiz que promulgó una sarta de libertades que 
sirvieron de insumos para alimentar el fuego revolucionario de los 
independentistas centroamericanos frente al régimen colonial español. Una vez 
proclamada la independencia de Centroamérica en 1821 y habiendo disidido del 
imperio mexicano al mando de Agustín de Iturbide (1823), las provincias 
centroamericanas promulgaron una Constitución Federal en 1824 para darle forma a 
su unión llamada Provincias Unidas del Centro de América (Esgueva Gómez, 
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2006). Los asambleístas de la Federación Centroamericana detallaron como uno 
de los objetivos en el prólogo de la Constitución Federal la de “afianzar los 
derechos del hombre y del ciudadano sobre los principios inalterables de libertad, 
igualdad, seguridad y propiedad. . . ” (Esgueva Gómez, 2006, p. 17), por supuesto 
eran los principios que estaban en la mente de todo ser humano progresista del 
mundo occidental.  
De esa manera Nicaragua entró al período post colonial de su historia. A pesar de 
abolirse la esclavitud, suprimirse la división de la sociedad en castas y 
proclamarse la igualdad ante la ley de todos los ciudadanos, la sociedad se sumió 
en la discriminación racial hacia los libertos africanos, los mestizos, los mulatos y 
los zambos de parte de la gente blanca, y se dividió profundamente en clases, 
lógicamente se erigió una clase dominante económica y políticamente, 
especialmente compuesta de terratenientes y hacendados (Kinloch Tijerino, 2005). 
A continuación la vida política de Nicaragua se caracterizaría por las luchas entre 
los conservadores y los liberales. Los liberales eran adeptos a las ideas de la 
Ilustración y al modelo político de los Estados Unidos de América; defendían la 
libertad de culto y la separación del Estado y la Iglesia; promovían la libertad de 
industria y comercio, la propiedad privada y las actividades exportadoras. En 
cambio, el conservadurismo se fundamentaba en la “herencia cultural hispánica y 
defendía el papel dominante de la Iglesia Católica en la vida social y cultural. . .  
fueron partidarios de gobiernos fuertemente centralizados, controlados por una 
reducida oligarquía o núcleos de grandes terratenientes, apoyados en caudillos 
locales. . . ” (Kinloch Tijerino, 2005, p. 130). Con el correr de la historia nacional, 
liberales y conservadores coincidieron muchas veces en los aspectos económicos 
de la conducción política del país.  
Habiendo dichos estas palabras de antesala, a continuación realizaré un breve 
recorrido por la evolución de las constituciones políticas de Nicaragua 
estrictamente en el tema económico a partir de su vida independiente firmada en 
1821, no considerando todas las cartas constitucionales que han sido aprobadas 
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sino tomando como rango las de mayor importancia para la construcción 
coherente y ordenada de una Constitución Económica hasta llegar a la 
Constitución Política vigente de 1987 con sus consabidas reformas, haciendo al 
mismo tiempo breves  referencias al medio económico que en su interconexión 
con lo jurídico nos hace asomarnos un poco más en cómo hemos venido 
contribuyendo a la modernización del Estado nicaragüense.  
8.1.1 La Constitución Política de 1826 
Esta constitución política es la primera constitución nicaragüense ya dentro de su 
historia post colonial. Se promulgó bajo el mandato de Don Juan Arguello quien le 
dio el primer golpe de estado al primer Presidente de Nicaragua elegido 
constitucionalmente, don Manuel Antonio de la Cerda (Ampié Vilchez, 2006).  Esta 
Constitución aprobada bajo la Federación Centroamericana establecía: “Los 
derechos de los nicaragüenses son: la libertad, la igualdad, la seguridad y la 
propiedad” (arto. 25). Luego aparecía el artículo dedicado exclusivamente a la 
seguridad de la propiedad que, como veremos, fue modificándose 
substancialmente con el correr del tiempo hasta llegar al concepto de función 
social de la propiedad:  
Las propiedades de los habitantes y corporaciones son garantizadas por la Constitución; 
ninguna autoridad puede tomarlas ni perturbar a persona alguna en el libre uso de sus 
bienes, sino es en favor del público, cuando lo exija una grave urgencia legalmente 
comprobada, y garantizándose previamente la indemnización. (arto. 36).   
Lo anterior se complementaba con la disposición que decía: “La vida, la 
reputación, la libertad, la seguridad y propiedad de todos los habitantes del 
Estado, son protegidos por la Constitución. . .” (arto. 37). Como vemos, todas 
estas disposiciones tenían una alta concentración de los planteamientos del 
Derecho Natural Racionalista que concebían como fundamental la vida, la libertad, 
la propiedad y la seguridad, porque se pensaba eran derechos intrínsecos a la 
naturaleza humana. Asimismo el texto contenía un abanico de breves preceptos 
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




relativos a la recaudación de impuestos y la cuestión presupuestaria (artos. 81.2, 
81.3), otras relativas a impuestos extraordinarios, préstamos, deuda pública, 
administración y enajenación de bienes del Estado (artos. 81.9, 81.10, 81.11), y 
otras mediante las cuales el Poder Ejecutivo debía rendir cuenta al Poder 
Legislativo (artos. 109.7, 109.8). Estos aspectos fueron una constante en las 
constituciones políticas nicaragüenses.  
Cabe destacar por ultimo que una de las facultades del Poder legislativo era: 
“Abrir caminos y canales de comunicación interior; promover y fomentar toda 
especie de industria, removiendo los obstáculos que la entorpezcan.” (arto. 
81.15). Lo que evidencia una connotación marcadamente liberal sin haber tenido 
la facción liberal todavía un triunfo absoluto como el que lograría muchos años 
después.   
8.1.2 La Constitución Política de 1838 
Esta es la primera constitución política de Nicaragua como Estado unitario, libre, 
soberano e independiente, ya que la Federación Centroamericana había sido 
disuelta por serias diferencias irresolubles entre los países miembros.  Ésta 
también tenía una connotación considerablemente liberal. La Constitución Política 
de 1838 al igual que la anterior postulaba la conservación de la libertad, la 
igualdad, la seguridad y la propiedad como derecho inherentes a la naturaleza del 
hombre (arto. 25). También establecía en esencia el mismo principio de la 
seguridad de la propiedad sujeta al interés público agregando ya que la misma al 
ser afectada debía ser indemnizada tomando como base un justo valor, cosa que 
antes no se mencionaba:  
Las propiedades de los habitantes y corporaciones son garantizadas por la Constitución; 
ninguna autoridad puede tomarlas ni perturbar a persona alguna en el libre uso de sus 
bienes; sólo se podrán ocupar cuando se necesiten para un objeto de interés público, 
calificado en la forma que la ley determine, e indemnizándose antes al propietario de su 
justo valor. (arto. 41). 
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Por otra parte, entre las atribuciones del Jefe del Poder Ejecutivo, el Director de 
Estado, se estableció la de “cuidar de la exactitud legal de la moneda que circula 
en el Estado.” (arto. 135.22), lo que revelaba por medio de este documento un 
interés por vigilar de la circulación monetaria para la legalidad del intercambio 
material. Otro dato de interés en este texto fundamental es que se fijó con claridad 
que la materia tributaria quedaba relegada  a la Asamblea Nacional y, además, 
que el gravamen debía ser general, debiendo estar en función de la capacidad 
contributiva de los ciudadanos, a como se entiende de la siguiente transcripción:  
No podrá imponerse ninguna contribución ni empréstito que no sea por el Poder 
Legislativo, y nunca sin una justa proporción a las facultades de cada uno de los 
contribuyentes. Ninguna contribución pesará sobre determinadas personas. (arto. 43).  
8.1.3 La Constitución Política de 1858 
Esta Constitución se dice fue una colección fiel del contenido de la constituciones  
non natas de 1848 y 1854 (Ampié Vilchez, 2006). La vigencia de la Constitución 
Política de 1858 no es más que la constitucionalización del triunfo de los 
conservadores en el poder político. Su victoria quedaría demostrada con los 
siguientes treinta y cinco años en los que se alternarían la primera magistratura de 
la República únicamente hombres de estirpe conservadora. Solamente los 
ciudadanos acaudalados podían optar a las altas dignidades; para ser Presidente 
de la República se exigía como mínimo cuatro mil pesos como capital en bienes 
raíces (arto. 28.6) y para ser Senador se exigía como mínimo dos mil pesos como 
capital en bienes raíces (arto. 29.6). Los conservadores tendían a centralizar más 
poderes en el Poder Ejecutivo.   
Esta constitución política ya establece la facultad pública de establecer puertos y 
aduanas (arto. 45.25.6) en razón del modelo agroexportador que venía cobrando 
fuerzas. Además se da un paso adelante en materia monetaria ya que una de las 
facultades del Congreso en cámaras separadas era: “Fijar la ley, peso, tipo, valor y 
denominación de la moneda, permitir la introducción de la extranjera. . .” (arto. 
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42.19). También como estímulo a la propiedad industrial el mismo Congreso en 
cámaras separadas estaba facultado para “otorgar privilegios por tiempo 
determinado a los inventores y empresarios de obras útiles” (arto. 42.22). Además, 
ya dentro de las atribuciones del Poder Ejecutivo estaba la de “cuidar de la 
administración de los caudales públicos y de su legal inversión” (arto. 55.5). Este 
texto constitucional estipulaba en materia de propiedad una disposición similar a las 
anteriores, suprimiendo sin embargo lo del justo valor en cuanto  a la indemnización:  
La Constitución asegura la inviolabilidad de la propiedad sin que nadie puede ser privado 
de ella, sino en virtud de sentencia judicial o en el caso que la utilidad de la República, 
calificada por la ley, exija su uso o enajenación, indemnizándose previamente. (arto. 78). 
Ahora bien, en este capítulo de la historia nacional donde Granada ocupa un rol 
preponderante en el régimen plutócrata y timócrata, la economía nicaragüense 
pasó de la producción agrícola para el consumo interno (como el cultivo del añil, el 
plátano, la yuca, el quiquisque, el café, el cacao) a la actividad comercial puesto 
que se comenzaron a construir las primeras bases de infraestructura para la 
expansión del comercio por distintas partes del territorio nacional y, 
sucesivamente, se reportarían préstamos y actividades de importación y 
exportación con Estados Unidos de América y Gran Bretaña (Chamorro, 1976). 
Sin embargo documentos oficiales de la época prueban que hubo una reiterada 
práctica de importar grandes volúmenes de bienes suntuarios para el consumo 
selecto muy por encima de la importación de materias primas para acrecentar la 
productividad.  
León y Granada eran los dos focos de comercio más importantes debido a su 
desarrollo y la débil infraestructura que impedía el progreso de las otras ciudades 
de Nicaragua. Estas dos ciudades que rivalizaban el poder político estaban a la 
cabeza de las otras ciudades civilizadas como Rivas, Chinandega, Chontales, 
Matagalpa, y Segovia. La Costa Atlántica era incivilizada (Chamorro, 1976).  
Durante el Partido Conservador estuvo en la cúspide de la política pinolera en esta 
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época se reportaron varios avances en la modernización del Estado nicaragüense, 
entre los cuales paso a mencionar los siguientes (Chamorro, 1976): 
¾ Con el Pdte. Tomás Martínez surgieron los caminos y las compañías de 
diligencias para los servicios de transporte.   
¾ Con el Pdte. Vicente Cuadra se estableció la Junta de Caminos; se 
construyeron carreteras y caminos, e inició la construcción del sistema 
ferroviario para la expansión del comercio.  
¾ Con el Pdte. Pedro Joaquín Chamorro se dio la primera oficina telegráfica 
entre Corinto y San Juan del Sur. La instrucción floreció junto con los 
caudales del Tesoro Público.  
¾ Con el Pdte. Adán Cárdenas se ensayó la primera locomotora de la sección 
oriental.  
Fue un período donde Nicaragua experimentó una modernización sin precedentes: 
los caminos y las carreteras, la locomotora, el sistema ferroviario, el telégrafo y el 
teléfono. Además ya se venía impulsando el modelo agroexportador 
ejemplarmente con el café puesto que la demanda de este producto había 
aumentado en el viejo continente, y por tanto el alza en su precio estimulaba su 
producción y exportación. Para tal efecto grandes extensiones de terrenos aptos 
para el cultivo y tierras baldías (no cultivadas) se traspasaron a propietarios 
individuales nacionales y extranjeros, lo que movió a la promulgación del Código 
Civil (1967) y la creación del Registro de la Propiedad con su correspondiente 
ley registral para ordenar jurídicamente las transferencias y las adquisiciones de 
los bienes raíces. Se les dio permiso a los británicos para la creación del Banco 
de Nicaragua (1888) como segunda institución bancaria en la historia del país y 
como primera entidad emisora de billetes en el mismo. Antes había sido fundado 
el Banco Agrícola Mercantil (1883) que quebró hacia 1890 (Fernández, 1978).   
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Los norteamericanos y los ingleses fueron los principales favorecidos con las 
concesiones gubernamentales para explotar diversas industrias (transporte, 
extractivas, etc.) y las privatizaciones de la tierra para la caficultura. El contexto 
era el de la Revolución Industrial y Nicaragua se fue insertando paulatinamente al 
mercado mundial a través de la exportación del café, llamado por su rentabilidad el 
“grano de oro” (Kinloch Tijerino, 2005). 
8.1.4 La Constitución Política de 1893 
La Constitución Política de Nicaragua de 1893 llamada la “Libérrima” fue fruto de 
la revolución liberal de José Santos Zelaya quien le dio el acabóse a los “treinta 
años conservadores”. Aquella fue la innovación en lo jurídico al igual que hubo 
innovación en lo económico durante su gobierno. Esta Constitución contuvo los 
mejores principios del liberalismo político y económico de ese tiempo. Además 
separó al Estado de la Iglesia y prohibió toda propiedad en régimen de manos 
muertas, es decir grandes fundos improductivos al dominio terrateniente de la 
Iglesia Católica, que hasta ese momento era la religión oficial del Estado, resabio 
del conservatismo desde los tiempos coloniales.   
A continuación describo algunas disposiciones constitucionales que trajo consigo 
la “Libérrima” para el progreso económico:  
¾ Igualdad de derechos para los extranjeros (arto. 26).  
¾ Libertad de ejercicio de toda industria, oficio o profesión, sin previo título y 
sin sujeción a aranceles (arto 51).   
¾ Libertad de disponer de las propiedades sin restricción alguna por venta, 
donación, testamento, o cualquiera otro título legal (arto. 53).  
¾ Prohibición de las vinculaciones y toda institución a favor de manos muertas 
(arto. 54).  
¾ La proporcionalidad como base de las contribuciones (arto. 59).  
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¾ Seguridad jurídica de la propiedad sujeta a la expropiación por causa de 
utilidad pública previa indemnizaciones (arto. 60).  
¾ Imprescriptibilidad del derecho de reivindicar los bienes confiscados (arto. 
62).  
¾ Propiedad exclusiva del autor o inventor sobre su obra o su descubrimiento, 
por el tiempo que determine la ley (arto. 61). Al autor o inventor que haya 
beneficiado la industria se le podían otorgar premios y privilegios 
temporales decretados por el Congreso (arto.82.17). 
¾ Prohibición de todo monopolio en la industria agrícola (arto. 64). Con la 
Constitución de 1905 se prohibió todo tipo de monopolios (arto. 43).  
Para este tiempo el Gobierno y/o el Congreso  decretaban la creación y supresión 
de trabajos obligatorios para los ciudadanos (arto. 82.6). Cierto intervencionismo 
se resalta ya con la figura del subsidio para la promoción de las industrias (arto. 
82.18) y la reglamentación del derecho marítimo y terrestre (arto. 82.23) para 
alentar el progreso económico.  
Además de las transcripciones aquí traspuestas, la Constitución Nicaragüense de 
1893 contuvo todo un Título específico atinente al Presupuesto (Título XIV, arto. 
124 y ss.) y todo un Título específico para el Tesoro Público (Título XV, arto. 128 y 
ss.) en la que se creaba un Tribunal de Cuentas para el examen y finiquito de los 
que administran intereses públicos (arto. 132), institución que data desde los 
tiempos la Constitución de Cádiz. Se dice que por aquella época casi se promulgó 
un Código Tributario que hubiera sido el primero en su tipo en América Latina.  
Po otra parte, durante la era Zelaya se continuó progresivamente con el modelo 
agroexportador especialmente en la caficultura y con la construcción de obras de 
infraestructura vial para favorecer el transporte de los productos de los centros de 
cultivo a los puertos para su exportación. Se continuó con la transferencia de 
inmensas áreas de tierras baldías a manos de empresarios privados en  muchos 
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casos extranjeros con sus respectivos títulos de propiedad a cambio de darle 
rendimiento a la tierra en un período dado. El progreso material también tuvo su 
auge: para 1900 vino el primer cinematógrafo Lumiére; en 1902 llegaron los 
primeros dos automóviles a la capital; se inauguró luego el servicio de energía 
eléctrica pública y domiciliar en Managua y se construyeron sistemas de 
acueductos y alcantarillados. La instrucción pública y las instituciones culturales 
florecieron bajo los dictados de las políticas del liberalismo inspirado en el 
movimiento europeo de la Ilustración y la filosofía positiva de Augusto Comte.  
No obstante, la otra cara de la moneda fue que el acceso a los bienes del Estado 
fue creando clientelismo político y haciendo una oligarquía concentradora de la 
tierra con poder suficiente como para influir en la política a favor del Gral. Zelaya. 
La privatización alcanzó a los ejidos18 que beneficiaron a los pequeños y medianos 
productores, y también alcanzó a la propiedad eclesiástica que no vaciló en hacer 
sus maniobras legales para salvaguardar sus bienes: transferirlas a nombre de 
otras personas leales a ella.  
Todo estos sucesos se correspondieron con la promulgación de la Libérrima, una 
constitución donde se dice “se consignaron todos los principios democráticos 
contemplados en las constituciones modernas del mundo industrializado.” (Kinloch 
Tijerino, 2005, p. 207). Sin embargo, la historia dejó testimonio que el mismo Gral. 
Zelaya cayó en el vicio autocrático de mantener en vilo a la ciudadanía 
nicaragüense por las constantes suspensiones de derechos y garantías, el 
permanente estado de sitio (Fernández, 1978), la aprobación de leyes de trabajos 
forzosos para los obreros, el fomento del clientelismo político en el negocio de la 
caficultura y la llevanza a cabo de siniestras maniobras para perdurar en el poder 
                                                            
18“Los ejidos eran tierras que habían sido asignadas durante el período colonial a cada pueblo de indígenas o 
ladinos, al momento de su fundación. . .  El uso de estas tierras eran controladas por las autoridades de los 
cabildos.  Una parte de los ejidos eran divididas para alquilarlas a individuos residentes en el pueblo, de 
manera que pudieran cultivar los alimentos necesarios para la subsistencia de su familia.” (Kinloch Tijerino, 
2005, p. 183).  
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hasta promulgar la Constitución de 1905 que en contraste con la imagen de la 
anterior fue apodada la “Autocrática”. La ambigüedad de sus intenciones se 
manifiesta cuando por un lado reincorporó la Mosquitia al Estado de Nicaragua, 
expulsando elementos británicos y fundando el Departamento de Zelaya, y por el 
otro otorgó concesiones a empresarios norteamericanos para la explotación de los 
recursos autóctonos de la zona, retomando con mayor intensidad la “economía de 
enclave” con el aprovechamiento de madera, hule y banano, exportando las 
ganancias al exterior (Fernández, 1978).  
8.1.5 La Constitución Política de 1939 
La Constitución Política de 1939 aprobada bajo el gobierno del General Anastasio 
Somoza García sería el inicio constitucional de la toma del poder político 
nicaragüense del liberalismo nacionalista que gobernaría durante cuarenta y dos 
años. La Constitución Nicaragüense de 1939 trajo consigo un marco de 
disposiciones de gran cobertura social,  teniendo como centros de protección el 
matrimonio, la familia, la maternidad y la clase trabajadora. La modernización del 
Estado nicaragüense al amparo de esta Ley Fundamental se vislumbró al 
aprobarse el primer Código del Trabajo (1945), la primera Ley de Seguridad Social 
y el primer Instituto Nacional de Seguridad Social. Se creó un amplio abanico de 
prestaciones estatales en beneficio de la población; se le infundió al aparato 
estatal nicaragüense un contenido substancialmente social, afianzando 
estratégicamente el poder político en un plan de menguar las aspiraciones 
revolucionarias de las clases inferiores y las posibles maquinaciones de 
organizaciones socialistas. Constitucionalmente el Estado se había vuelto social 
independientemente de que no se mencionara literalmente.  
En materia económica el texto enunciaba llanamente el principio de legalidad 
tributaria y la exención tributaria (arto. 37). Luego preveía que los impuestos y 
contribuciones se establecerían en proporción de los haberes o en la progresión o 
forma que fijara la ley y que el sistema tributario tendería a la imposición directa. 
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Se estipuló la prohibición de los monopolios en interés privado y toda clase de 
acaparamientos industriales o comerciales, salvo fueran monopolios por ley (arto. 
39). Otra disposición clave para descifrar el Constitucionalismo Económico en la 
Constitución Nicaragüense de 1939 es la que decía que “para fines de interés 
general, podrá el Estado intervenir en la explotación y régimen de las empresas de 
servicio público” (arto. 52). Y continuaba inmediatamente: “El Estado puede 
nacionalizar las empresas de servicio público, previa indemnización y de 
conformidad con la ley” (arto. 53). También preceptuaba que el Estado reconocía 
la libertad de contratación, de comercio e industria, pero sujeta a las resoluciones 
legislativas y gubernamentales (arto. 62). Sin embargo el mayor de los méritos de 
este texto fundamental radicó en que por primera vez en la historia constitucional 
de Nicaragua se incluía un capítulo independiente dedicado enteramente a 
prescribir garantías sociales en beneficio de la población (Capítulo II De las 
garantías sociales), entre las cuales podemos extractar las siguientes:   
¾ Inviolabilidad de la propiedad salvo por ley, sentencia judicial, expropiación 
por utilidad pública o interés social, etc. (arto. 63).   
¾ Protección de la propiedad intelectual, los derechos del autor, del inventor y 
del artista, sujeta también a expropiación (arto. 64).  
¾ Función social de la propiedad (artos. 65, 66 y ss.).  
¾ División de los latifundios incultivados y conservación y difusión de la 
propiedad rural (arto. 70).  
¾ Libre disposición de la propiedad; prohibición de toda vinculación de la 
propiedad y cualquier institución a favor de manos muertas, salvo que sea 
en pro de patrimonio familiar o alguna institución de beneficencia (arto. 72).  
¾ Protección del matrimonio, la familia y la maternidad (arto. 77).  
¾ Sanidad y mejoramiento social de la familia (arto. 79).  
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¾ Asistencia estatal de la maternidad (arto. 80).   
¾ Auxilio del Estado para la educación de la prole de escasos recursos 
económicos (arto. 81).  
¾ Subsidios especiales para familia de prole numerosa (arto. 82).  
¾ La educación primaria obligatoria, costeada por el Estado, gratuita y laica.  
¾ Prohibición de la usura; regulación del máximo de interés por el dinero (arto. 
94).  
¾ Organización y promoción de Montes de Piedad y Cajas de Ahorro (arto. 
95) 
¾ El trabajo como deber social; libertad de profesión, industria u oficio; 
punibilidad de la vagancia (arto. 96).  
¾ Deber del Estado de procurar a los habitantes un trabajo productivo (arto. 
97).  
Además por primera vez la Constitución Nicaragüense contenía un haz de 
garantías laborales a favor de los trabajadores y empleados (arto. 100), entre las 
cuales me permito mencionar:   
¾ El descanso semanal obligatorio;  
¾ La jornada máxima de trabajo determinada y reglamentada por la ley.  
¾ El salario mínimo, en relación con el costo de la subsistencia y con las 
condiciones y necesidades de las diversas regiones, capaz de 
asegurar al trabajador un mínimum de bienestar, compatible con la 
dignidad humana.  
¾ El pago de todo salario en el plazo fijado en el contrato, en moneda 
nacional legal, en día de trabajo, en el lugar donde el obrero preste su 
servicio, con prohibición de efectuarlo con mercancías, vales, fichas u 
otro substitutivo de la moneda;  
¾ El pago del jornal por períodos no mayores de una quincena;  
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¾ La indemnización de los accidentes del trabajo en los usos y la forma 
que la ley determine.  
¾ Regulación del trabajo de las mujeres y de los niños.  
¾ Asistencia médica e higiénica al trabajador y a la mujer embarazada, 
asegurando a ésta, sin perjuicio del salario, un período de reposo antes 
y después del parto. 
¾ Una retribución superior para el trabajo de noche, excepto en los casos 
en que se efectúe periódicamente por turnos.  
¾ Prohibición de embargo respecto al salario mínimo.  
¾ Un mes de vacaciones con sueldo después de un año de trabajo 
continuo.  
El texto estipulaba la creación de un tribunal de conciliación para dirimir conflictos 
entre patronos y obreros (arto 102) el cual nunca fue instalado (Ampié Vilchez, 
2006), un esfuerzo por alojar higiénica y económicamente al obrero, favoreciendo 
la construcción de viviendas y barrios (arto. 103) y la creación de un Instituto 
Nacional de Seguros Sociales (arto. 104). La Constitución Nicaragüense de 1939, 
continuando con la tradición del texto constitucional durante la era del General 
Zelaya, preveía enteramente el Título VIII a la hacienda pública dotándolo de un 
considerable articulado,  en el que abarcaba las consideraciones normativas sobre 
el Tesoro Público (arto. 269 y ss), el Presupuesto General de Ingresos y Egresos 
(arto. 280 y ss.), el Tribunal de Cuentas (arto. 293 y ss.) y sobre los entes 
autónomos o servicios descentralizados (arto. 297 y ss.). 
8.1.6 La Constitución Política de 1950 
La Constitución Nicaragüense de 1950 surgió del Pacto concertado entre Emiliano 
Chamorro y Anastasio Somoza García, arreglo conocido como el “Pacto de los 
Generales”, estando el Gral. Somoza García en el poder. La finalidad era impedir 
que un tercer partido (siendo el principal perjudicado el Partido Liberal 
Independiente) contendiera en los comicios electorales que se disputarían 
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prácticamente entre el Partido Liberal Nacionalista y el Partido Conservador 
(Ampié, Vilchez, 2006).  Esta carta constitucional no tuvo grandes aportaciones 
sobre asuntos económicos en su cotejo con las anteriores salvo algunas que a 
pesar de ser pocas fueron importantes y que le dan mérito a tratarla aquí.  
Por ejemplo en su articulado sobre derechos y garantías hay uno en particular que 
previendo la inestabilidad y el caos que pueden provocar las crisis económicas 
establece lo siguiente: “Podrá decretarse el estado de emergencia económica 
cuando lo exijan el equilibrio de la economía monetaria, la protección de la 
posición financiera externa o la estabilidad y bienestar social de la nación.” (arto. 
86). Pero vale destacar que en la Constitución de 1939 ya figuraba la emergencia 
económica, la cual era declarada por el Poder Legislativo en cámaras separadas 
(arto. 163.6). Volviendo a la Constitución que nos ocupa, en ésta la emergencia 
económica era decretada por el Congreso en cámaras separadas (arto. 148.5). 
Además se hace un tratamiento un poco más detallado sobre la prohibición del 
monopolio en interés privado (arto. 87), asimismo se hace referencia que mediante 
ley se abordará el asunto de las concesiones para la explotación de las riquezas 
naturales, lo cual indica ya la preocupación por el medio ambiente y su tutela vía 
constitucional.  
Pero el mayor de los méritos aquí recogidos es que la Constitución Política de 
1950 sirvió de fundamento para la creación del Banco Central de Nicaragua como 
ente regulador del sistema monetario (arto. 148.19)19, ya que el Poder Legislativo 
tenia la atribución de “fijar la unidad monetaria y las condiciones de la moneda 
nacional previo dictamen del organismo técnico.” (arto. 148.13). Luego al Poder 
                                                            
19La Constitución Nicaragüense de 1939 establecía también la atribución del Poder Legislativo en cámaras 
separadas de autorizar la fundación de bancos de emisión (arto. 163.21), transcrito literalmente de la 
Constitución Nicaragüense de 1911 (arto. 85.26). Pero no fue sino bajo el imperio de la Constitución 
Nicaragüense de 1950 que el Banco Central se creó por legislación secundaria mediante decreto legislativo 
No. 525 del 16 de septiembre de 1960. La institución inició operaciones el 1 de enero de 1961 siendo 
Francisco Laínez su primer presidente.   
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Ejecutivo también le competía vigilar la moneda nacional (arto. 195.14), por lo que 
ambos órganos de gobierno necesitaban de una institución especializada en la 
materia para cumplir sus atribuciones. Ese órgano técnico vendría a ser el Banco 
Central. Su rol como emisor oficial de la moneda de curso legal sustituyó al 
Departamento de Emisión del Banco Nacional de Nicaragua y en adelante su 
función primordial sería decidir y llevar a término la política monetaria y cambiaria.  
También en esta Constitución tenemos otro dato bastante particular, y es la 
facultad del Presidente de la República de “ejercer conforme a la ley la debida 
vigilancia e inspección de las instituciones de crédito, y de las demás instituciones 
u organizaciones que operen con dinero u otros bienes del público” (arto. 195.12). 
Esto fue el germen de la función que desempeña hoy en día la Superintendencia 
de Bancos en cuanto a la supervisión de la actividad de la banca comercial y 
demás instituciones financieras no bancarias. Por último es propio decir que en el 
sendero de la socialización del Estado, esta Constitución dispuso el Título X para 
mencionar lacónicamente el establecimiento de una Junta Nacional de Asistencia 
Social que se ocuparía de las labores de Asistencia Social. 
8.1.7 La Constitución Política de 1974 
La Constitución Política de 1974 fue fruto del pacto llamado “Kupia Kumi” 
concertado entre el Pdte. Anastasio Somoza Debayle y el Dr. Fernando Agüero 
Rocha en el que se acordó convocar a una Junta Nacional de Gobierno llamada a 
aprobar una nueva Carta Magna, la trama se montó para que a la larga el Gral. 
Somoza siguiera ostentando el mando presidencial. Esta constitución fue 
aprobada en el escenario internacional de la Guerra Fría y en la coyuntura 
nacional de la lucha generalizada contra el régimen militar de Somoza por lo que 
contuvo explícitas prohibiciones en cuanto a la formación de partidos comunistas y 
cualquier organización de carácter internacional al igual que la Constitución de 
1950, además contenían normas advertían sancionar las acciones subversivas 
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contra el orden constitucional y cualquier crítica gubernamental que perturbara la 
tranquilidad pública incluso en las Iglesias.   
Esta carta constitucional compuesta de 343 artículos fue la última constitución 
política aprobada durante el régimen somocista antes de ser derrocado en julio de 
1979 por el pueblo nicaragüense alzado en una revolución. Pero en materia 
económica la Constitución de 1974 asumió sin mayor novedad todas las 
consideraciones normativas de las leyes fundamentales que le precedieron, por lo 
que no da motivos para dedicarle más observaciones. 
8.1.8 Algunas Consideraciones Económicas 
Durante la vigencia de los textos constitucionales de 1939, 1948, 1950 y 1974 el 
país experimentó un considerable progreso económico. El algodón fue el cultivo 
de mayor expansión durante la década de los años cincuenta y sesenta 
dedicándole territorio en las llanuras del Pacífico, particularmente León y 
Chinandega. El boom agroexportador tuvo éxito con la producción del café, la 
caña de azúcar y la ganadería. Cabe recordar que en 1960 se firmó el Tratado 
General de Integración Económica Centroamericana que propició al Mercado 
Común Centroamericano en cuyo marco se fundaron, entre otras, el Banco 
Centroamericano de Integración Económica, y la Secretaría de Integración 
Económica de Centroamérica. Se estimuló el comercio regional y las empresas 
industriales, se fortaleció el sistema monetario financiero con la creación y 
operación del Banco Central de Nicaragua y el agrandamiento de la banca 
comercial; hubo un notable crecimiento de los centros urbanos, se mejoró el 
suministro de los servicios públicos en la urbe, las obras de infraestructura vial y el 
sistema ferroviario y se llevaron a cabo proyectos de interés social, ente ellos una 
Reforma Agraria y campañas de salud, en el marco de la Alianza para el Progreso 
del Pdte. J. F. Kennedy de los EUA a través de la Agencia Interamericana de 
Desarrollo (AID). Sin embargo como ha sido una constante en Nicaragua el 
desarrollo experimentado fue excluyente arrojando a cientos de campesinos a vivir 
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en la pobreza en “anillos de miseria” alrededor de las ciudades y aldeas del 
pacífico y a concentrar la mayor parte de las riquezas en pocas manos o 
exportarlas al extranjero. El progreso no funcionó para resolver los problemas 
económicos de todos los nicaragüenses, lo que agudizó la desigualdad social 
atizada por la explosión demográfica. (Kinloch Tijerino, 2005). El desigual progreso 
económico ensombreció el proyecto político-jurídico de las constituciones políticas 
estudiadas durante este período de la historia de Nicaragua. Como hemos visto, la 
Constitución Política, la estructuración del estado y uso del poder político y la 
economía no siempre han correspondido conjuntamente en beneficio del pueblo 
entero.  
8.1.9 El Estatuto Fundamental de 1979 
Al día siguiente del triunfo de la Revolución Popular Sandinista (19 de julio de 
1979) la Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional nombrada con 
anticipación, y una vez instalada, aprobó el Estatuto Fundamental del Gobierno de 
Reconstrucción Nacional donde se borró de un plumazo todas las estructuras 
estales del régimen somocista, se prescribieron los lineamientos de la 
organización provisional del Estado en tanto no se publicara una nueva 
constitución política escrita y se declaró garantizar de cara al futuro la adopción y 
el reconocimiento de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre. En virtud de este Estatuto se formalizó la Junta de Gobierno 
de Reconstrucción Nacional de representación plural, la cual concentraba 
facultades ejecutivas, administrativas, gubernativas y legislativas, apoyado en este 
último aspecto por un Consejo de Estado de participación multisectorial.  
El 21 de agosto de 1979 el anterior documento se complementó con el Estatuto de 
Derechos y Garantías del Pueblo Nicaragüense en el que se previeron normas base 
para la Constitución Nicaragüense de 1987. Este Estatuto enunciaba: “el pueblo 
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nicaragüense tiene el derecho de libre y plena autodeterminación para establecer 
su condición política y proveer a sí mismo su desarrollo económico, social y 
cultural.” (arto. 1). Luego continuaba: “. . . el pueblo nicaragüense tiene el derecho 
de disponer libremente sus riquezas y recursos naturales. . . En ningún caso podrá 
privarse al pueblo nicaragüense de sus propios medios de subsistencia.” (arto. 2).  
Prácticamente la propiedad quedaba a disposición de las políticas revolucionarias, 
con el mensaje explícito de la siguiente declaración:  
La propiedad sea individual o colectiva, cumple una función social, en cuya virtud podrá 
sufrir limitaciones en cuanto a su titularidad, disfrute, uso y disponibilidad, sea por razones 
de seguridad, interés o utilidad pública, interés social, economía nacional, emergencia o 
calamidades nacionales, o cuanto sea para fines de reforma agraria. (arto. 27).   
El Estatuto de Derechos y Garantías nació trayendo en su ser una colección de 
derechos económicos, sociales y culturales como elementos jurídico-dogmáticos 
en la reestructuración del Estado nicaragüense basados una democracia 
económica y social, incorporando el catálogo de derechos y garantías convenidos 
en los Pactos Internacionales de las Naciones Unidas de 1976.  El Estatuto 
Fundamental del Gobierno de Reconstrucción Nacional y el Estatuto de Derechos y 
Garantías del Pueblo Nicaragüense fueron el bastión normativo en los cuales se 
prescribieron las disposiciones mínimas de constitucionalidad de la organización 
estatal y los derechos y garantías del pueblo nicaragüense frente al poder, en un 
trance donde no hubo Constitución Política escrita en el sentido moderno y 
tradicional que había venido presentando Nicaragua en su historia.  
8.2 LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1987 
La actual Constitución Política de Nicaragua es hija del proceso iniciado por la 
Revolución nicaragüense (1979) y fue publicada el 10 de enero de 1987 bajo la 
Presidencia de Daniel Ortega Saavedra y la Vicepresidencia de Sergio Ramírez 
Mercado, ambos del Frente Sandinista de Liberación Nacional. Ésta Ley 
Fundamental abrogó el Estatuto Fundamental de la Junta del Gobierno 
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Revolucionario y el Estatuto Fundamental de derechos y garantías del pueblo 
nicaragüense. La Constitución Política del 1987 fue promulgada en tiempos 
difíciles, en una época donde la guerra civil había conducido exponencialmente a 
la muerte a cientos de miles de almas jóvenes y nobles nicaragüenses; 
Centroamérica entera estaba convulsionada en guerras y Estados Unidos de 
América cernía su espada imperial agrediendo la tranquilidad del istmo. La 
pacificación de la región se dialogó en los procesos de  Esquipulas I y II.   
La Constitución Nicaragüense de 1987 es la primera en la historia constitucional 
nicaragüense que dedica un título entero a la cuestión económica como tal, a la 
par del régimen presupuestario que como vimos ya había venido siendo tratado 
desde el siglo XIX. Es la primera que contiene una Constitución Económica al 
estilo de la Constitución de Querétaro, habiéndola incorporado en la parte 
dogmática de su texto fundamental. La parte dogmática de esta Constitución fue 
enriquecida sobremanera por la adopción de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; el Pacto 
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, los cuales fueron 
incorporados al orden jurídico interior por disposición manifiesta del arto. 46. De 
manera que los derechos individuales de repercusión económica, los derechos 
sociales y los derechos laborales para efectos de la hipótesis del presente trabajo 
monográfico son parte del suborden normativo llamado Constitución Económica. 
La Constitución Política de 1987 es el texto constitucional vigente en 
Nicaragua y cuenta con siete reformas a la fecha. La Constitución 
Económica nicaragüense es el elenco de directrices constitucionales que los 
nicaragüenses transigieron para el ejercicio de la actividad económica.  
Si bien el preámbulo de una Constitución Política no es normativo, pues se trata 
de evocaciones y aspiraciones optimistas (hasta quiméricas en el corto y mediano 
plazo) de la nación, vale la pena poner de relieve que en el Preámbulo de nuestra 
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Constitución Política de 1987 el legislador constituyente declaró que Nicaragua 
aspira alcanzar una “sociedad sin explotación” y “una igualdad económica, social y 
política”. El Estado nicaragüense mismo jamás podrá emanciparse de vestigios  
explotadores mientras los jubilados no reciban una pensión consecuente con el 
trabajo de una vida y mientras el trabajador activo no reciba íntegramente sus 
prestaciones laborales a las que tienen derecho por la legislación laboral. La 
desigualdad es uno de los defectos genéricos más preocupantes y más evidentes 
de la sociedad moderna, su disminución es uno de los combates abiertos que 
libran muchos gobiernos y organismos internacionales; la lucha contra la 
desigualdad es una lucha de todos y para todos. Aplicando un razonamiento 
hegeliano se puede decir irrebatiblemente que la explotación y la desigualdad 
existen por la sencilla razón de que no se puede comprobar que no existen.    
La Constitución Económica de la Constitución Política de 1987 quedó definida por 
los siguientes principios:  
8.2.1 Derechos Individuales, Sociales y Laborales 
Una primera parte integrante de la Constitución Económica de la Constitución 
Política vigente pese a las reformas la constituye el catálogo de derechos 
vinculados con la materia. En el caso nicaragüense podemos mencionar los 
derechos individuales, los derechos sociales y los derechos laborales, recogidos 
todos en el Título IV de la Constitución Política de Nicaragua vigente. En los 
derechos individuales (arto. 23 y ss.) están contenidas las libertades públicas y 
fundamentales de las que pueden gozar todos y cada uno de los individuos frente 
al poder. Su cumplimiento se garantiza cuando el Estado no perturba al individuo 
en el disfrute de su derecho o cuando violentado por otro miembro de la sociedad, 
el Estado se encarga de sancionar el desafuero y reintegrar al titular en el goce de 
aquel, o cuando menos compensar el daño. Para efectos de la Constitución 
Económica son de notable importancia el derecho a la libertad individual (arto. 
25.1), elevado incluso como principio de la nación nicaragüense (arto. 5), y el 
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derecho a la propiedad privada (arto. 44). Ambos los trataré por separado más 
adelante.  
Los derechos sociales (arto. 56 y ss.) y laborales (arto. 80 y ss.) están inspirados 
directamente en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de la Organización de las Naciones Unidas (1976). Es preciso informar que este 
instrumento está incorporado constitucionalmente al ordenamiento jurídico interno 
de manera expresa (arto. 46). Lo que me anima a decir que en este Pacto los 
Estados partes reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y para su familia (arto.11.1 PIDESC). La calidad de vida de la 
población solamente puede lograrse cuando hay desarrollo económico y social.  
Los derechos económicos y sociales son la conquista del siglo XX al igual que los 
derechos civiles y políticos lo fueron en el siglo XVIII, con justa razón son llamados 
derechos de segunda generación. Por su contenido son considerados derechos de 
prestación, porque requieren de un hacer del Estado para que su cumplimiento 
sea seguro. Sin embargo, para garantizar estos derechos de prestación 
precisamente el Estado tiene que contar con recursos suficientes para su 
cobertura, por lo que el cumplimiento de aquellos es de carácter progresivo ya que 
están en función del desarrollo económico y la eficiencia de la administración 
pública.  La complejidad de los derechos económicos y sociales radica en su 
concreción: cuando se dice que los nicaragüenses tienen derecho al trabajo (artos. 
57, 80) no se entiende que el Estado tenga que ser el oferente por excelencia en 
el mercado laboral buscando como colocar cientos de miles de desocupados que 
demandan un empleo, lo que se trata de decir es que a través de una política 
laboral el Estado debe crear las condiciones para que las personas se ocupen en 
tareas productivas ofrecidas tanto por el sector público como por el sector privado, 
aspirando el pleno empleo. El disfrute de los derechos sociales y laborales es  
responsabilidad tanto del sector público como del sector privado, dentro de la 
dinámica del sistema mixto (vide ut infra). En este sentido los derechos 
económicos y sociales como sinónimos del Constitucionalismo Social hicieron que 
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los Estados se comprometieran en sus cartas constitucionales a través de las 
frases “el Estado procurará” o “el Estado promoverá” como etapa posterior a las 
antiguas frases de “el Estado permite” o “el Estado prohíbe” típicas de los antiguos 
textos fundamentales del Constitucionalismo Clásico.  
Los derechos económicos y sociales fue el sustento jurídico para llevar a cabo la 
ejecución de varios programas sociales en los aspectos de alimentación, salud, 
vivienda, acceso a la educación, energía eléctrica y agua potable para mejorar el 
bienestar de la población más necesitada.  
8.2.2 Soberanía Económica 
Se introdujo un concepto solamente explicable por el fervor revolucionario del 
pueblo nicaragüense, es el concepto de la soberanía económica inmerso dentro 
del concepto general de soberanía popular, nunca antes visto en las cartas 
constitucionales precedentes. De manera que la soberanía económica quedó en 
función implícita de la siguiente disposición:  
La soberanía nacional reside en el pueblo, fuente de todo poder y forjador de su propio 
destino. El pueblo ejerce la democracia decidiendo y participando libremente en la 
construcción del sistema económico, político y social que más conviene a sus intereses. . .  
(arto. 2).  
La soberanía económica está inspirada en el hecho de que Nicaragua proclamaba 
su categórico rechazo a toda injerencia extranjera en sus asuntos internos, a toda 
subordinación de un Estado a otro, puesto que ella misma confesaba su espíritu 
nacional anticolonialista y antimperialista en el mismo texto (arto. 6). Pero sobre la 
Soberanía Económica volveré a reflexionar más adelante.  
8.2.3 Economía Mixta y Propiedad Plural 
Puesto que había un compromiso de que la Nicaragua post-somocista se 
edificaría sobre la base de tres ejes: 1) Pluralismo político; 2) Economía Mixta; y 3) 
no alineamiento; los legisladores constituyentes de aquella época consideraron 
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necesario incorporar ese horizonte en la Constitución Política, de manera que lo 
integraría de la siguiente manera: 
El Estado garantiza la existencia del pluralismo político, la economía mixta y el no 
alineamiento. . . La economía mixta asegura la existencia de distintas formas de propiedad: 
pública, privada, asociativa, cooperativa y comunitaria; todas deben estar en función de los 
intereses superiores de la nación y contribuir a la creación de riquezas para satisfacción de 
las necesidades del país y sus habitantes. (arto. 5).  
En el mismo sentido se pronunciaba el texto constitucional en su arto. 103. Esto se 
debió a que los ejes sobre la cual debía edificarse la nueva Nicaragua para 
muchos debían tener formulación jurídica expresa en la Constitución 
Nicaragüense de 1987 (Serrano Cadera, 1986). El Dr. Alejandro Serrano Caldera, 
alto funcionario para mediados de la década de los años ochenta del siglo recién 
pasado, discursaba:  
La Revolución Popular Sandinista, en consecuencia, no puede más que definir un sistema 
económico que se enmarque fuera de la lógica directa de un capitalismo trasnacional, lo 
que no quiere decir aislarse de las relaciones que determinan las condiciones económicas 
internaciones y geopolíticas. . . (1986, p. 103) 
La economía mixta se venía desenvolviendo como el sistema alternativo entre el 
capitalismo y el socialismo, tomando elementos propios de cada uno de aquellos, 
aceptando al mercado como factor de asignación de recursos y al Estado como su 
rector y redistribuidor de la riqueza. Es decir el sistema mixto era una opción entre 
el estatismo y la mercadolatría, reconociendo las fallas del mercado y las fallas del 
Estado (Sánchez, R., 2007), lo que había que remediarse con su complemento 
recíproco. Consecuentemente el poder político se comprometía (artos. 5, 103) a 
respetar, acondicionar y regular la confluencia de las distintas formas de 
propiedad, entre las cuales figuraba la propiedad privada, considerándose que 
todas en su funcionamiento crearan riqueza para los habitantes del país. La 
distribución y disfrute de la riqueza entre los diferentes miembros de la sociedad 
ha sido un tema sensiblemente polémico en el seno de la Economía por las 
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distintas y hasta contrapuestas posiciones de las escuelas económicas.  Sin 
embargo, con todo y la enunciación oracional del sistema mixto en la Constitución 
las cosas dieron un viraje al ensayarse en la realidad un modelo socializante que 
en medio de circunstancias adversas como la guerra civil y el bloqueo económico 
por Estados Unidos de América terminó desencadenando consecuencias 
catastróficas todavía inolvidables para la sociedad nicaragüense.  
El Programa de la Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional contemplaba la 
edificación de una comunidad nacional en concordancia con aquellos ejes. En el 
libro La Historia de Nicaragua se corrobora que “En el área económica la JGRN 
contemplaba el desarrollo de un sistema económico mixto, que incluiría tres 
grandes áreas: propiedades estatales y sociales, empresas capitalistas, e 
inversiones conjuntas del sector público y privado.” (Kinloch Tijerino, 2005, p. 326). 
Sin embargo en la realidad no se puso en práctica el sistema mixto ya que el 
sector gobierno siempre estuvo en permanente tensión con la empresa privada 
representada en el COSEP; el sistema financiero fue nacionalizado totalmente; 
engendró serias contradicciones con muchos pequeños, medianos y grandes 
productores por la aplicación rígida de un control interno del mercado 
respondiendo a una planificación económica centralizada y por la puesta en 
marcha de megaproyectos estratégicos que no alcanzaron los resultados 
esperados; asimismo se reportaron innumerables confiscaciones a un sector 
desvinculada con el régimen anterior; etc. El sistema mixto en verdad nunca fue 
objeto de un profundo estudio para su implantación, sino que evidentemente se 
improvisó un régimen socializante salido del alineamiento ideológico de los 
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8.2.4 Propiedad Personal 
La propiedad privada por primera vez en la historia constitucional de Nicaragua 
quedaba reducida a su mínima expresión cuando se estipulaba simplemente lo 
siguiente: “Los nicaragüenses tienen derecho a la propiedad personal que les 
garantice los bienes necesarios y esenciales para su desarrollo integral.” (arto. 
44). Todo vestigio de propiedad privada estaba sujeto a la voluntad política por la 
interpretación de la norma de contenido obscuro relacionada con el concepto que 
no abonaba en nada el hecho de que en otros artículos se reconociera que a 
razón del sistema mixto operaría la propiedad privada (artos. 5, 103).  Por 
propiedad personal se entiende artículos o bienes de uso corriente en 
indispensables como lo puede ser un cepillo de dientes. La propiedad privada 
estuvo sujeta a la confiscación y a la nacionalización. Pero una significativa 
novedad en materia de propiedad era que se tomaba en cuenta y se reconocía la 
identidad cultural de las comunidades indígenas de la Costa Caribe, en 
consecuencia se les permitía continuar con sus prácticas comunales de la 
propiedad (arto. 89) de acuerdo a las tradiciones ancestrales propias de su 
idiosincrasia, pero también en realidad se vivieron tiempos de permanente tensión 
con las comunidades indígenas.   
8.2.5 Libertad de Empresa 
La libertad de profesión u oficio quedó de la siguiente manera: “Todo nicaragüense 
tiene derecho a elegir y ejercer libremente su profesión u oficio y a escoger un 
lugar de trabajo sin más requisitos que el título académico y que cumpla una 
función social. (arto. 86)”. Lo que indicaba lógicamente que también la libertad de 
empresa en su ejercicio no tendría que tener ningún tipo de problemas, ya que en 
otro lugar de la misma se había dejado establecido que las empresas que se 
organizaran bajo el sistema mixto gozarían de protección e igualdad ante la Ley y 
que la iniciativa económica era libre (arto. 105). Este artículo sigue intacto al día 
de hoy.  
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8.2.6 Intervencionismo Estatal 
La función del Estado en la Economía como expresión normativa del 
intervencionismo de estado quedó de la siguiente manera: “La función principal del 
Estado en la economía es desarrollar materialmente al país, suprimir el atraso y la 
dependencia heredados, mejorar las condiciones de vida del pueblo y realizar una 
distribución más justa de la riqueza” (arto. 98). Este artículo sigue intacto al día de 
hoy. No obstante es importante resaltar que considerándose para ese tiempo a la 
Revolución como fuente primaria del Derecho, el hecho que por ningún lado se 
mencionaba todavía que la República de Nicaragua era un Estado Social de 
Derecho y el hecho de que existiera un mayúsculo régimen presidencialista, el 
ambiente permitía la intromisión arbitraria del poder en las actividades 
económicas, a pesar de las libertades  y garantías postuladas.   
De esta manera Nicaragua se adhería a la tendencia latinoamericana de 
considerar al Estado dentro del Constitucionalismo Económico y del Derecho 
Económico como promotor activo del desarrollo económico. Evidentemente se le 
había asignado al Estado la gran tarea de cumplir una determinante función en la 
economía, lo que se tradujo en un notable intervencionismo. Quizás la confesión 
más evidente del modelo socializante que se estaba improvisando en Nicaragua 
quedó consignada en la siguiente disposición:  
 El Estado dirige y planifica la economía nacional para garantizar y defender los intereses 
de las mayorías y orientarlas en función de los objetivos del progreso económico social.  
La Banca Central, el Sistema Financiero Nacional, los Seguros y Reaseguros, y el 
Comercio Exterior, como instrumentos de la dirección económica, corresponden al área 
estatal de manera irrenunciable. (arto. 99). 
El intervencionismo estatal quedó confirmado ipso jure con la facultad del 
Presidente de la República de dirigir la economía del país determinando la política 
económica y el programa económico social (arto. 150.13) y la competencia de la 
Asamblea Nacional de conocer sobre las acciones que hiciera el Poder Ejecutivo 
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en ese ámbito (arto. 138.21). Pero el poder ejecutivo gozaba de la facultad de 
crear tributos mediante decreto ejecutivo con fuerza de ley y porque estaba 
facultado al mismo tiempo para legislar en períodos en que recesara la Asamblea 
Nacional (arto. 150 inc. 4, 7).   
8.2.7 Recursos Naturales: Patrimonio Nacional 
Otra cosa a destacar es que el Estado cuenta con el medio ambiente y los 
recursos naturales para su explotación racional (arto. 102) que a su vez le genera 
una obligación todavía de mayor importancia: la de velar por su conservación y 
regeneración ecológica.  El artículo sigue intacto al día de hoy.  
8.2.8 Protección de los Consumidores 
Otro mérito de la letra del texto constitucional aprobado en 1987 es que se 
incorporaba una disposición que sin ser completa ofrecía una protección y defensa 
de los intereses de los consumidores  y una especie de seguridad en materia 
alimentaria:  
Es obligación del Estado regular justa y racionalmente la distribución de los bienes básicos 
de consumo y su abastecimiento, tanto en el campo como en la ciudad. La especulación y 
el acaparamiento son incompatibles con el régimen económico social y constituyen delitos 
graves contra el pueblo. (arto. 105) 
8.2.9 Reforma Agraria, Finanzas Públicas y Contraloría General de la 
República 
Otra innovación que trajo la Constitución Nicaragüense de 1987 fue el tratamiento 
del problema del agro. Se constitucionalizó la Reforma Agraria llevada a cabo en 
la Revolución Popular Sandinista como medio de transformación del régimen de 
tenencia de la tierra para una justa distribución de la misma, en el sentido de 
liberarla de las pocas manos que acaparaban grandes latifundios  y repartirla entre 
los que verdaderamente la trabajaren, favoreciendo prioritariamente al campesino 
por mucho tiempo explotado.  
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La Reforma Agraria había sido iniciada ligeramente durante el gobierno de Luis 
Somoza Debayle para mitigar el ambiente conflictivo que se generaba en el país 
por el problema de la tierra, máxime cuando el cultivo del algodón estaba en auge 
en zona del pacífico y la tierra era codiciada tanto por campesinos como por 
empresarios y terratenientes (Núñez Soto, 2005). El gobierno creó el Instituto  
Agrario Nicaragüense (IAN) en 1964 para llevar a cabo el proyecto agrario, con el 
que, en datos de Núñez Soto (2005), se beneficiaron alrededor de 2,500 familias y 
se afectó un área estimada de 40,000 manzanas. La Reforma Agraria del Pdte. 
Luis Somoza Debayle fue un proyecto que siguió los lineamientos de la “Alianza 
para el Progreso” promovida en América Latina por el Pdte. J. F. Kennedy de los 
Estados Unidos de América.   
Volviendo a 1987, la Reforma Agraria tenía la filosofía en el texto constitucional de 
favorecer a los que carecían de tierras no obstante contaban con la fuerza de 
trabajo para hacerla productiva; es decir, convertirlos de siervos de la tierra en 
dueños de la tierra, destruyendo las ruines relaciones de coloniaje, rentismo, 
precarismo, aparcería, mediería, etc. La experiencia nicaragüense se sumó a la 
Reforma Agraria de México (primera en América Latina) y de Cuba. Con la 
Reforma Agraria se intentaba eliminar el latifundio ocioso e incrementar la 
producción mediante el fomento a las cooperativas agrícolas y su inclusión 
permanente en los planes de desarrollo económico y social (artos. 109, 110). La 
Reforma Agraria sandinista en datos de Núñez Soto (2005) benefició 
aproximadamente a  90,000 familias y afectó cerca de 3 millones y medio de 
manzanas. Pero también hubo un efecto negativo al crear un verdadero 
pandemonio en materia de ordenamiento y seguridad de la propiedad por 
múltiples factores que son innecesarios traerlos aquí. La Reforma Agraria elevada 
a rango constitucional no fue sino la legitimación de las acciones que se venían 
realizando en el ramo encargadas administrativamente al Ministerio de Desarrollo 
Agropecuario y Reforma Agraria  y especialmente al Instituto Nacional de Reforma 
Agraria con anterioridad a 1987.  
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En el mismo lugar, se creó la Contraloría General de la República como organismo 
rector del sistema de control y fiscalización de Administración Pública y el Área 
Propiedad del Pueblo,  áreas que en ese tiempo se proliferaron como política 
característica  del gobierno revolucionario y de la época misma en Nicaragua. La 
Contraloría General de la República vino a ser una versión modernizada de los 
otrora Tribunales de Cuenta. Finalmente se ubicarían en el último capítulo del 
Título VII las disposiciones relativas al Presupuesto General de la República (arto. 
112 y ss.), en el que se ordena ya se elabore mediante una ley anual (norma de 
vigencia determinada) que contenga los ingresos y egresos ordinarios y 
extraordinarios, su fuentes y destinos. Cualquier gasto extraordinario se realizaría 
de cara al futuro solamente mediante Ley. A pesar que estableció que las 
contribuciones tributarias solo pueden regularse mediante ley que contenga todos 
los presupuestos constitutivos (arto. 115) no depositó la materia tributaria como 
tema exclusivo en su creación, modificación y extinción dentro de las funciones del 
Poder Legislativo por lo que el Presidente de la República en virtud de sus 
facultades concedidas también podía emitir decretos ejecutivos con fuerza de ley 
en materia administrativa y fiscal (arto. 150.4) y, mucho más aún, legislar en lo que 
se le delegara en períodos de receso de la Asamblea Nacional (arto. 150.7).  Sí se 
dejó claro que el sistema tributario debe tomar en consideración la distribución de 
las riquezas y de las rentas (arto. 114).  
8.3 LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA REFORMADA DE 1995 
A raíz de la transición gubernamental del Frente Sandinista de Liberación Nacional 
a la Unión Nacional Opositora en el poder (1990), el país comienza  a 
experimentar cambios provocados por políticas de liberalización y 
descentralización de la economía, inducidas por organismos internacionales como 
el Fondo Monetario Internacional para ser calificables como sujetos de crédito y de 
cooperación económica. Durante la Administración de Doña Violeta Barrios de 
Chamorro se comenzó a impulsar prioritariamente una política de reordenamiento 
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de la propiedad por los efectos del proceso de Reforma Agraria y de las 
confiscaciones en general llevadas a cabo por el gobierno revolucionario.  
En este nuevo capítulo de la historia nacional reapareció la banca privada en 
Nicaragua, abriendo sus puertas el Banco Mercantil, el Banco de la Producción y 
el Banco de América Central; se le reasignaron funciones al Banco Central de 
Nicaragua compatibles con su naturaleza a través de una nueva Ley Orgánica; se 
creó la Superintendencia de Bancos para que fuera vigilante del funcionamiento 
de la banca comercial; se promulgó la Ley No. 182, Ley de Defensa de los 
Consumidores, entre otras cosas que dinamizaron el marco regulatorio e 
institucional de la economía.  
El liberalismo tomó de nuevo los controles de mando del Estado y no tuvo 
intenciones de cejar en ninguno de los terrenos. Era necesario reformar la 
Constitución y asegurarse un orden económico que basado en el respeto 
inequívoco de la propiedad privada, la libre empresa y el pluralismo político y 
social para reactivar lo más rápido posible una economía de mercado y libre 
competencia. Las transformaciones sociales y económicas  se ratificaron vía 
reforma constitucional en el año 1995. Las reformas de 1995 hicieron que fuera 
una “constitucionalidad sobrevenida” el hecho que existiera ya para ese tiempo un  
sistema bancario financiero con amplia participación privada; lo menciono 
curiosamente para fines académicos y para los especialistas en la materia, ya que 
la situación hasta ese momento era de anticonstitucionalidad puesto que por 
mandato de la Constitución Política no reformada de 1987 (arto. 99), “el sistema 
financiero, los seguros y reaseguros como instrumento de dirección económica, 
correspondían al área estatal de manera irrenunciable” (el subrayado es mío). 
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A partir de la reforma de 1995, el Estado nicaragüense se declara como Estado 
Social de Derecho (arto. 130)20.  Esto significa entre cosas ya desarrolladas (ut 
vide retro) que los funcionarios y empleados públicos están al servicio del pueblo y 
que ”ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá más 
facultad, autoridad y jurisdicción que las que le confieren la Constitución Política y 
las Leyes de la República” (arto. 183), llamado principio de legalidad 
administrativa. Uno de los más grandes principios constitutivos del Estado Social 
de Derecho de Nicaragua es el que dice que los derechos de cada uno están 
limitados por los derechos de los demás por la seguridad de todos y las justas 
exigencias del bien común (arto. 24), que es lo que García-Pelayo (1977) llama 
“principio de ajuste social”. Para el ajuste social es necesario por la lógica que he 
venido siguiendo el bienestar social y económico. Son de enorme importancia 
estructural el principio de supremacía constitucional (arto. 182) y el control 
constitucional del ordenamiento jurídico (artos. 45, 187 y ss.).  
Como ya vimos la relación existente entre Constitución Económica como concepto 
del Derecho Constitucional con el Derecho Económico, efectivamente en nuestra 
realidad nacional las directrices de las cuales se orienta la legislación económica, 
la legislación mercantil y cualquier otra legislación cuya materia esté relacionada 
con lo económico, se encuentran en la carta constitucional vigente repartidas en 
varias partes de la misma, pero que están agrupadas principalmente en el Título 
IV: Derechos, Deberes y Garantías del Pueblo Nicaragüense y el Título XI: 
Economía Nacional, Reforma Agraria y Finanzas Públicas. A continuación me 
permito realizar ciertas reflexiones en torno a los principios vertebrales de la 
Constitución Económica Nicaragüense vigente. 
 
                                                            
20Concepto que por cierto fue propuesto en la reforma constitucional por el Dr. Cairo Manuel López, 
Diputado de la Asamblea Nacional para ese entonces, y que había venido pregonándolo ex cathedra desde 
las aulas de los recintos universitarios. 
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8.3.1 Soberanía Económica 
El artículo que contiene el principio de la soberanía económica fue objeto de un 
ligero retoque en 1995, en el sentido de darle una connotación más allegada a una 
democracia participativa y deliberativa con respecto a lo puesto en 1987. El 
principio de soberanía económica (arto. 2) es la clásica definición de la soberanía 
rousseauniana actualizada al sistema económico. La soberanía económica puede 
ser entendida como la potestad irrenunciable del pueblo de decidir y poner en 
funcionamiento el sistema económico que mejor le satisfaga sus necesidades 
individuales y colectivas, esto, es que resuelva sus problemas económicos. Es el 
poder excelso de la sociedad de votar su propio sistema económico y en virtud de 
la cual pueden o no consentir las políticas económicas que el gobierno ejecute. La 
soberanía económica íntimamente ligada al derecho a la libre autodeterminación 
de los pueblos (arto. 5) excluye la posibilidad de que cualquier otro país u 
organismo externo decida o imponga el sistema económico de los nicaragüenses. 
Pero a propósito, ¿nuestro sistema económico acaso no es programado por las 
superpotencias y las instituciones financieras internacionales?; ¿Nicaragua 
verdaderamente vota su propio sistema económico o acaso es determinado por 
las superpotencias del orbe? En el supuesto de que el sistema económico 
nicaragüense sea decidido por agentes externos ¿sería justa esta situación? La 
respuesta se la dejo a los lectores.  
Quizás la soberanía económica tenga verdadera importancia en las 
superpotencias que establecen el sistema económico mundial, mientras que en 
países como el nuestro su existencia sea tan sólo virtual por el subdesarrollo en el 
que nos encontramos: dependientes de la ayuda externa y sin posible 
autosostenibilidad. Como se ve, nos hemos topado de golpe y porrazo con un 
ejemplo claro del lugar que le corresponde al aspecto económico y al aspecto 
jurídico. Si nuestra soberanía económica excluye toda injerencia extranjera en la 
construcción de nuestro sistema económico ¿Por qué deben permitirse las 
condicionalidades o la presión de órganos externos?  Pareciera que 
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probablemente el fondo del asunto obedece a razones económicas que escapan 
del presente trabajo. Solo queda recordar que Nicaragua es el país más pobre de 
Centroamérica y el segundo más pobre de América Latina.  
8.3.2 Propiedad Privada 
Uno de los pilares que fundamenta nuestra Constitución Económica y el sistema 
económico nicaragüense de acuerdo a la hipótesis propuesta preliminarmente es 
el derecho a la propiedad privada tanto de los bienes muebles e inmuebles como 
de los instrumentos y medios de producción (arto. 44). Es decir, los individuos 
tendrán dominio privado sobre los bienes de consumo, así como sobre los bienes 
de capital. La propiedad privada vista como ese sentimiento de apropiación 
individual del ser humano sobre las cosas para su satisfacción, ese estímulo 
material intrínseco que en muchas personas puede ser voraz y feroz, se ve 
limitado al menos por escrito por un concepto bastante llamativo: la función 
social21 (arto. 44). Y es que no puede haber propiedad que sea ilimitada 
(Samuelson, 1965). La función social es el recurso socio-jurídico que vino a 
restringir la propiedad individual. Pero al mismo tiempo, la función social es la 
concepción que vino a justificar la existencia de la propiedad particular frente a 
aquellos que abogaban por su eliminación total por ser presupuesto de las 
contradicciones clasistas en el Estado liberal. Todavía resuenan aquellas 
estremecedoras palabras de denuncia por parte de P. J. Proudhon que dicen que 
le propiété c´est le vol22, desde que el filósofo las escribió en su libro ¿Qué es la 
Propiedad? Las consecuencias que la función social acarrea es que la propiedad 
                                                            
21 La función social de la propiedad se debe en parte a las consideraciones del jurista francés exponente del 
servicio público Leon Duguit y a la doctrina social de la Iglesia Católica con las encíclicas papales que datan 
desde Juan XXIII o si se prefiere León XIII hasta nuestros días. Entre todo el compendio de la Doctrina Social 
Cristiana, me permito citar: Mater et magistra, Rerum Novarum, Quadragesimo anno, Divini redemptoris, 
Mater et magistra, Pacem in terris, Populorum progressio, Laborem excersens, sollicitudo rei socialis, 
Centesimus annus, Veritatis Splendor, entre otras. 
22 “La Propiedad es un robo”  
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privada estará sujeta a las permisiones, proscripciones y obligaciones que la Ley 
imponga en cuanto a su ejercicio; además de la expropiación forzosa a que pueda 
ser sometida por causa de utilidad pública o interés social previa indemnización. 
La función social de la propiedad es una de las muchas expresiones del 
Constitucionalismo Social presente tanto en la Constitución Política de Nicaragua 
como en una gran parte de las constituciones políticas modernas23.  La seguridad 
de la propiedad en Nicaragua se refuerza con la prohibición de que sea objeto de 
confiscación, debiendo responder con sus bienes los funcionarios que pasen por 
alto la prohibición (arto 44). Esto último tiene el trasfondo de evitar que la 
confiscación fuera el medio para despojar de los bienes inmuebles a los 
ciudadanos para que se depositaran en el haber de los funcionarios públicos. La 
legislación ordinaria dispone que el derecho de reivindicar los bienes confiscados 
es imprescriptible (arto. 876 C.), precepto que data desde los tiempos del 
liberalismo del General Zelaya (ut vide retro). Sin olvidar los bienes inmateriales, el 
texto constitucional reformado en 1995 también garantiza la propiedad intelectual 
en relación a la libre creación e investigación de las ciencias, la tecnología, las 
artes y las letras (arto. 125).  
8.3.3 Propiedad Plural 
Nicaragua hace énfasis en las distintas formas de propiedad, o en tres palabras, la 
propiedad plural. Con propiedad plural entiéndase la coexistencia de la propiedad 
pública, privada, asociativa, cooperativa, comunitaria y mixta dentro del marco de 
la función social y los intereses superiores de la nación (artos. 5, 99, 103). En 
virtud de lo cual, se reconoce el paralelismo entre propiedad estatal y propiedad 
privada, división neural de la cual se derivan: la propiedad societaria con fines o 
                                                            
23 Arto. 24 de la Constitución Política de Chile; arto. 115 de la Constitución Política de Venezuela; artos. 5 y 
170 de la Constitución Política del Brasil; arto. 33 de la Constitución Española; arto. 14 de la Ley 
Fundamental de Alemania, la cual utiliza la expresión “bien común” según su traducción al español; con 
menos texto, el arto. 15 de la Constitución de Finlandia.  
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sin fines de lucro, la propiedad cooperativa, la propiedad comunal de las 
comunidades indígenas (arto. 5 y 89) y la propiedad mixta (por ejemplo las 
empresas de participación pública y privada)24. 
8.3.4 Libertad Individual 
El nicaragüense también es libre, o al menos tiene derecho a serlo. Efectivamente, 
otro de los ejes cardinales sobre los que descansa la Constitución Económica es 
que las personas tienen derecho a la libertad individual (arto. 25.1). Premisa que 
en su aplicación consecuente conduce a la libertad de elección y ejercicio de una 
profesión (arto. 86), que a su vez nos lleva a la libertad de empresa reconocida 
también de manera inequívoca (arto. 99). La libertad de empresa es ratificada con 
la expresión “la iniciativa económica es libre” (arto. 104) en el sentido de que cada 
quien elegirá la manera que más le convenga de ganarse los medios de vida 
siempre, claro está, teniendo por tope la Ley como expresión de la voluntad 
general. Lo anterior lleva en sus entrañas el mismo espíritu de las palabras de 
quien fuera Ministro de Economía en la Alemania de Posguerra y artífice del 
“milagro alemán”, Ludwig Erhard, cuando dijo que ”el hombre que 
económicamente no era libre, simplemente no era libre”. Vale agregar que Erhard 
como adepto de la escuela de la “economía social de mercado”, naturalmente 
concebía que esa libertad individual debía encontrar su freno en el interés social 
nacional. 
8.3.5 Libertad de Empresa 
Como extensión de la libertad individual, la libertad de empresa (artos. 99, 104) es 
otro de los grandes pilares de la Constitución Económica nicaragüense de acuerdo 
a la hipótesis trazada.  La libertad de empresa es el concepto que responde a la 
modernidad en sustitución de la libertad de comercio y la libertad de industria, 
                                                            
24 Pueden agregarse: la copropiedad, la comunidad de bienes, la nudapropiedad, la propiedad municipal, la 
propiedad pública de dominio particular, la propiedad industrial, etc. 
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términos que tuvieron bastante uso tradicional en el pasado cuando en lugar de 
tráfico de bienes y servicios se hablaba solamente de tráfico de mercancías 
(Herrera Espinoza, 2004).  
Como señalan muchos autores, por libertad de empresa entiéndase 
amplificativamente “la libertad de creación de empresas y libertad de acceso al 
mercado, la libertad de organización del empresario y, finalmente, a la libertad de 
dirección de la empresa” (Herrera Espinoza, 2004, p. 93).  La empresa supone al 
mercado y por tanto la competencia entre los agentes. El texto al señalar que “el 
ejercicio de las actividades económica corresponde primordialmente a los 
particulares” (arto. 99), deja claro que la economía la cargan sobre sus espaldas 
principalmente los nicaragüenses considerados particularmente, lo que supuso un 
extraordinario viraje ya que los particulares serían el motor principal de la 
economía. En el mismo sentido con la reforma de 1995 se legitimó 
retroactivamente la participación del capital privado en el sistema financiero 
nacional, cuestión que con la Constitución de 1987 era imposible pues aquel texto 
preceptuaba ad litteram: “La Banca Central, el Sistema Financiero Nacional, los 
Seguros y Reaseguros, y el Comercio Exterior, como instrumentos de la dirección 
económica, corresponden al área estatal de manera irrenunciable.” (arto. 99). 
8.3.6 Intervencionismo Estatal 
Las liberalizantes reformas de 1995 dejaron intacto el artículo relativo a la función 
del Estado en la economía. El Estado nicaragüense habiéndose reestructurado en 
un Estado Social se planteó ser “responsable de promover el desarrollo integral 
del país” y “garantizar los intereses y las necesidades particulares, sociales, 
sectoriales y regionales de la nación” (arto.99), a como habíamos dicho que la 
organización política surge en función de las necesidades según el pensamiento 
sansimoniano, y que un Estado Social tiene que atender los intereses de una 
comunidad pluricentrista. El Estado como sector público convive con el sector 
privado, sin embargo el segundo tiene que ir a la zaga de la dirección del primero 
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por ser éste último la institución realizadora de los negocios comunes y 
resguardadora del interés colectivo. En el Diario de Debates de la reforma 
constitucional de 1995 sobre esta parte quedó consignada la discusión que se 
trabó entre considerar al Estado como gestor del desarrollo nacional o como 
gestor del bien común, problema que se saldó al acordar integrar ambas facetas.  
Con la reforma constitucional de 1995, el Banco Central de Nicaragua se convirtió 
en un órgano de creación constitucional cuyo rol sería ser “el ente estatal 
regulador del sistema monetario”, como vimos su prescripción data implícitamente 
desde la Constitución Nicaragüense de 1950. En la Constitución Política de Chile 
(1980) se dedica exclusivamente un capítulo (artos. 108 y 109) para tratar sobre el 
Banco Central de Chile como órgano de creación constitucional. El Banco Central 
es el responsable de la política monetaria y cambiaria, así como el Ministerio de 
hacienda y Crédito Público es responsable de la política fiscal y el Ministerio de 
Fomento Industria y Comercio lo es en políticas comerciales. Asimismo en virtud 
de las reformas, el texto permite el establecimiento de bancos estatales y otras 
instituciones financieras estatales para el financiamiento, fomento y diversificación 
de la producción a la par de los bancos comerciales e instituciones privadas del 
sistema financiero.  
Por otra parte al Poder Ejecutivo le corresponde “dirigir la economía del país, 
determinando la política y el programa económico social” (Arto. 150.13). Como 
órgano de respaldo para llevar a cabo esta atribución la reforma a la constitución 
dio vida al Consejo Nacional de Planificación Económica y Social (CONPES) el 
cual orgánicamente debe estar compuesto por una comunidad multisectorial 
participantes directos de la vida productiva del país25. Pero no solo el Poder 
Ejecutivo tiene una función  o, mejor técnicamente, intervención en la economía - 
                                                            
25Por mencionar dos ejemplos de Derecho Comparado, los artos. 69 y ss. de la Constitución Política de la 
República de Francia de 1958 prevén la creación y funcionamiento de un Consejo Económico,  Social y 
Medioambiental. En Latinoamérica el arto. 206 de la Constitución Política de la República Oriental de 1967 
de Uruguay dispone la creación de un Consejo de Economía Nacional.  
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porque como dice Baena de Alcázar (1966, p. 36, 37): “uno de los términos 
técnicos más aceptados por ser tan amplio y genérico para calificar el fenómeno 
de la actuación del Estado en la vida económica es el de “intervención”.-, la 
Asamblea Nacional está facultada para: 1) Conocer, discutir y aprobar el Proyecto 
de Ley Anual del Presupuesto General de la República (arto. 138.6), elaborado por 
el Poder Ejecutivo (arto. 150.5); 2) Recomendar sobre los planes económicos 
gubernamentales (arto. 138.21);  3) Crear, aprobar, modificar o suprimir tributos 
(arto. 138.27); y 4) Legislar sobre materia económica para lo cual cuenta con una 
comisión de instalación permanente encargada de los asuntos económicos.  
Finalmente, a como se puede advertir de la experiencia colombiana expuesta por 
Uprimny (2001), puede ocurrir que el Poder Judicial encontrando fundamento en el 
texto constitucional o en cualquier otra ley, a través de sus resoluciones modifique 
con consecuencias incluidas la actividad económica privada e incuso la función de 
los demás poderes públicos en lo económico, provocando serias contradicciones 
intestinas en el poder estatal.  
8.3.7 Economía Mixta 
El sistema mixto en Nicaragua entra escena con la Constitución de 1987 cuando 
en el arto. 5 se mencionaba que el Estado garantizaba el pluralismo político, la 
economía mixta y el no alineamiento por la coyuntura político-ideológica mundial. 
Luego se enunciaba que las distintas formas de propiedad funcionaban dentro de 
una economía mixta (arto. 103), articulo este que se ha mantenido intacto a la 
fecha a pesar de las substanciales modificaciones de 1995. Y es que la libre 
iniciativa privada en trabajo simultáneo con la función estatal, es decir lo que en la 
Constitución Española sería la iniciativa económica privada versus la iniciativa 
económica pública (Asenjo, 1984), dan lugar a la economía mixta porque ni es una 
economía de mercado ya que el Estado participa y dirige, ni es una economía 
estatalizada porque la iniciativa privada cumple un rol protagónico. El Prof. 
Samuelson (1965) describiendo la economía de los Estados Unidos de su tiempo 
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decía que tenía “un carácter mixto, basado en la libre empresa, pero con una 
regulación económica ejercida por instituciones públicas y privadas.” (p. 38), por lo 
que le daba el nombre de “sistema mixto de empresa capitalista” (p. 38). Desde 
otro punto de vista, el Prof. Samuelson (1965) un poco más adelante señalaba que 
el sistema también era mixto porque había libre competencia a la vez que 
monopolios.   
Algunas características que definen al sistema mixto según el juicio del Prof. Jorge 
Witker (1995, p. 28) son las siguientes:  
¾ Rectoría del Estado en la dirección del sistema económico. 
¾ Creación de un sector público estratégico.  
¾ Existencia de empresas nacionales privadas y extranjeras.  
¾ Áreas económicas planificadas o publicitadas.  
¾ Áreas económicas concurrenciales o privatizadas.  
¾ Aceptación parcial y regulada de los mecanismos del mercado. 
¾ Liberación parcial del comercio exterior.  
¾ Protección estatal de sectores atrasados.  
¾ Servicios públicos en salud, seguridad social, etc.  
¾ Libertad individual empresarial.  
En la misma idea del Prof. Witker (1995), el sistema de economía mixta surgió a 
partir de la experiencia de la crisis de los años treinta del siglo pasado con las 
teorías de John Maynard Keynes y el “New Deal” del Presidente Franklin Delano 
Roosevelt en Estados Unidos de América, al darse los supuestos de paralización 
del sistema de las economías de libre mercado.  En el sistema mixto operan la 
libre empresa, el mecanismo de precios, el mercado y la competencia, pero 
reguladas y orientadas por el Estado quien tiene una misión económica a la cual 
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no puede renunciar. Se necesita de un Estado fuerte, de un Estado que trabaje 
por la eficiencia económica, la equidad y el crecimiento (Sánchez, R., 2007). Se 
dice que en la actualidad la mayoría de las economías del mundo son economías 
mixtas (Sánchez, R., 2007). En el supuesto de que así sea, el sistema confirma su 
funcionalidad, a diferencia de lo que pensaban Ludwig Von Mises, Friedrich Von 
Hayek y Milton Friedman, afamados liberales incurables, que descartaban el 
sistema mixto porque veían en aquel el camino al socialismo y porque concebían 
rígidamente solamente dos sistemas: o uno totalmente regido por el libre juego del 
mercado o uno totalmente regido por la planificación imperativa estatal; “no hay 
caminos intermedios” son las palabras exactas de Ludwig Von Mises en su libro 
“Liberalismo”.  
En Nicaragua a partir de 1990 el país hizo un giro de trescientos sesenta grados 
cuando la Administración Chamorro “a fin de sustituir la economía mixta y 
planificada del régimen sandinista por una economía de libre mercado.” (Kinloch 
Tijerino, 2005, p. 360), comenzó a liberalizar la economía obedeciendo a los 
compromisos asumidos con el “Programa de Estabilización Monetaria y Ajuste 
Estructural” cuyo cumplimento estuvo supervisado por el Fondo Monetario 
Internacional. El financiamiento y la cooperación externa estarían sujetos al 
cumplimiento del Programa debido a la alta dependencia de Nicaragua de la 
ayuda exterior. Entre las medidas que se aplicaron destaco las siguientes: 
reducción del presupuesto en materia de bienestar social; privatización acelerada 
de muchos sectores nacionalizados durante el régimen anterior como el sistema 
financiero; venta de las empresas industriales y agropecuarias del Estado, etc. 
Una vez más todas las transformaciones económicas y sociales fueron legitimadas 
a posteriori con la reforma económico-constitucional de la carta magna en 1995.  
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8.3.8 Aseguramiento del Servicio Público, Salud, Educación y Protección al 
Consumidor  
El Estado al reforzar su naturaleza social desde su composición orgánica, por 
medio de la reforma constitucional de 1995 se comprometió a prestar y regular los 
servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transporte, 
infraestructura vial, puertos y aeropuertos, sin perjuicio de las concesiones que 
pueda otorgar en manos privadas (arto. 105). A su vez en el mismo artículo 
reafirmó el contenido sociológico del Estado nicaragüense al proclamar como 
deber indeclinable la prestación y mejora de los servicios de educación (véase 
también arto. 58), salud (véase también arto. 59) y seguridad social (véase 
también 82.7) al cual ya habían sido enunciados como derechos fundamentales a 
favor de la población. Además “se garantiza la gratuidad de la salud” lo que debe 
cumplirse independientemente de la sucesión de gobiernos. Luego el artículo 
adicionado termina con que el Estado debe garantizar el control de calidad de 
bienes y servicios y evitar la especulación de los bienes básicos de consumo, 
base para la política y marco jurídico-institucional de protección al consumidor y la 
soberanía y seguridad alimentaria y nutricional, temas de vigencias actual.    
8.3.9 Reforma Agraria, Finanzas Públicas y Contraloría General de la 
República 
La Reforma Agraria quedó elevada a rango constitucional desde 1987. Pero en 
1995 una de las agitadas discusiones registradas en el Diario de Debates de 1995 
fue la del agregado al articulado que decía se les garantizaba la propiedad a todos 
los campesinos que habían sido beneficiarios de las misma (arto. 106), en razón 
de que si para muchos la Reforma Agraria había sido un verdadero proceso de 
democratización de la tierra, para otros había sido el encubrimiento revolucionario 
de un asalto desvergonzado a la propiedad privada. Sin embargo en una movida 
por garantizar el respeto de las propiedades transferidas a los beneficiarios de la 
Reforma Agraria, el Frente Sandinista de Liberación Nacional firmó con la Unión 
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Nacional Opositora un documento llamado “Protocolo de Transición” donde se 
negociaron otros puntos delicados al momento, todo para relajar el clima político 
nicaragüense que peligraba desembocara en una nueva guerra civil (Kinloch 
Tijerino, 2005).    
La última parte de la Constitución Económica en Nicaragua está depositada en las 
disposiciones relativas al Presupuesto General de la República (arto. 112 y ss.), 
en el que se ordena se elabore mediante una ley anual (norma de vigencia 
determinada) que contenga los ingresos y egresos ordinarios y extraordinarios, su 
fuentes y destinos. Cualquier gasto extraordinario se realizará solamente mediante 
Ley. Este precepto es base para la ya vigente Ley de Administración Financiera y 
Régimen Presupuestario. Como ya había descrito, al Proyecto de Ley Anual del 
Presupuesto General de la República le corresponde ser elaborado por el Poder 
Ejecutivo (arto. 150.5) y aprobado previa discusión por el Poder Legislativo (arto. 
138.6). Un dato importante es que se deja sentado normativamente que la Ley 
Anual de Presupuesto General no es lugar para la creación de cargas tributarias. 
Las contribuciones tributarias solo pueden regularse mediante ley que contenga 
todos los presupuestos constitutivos (arto. 115) y es materia exclusiva e 
indelegable de la Asamblea Nacional (arto. 114). También se deja claro que el 
sistema tributario debe tomar en consideración la distribución de las riquezas y de 
las rentas (principio de proporcionalidad y principio de capacidad contributiva).  
Finalmente la Constitución Económica nicaragüense termina con la creación a 
rango constitucional de la Contraloría General de la República como organismo 
rector del sistema de control de la Administración Pública y fiscalización de los 
bienes y recursos del Estado (Capítulo IV del Título VIII De la Organización del 
Estado, arto. 154 y ss.). La Contraloría es el guardián de la buena gestión del 
Presupuesto General de la República y por tanto pieza dentro del esquema de la 
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Constitución Económica de la carta fundamental26, de manera que si hubiera 
grandes anomalías en la gestión presupuestaria es tanto responsabilidad de los 
entes que administran los fondos como de la Contraloría que vela por su uso 
eficiente y transparente. El rol de la Contraloría ha sido tan determinante e 
influyente en otros países que se le ha considerado como uno más entre los 
Poderes del Estado y no han faltado las propuestas para elevarlo como tal a nivel 
orgánico-constitucional.   
8.4 CONSIDERACIONES FINALES 
La Constitución Económica inmersa en el Constitucionalismo Social es un nuevo 
enfoque para analizar e interpretar los textos constitucionales. En los tiempos 
presentes tanto el marco jurídico-institucional como las políticas económicas y 
sociales se miden tomando como indicador el bienestar económico y social de la 
población. La democracia política hoy en día es impensable sin una democracia 
económica y social (arto.99).  
En Nicaragua el enfoque para analizar el desenvolvimiento histórico de las 
constituciones políticas ha sido estáticamente fiel al Constitucionalismo Clásico. 
Por ejemplo, el Prof. Antonio Esgueva Gómez (2006) hace un recorrido 
historiográfico desde el punto de vista político. El estilo clásico se evidencia en el 
siguiente párrafo introductorio: “El presente trabajo tiene como objetivo hacer un 
recorrido por la historia de Nicaragua captando ciertos momentos que han podido 
tener un peso específico a la hora de promulgar o reformar las diferentes 
constituciones del país.” (Esgueva Gómez, 2006, p. 9). Hasta aquí la transcripción. 
Pero por ningún lado encontramos el análisis de los móviles de las maniobras 
políticas para la promulgación de los textos constitucionales o sus reformas y la 
                                                            
26Del mismo parecer es el autor del artículo  Contenido Económico en la Constitución Política de la 
República de Nicaragua (2000).  
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preocupación coyuntural por la aprobación de la Constitución de 1987 y las 
reformas parciales de 1995 en lo concerniente al régimen constitucional 
económico. Máxime cuando por primera vez en la historia constitucional 
nicaragüense los legisladores (en Asamblea Nacional Constituyente y Ordinaria, 
respectivamente) consideraron de estricta prioridad la incorporación de un Título 
dedicado exclusivamente a la cuestión económica en la Ley Fundamental. ¿Qué 
sería del poder político sin el poder económico?  
La Constitución de 1987 fue la expresión de lo que el proceso revolucionario se 
hubo propuesto transformar después de 1979 en lo económico, social, político y 
jurídico.  El contexto internacional era delicado ya que el mundo estaba polarizado, 
a solo años antes de que se derrumbara el muro de Berlín y se defenestrara la 
Unión Soviética. Para ese tiempo había una portentosa miscelánea ideológica en 
la nación, la cual generaba fuertes expectativas y zozobras sobre qué es lo que 
predominaría en la estructuración del Estado nicaragüense. El historiador no 
puede reducir la historia a lo político, al teatro público, al acto externo, porque 
entonces la seguiría parcializando, sería una historia subjetiva. Pero los mismos 
historiadores para hacerse perdonar sus deslices no tienen más que declarar sus 
errores en cuanto tales y corregir sus métodos; puesto que como diría Federico 
Nietzsche, los historiadores también son culpables de la falsificación de los 
acontecimientos de la humanidad y de que la historia camine invertida al relatar 
falsos progresos. Yo mismo al haber escrito sobre historia quedo sujeto al alcance 
de las altisonantes acusaciones del filósofo alemán de haber reproducido los 
vicios del relato historiográfico.  
Vemos pues que en la literatura constitucional nicaragüense el constitucionalismo 
ha sido tratado con un perfil eminentemente clásico, tanto que se ve envuelto en 
promiscuidad con la política tradicional y los intereses y los designios de los 
partidos políticos que ostentan los controles de mando. Las abominables luchas 
por el poder engendran fuerzas terribles y ocultas que coludidas instrumentalizan 
el derecho constitucional para oprobiosos fines.  Al leer la historia constitucional de 
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Nicaragua rápidamente nos enteramos cómo la política se convierte en una 
camisa de fuerza para el derecho y la economía. La tragicomedia de la historia 
constitucional de Nicaragua ha visto la promulgación de constituciones liberales o 
conservadoras27, de constituciones que no tuvieron sanción final (las llamadas non 
natas), la existencia de “constituciones paralelas”, el establecimiento de “gobiernos 
paralelos”; la aprobación de reformas y contrarreformas, de grandes fardos de 
decretos e incontables interpretaciones arbitrarias, y un sinfín de ardides políticos 
que han justificado la usurpación del poder, la perpetuación en el poder y la burla 
de los comicios electorales. El caudillismo, el militarismo y la guerra han sido unas 
constantes en la historia nacional (Ej.: la guerra constitucional).   
La lectura de las constituciones políticas de Nicaragua desde la Constitución de 
1826 hasta la Constitución de 1858 nos reveló que en lo económico-financiero lo 
único que se prescribía someramente en los textos fundamentales era lo 
relacionado a las recaudaciones del fisco y el presupuesto de ingreso y egreso de 
la República, sobre lo cual debía rendir cuentas el Poder Ejecutivo al Poder 
Legislativo. Lo más cerca a una Constitución Económica en comparación con las 
anteriores y todavía distante al concepto moderno fueron las disposiciones 
contenidas en la Constitución Política de 1893, llamada “la Libérrima”, por la 
amplitud y claridad con que abordó varias facetas de lo económico en 
comparación con las anteriores con atisbos conservadores. La “Libérrima” es la 
antesala a la constitución económica por las libertades en esa materia dadas, 
hecha al rigor de los cánones finos del Derecho Constitucional Clásico, es decir, el 
Derecho Constitucional Moderno de ese entonces.  
 
 
                                                            
27La constitución de 1838 fue liberal y la de 1858 fue conservadora, podemos ver como el derecho se volvía 
expresión de formas ideológicas de clases dominantes, en aquel tiempo, a como dice nuestro historiador 
(Esgueva Gómez, 2006), regía el impero del sable.  
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Entretanto en el viejo continente ya se estaba poniendo en duda la vigencia de las 
instituciones políticas existentes y el Derecho Constitucional que doctrinariamente 
las respaldaban, pero como vaticinaba con clarividencia genial por ese tiempo 
Rubén Darío en la composición agregada al inicio de la presente investigación, el 
siglo que venía vería la mayor de las revoluciones que habían ensangrentado la 
tierra por la ingente desigualdad en la distribución de la riqueza que producía 
cientos de miles de seres humanos reducidos a la miseria como el personaje Juan 
Lanas que sin ser pobres de espíritu no poseían un solo centavo. Los cambios 
pacíficos y violentos, productos de la razón y de la sinrazón, que se registraron en 
la infraestructura económica y social sobre la faz del orbe trajeron consigo las 
Constituciones de Querétaro, de Weimar y la de Rusia marcando una antes y un 
después del Derecho Constitucional.  
Volviendo a Nicaragua, lo más importante en materia económico-constitucional se 
dio hasta la promulgación de la Constitución Política de 1939, siendo la obra pre-
constitución económica de mejor acabado ya que el Estado nicaragüense se 
reestructuró alrededor de un eje epicéntricamente social. De esta manera 
Nicaragua dejó en el pasado las constituciones basadas en la democracia formal. 
Como ya vimos, el contexto internacional entre el capitalismo monopolista y el 
comunismo internacional hizo que surgiera la vía del Estado Social como nueva 
alternativa entre las antípodas anteriores. Constitucionalmente, el texto de 1939 es 
la primera que proclama implícitamente el carácter social del Estado nicaragüense 
a pesar de no declararlo literalmente, aunque en la vida real el régimen se vio 
maculado con sangre, llantos y pólvora debido a la dictadura militar que imperó 
realmente. No es sino con la Constitución de 1987 la primera que incorpora una 
Constitución Económica como tal por la amplitud de sus consideraciones 
normativas en el catálogo de derechos y garantías, y la prescripción de un título 
dedicado a la economía nacional,  el cual fue modificado substancialmente con las 
reformas a su texto de 1995. La hipótesis de este trabajo queda confirmada sin 
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embargo confiesa su simplicidad ante el enorme espectro de consideraciones y 
principios que fueron desarrollados en la presente investigación.  
Nicaragua como muchos otros países ha vivido la separación de un plano en dos 
dimensiones: la dimensión normativa, de la letra muerta, y la otra, la dimensión de 
los hechos, la vida en sí. De manera que para corregir esta situación los intereses 
de la Ley tienen que coincidir cada vez más con los intereses de los sectores 
sociales. El Derecho en Nicaragua no ha reaccionado de acuerdo a  la velocidad 
con la que sobrevienen las transformaciones sociales y económicas. Ciertamente 
que Nicaragua ha modernizado a paso lento y dolorosamente su texto 
constitucional y su marco institucional que muchas veces ha llevado aparejado un 
progreso económico como el experimentado en la época de oro del 
conservadurismo, el gobierno del Gral. Zelaya y en una etapa de la dinastía de los 
Somoza, sin embargo a costa de la terrible marginación de un enorme segmento 
de la sociedad. Cuando haya conexión entre el desarrollo económico, la 
constitución política y el aparato estatal entonces podemos decir que ha habido 
desarrollo nacional. Las Ciencias Sociales son exactas en tanto sus 
planteamientos concebidos merced a la razón sean aplicados racionalmente, de lo 
contrario tendría que comenzarse a elaborar disertaciones basadas en la 
irracionalidad  y el defecto de lo seres humanos. La ciencia teórica no falla más 
que los seres humanos al llevarla a la práctica. La solución jamás estará en 
reformar el texto de la carta constitucional mientras no se reformen intelectual y 
humanísticamente todos y cada unos de los responsables que presumen ocuparse 
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• Queda demostrado que entre el Derecho y la Economía existen 
indesligables relaciones de interdependencia e interrelación.  
• El Estado es el único modo de organización concebible, posible y 
operacional hasta ahora. La función histórica del Estado Contemporáneo es 
la de liberar al ser humano de la miseria, la ignorancia, la delincuencia, la 
impotencia, la servidumbre y la desocupación. Si el Estado Contemporáneo 
desatendiera estos problemas, sería una regresión lineal al pasado, un 
retorno a lo ya desmoronado por las ciencias.  
• La Constitución, el Estado y la Economía no obedecen a leyes de la 
naturaleza, son obras del cerebro humano. Siempre que coincida la 
vigencia de una sabia Constitución Política, con las instituciones del Estado 
y el progreso económico, puede decirse con incuestionablemente acento 
que ha habido desarrollo nacional.  
• El Constitucionalismo Social trajo consigo la Constitución Económica y la 
sarta de derechos económicos y sociales, los llamados derechos de 
segunda generación. El Constitucionalismo Social es parte determinante y 
vital para el Derecho Constitucional Moderno.   
• La Constitución de Querétaro, México, de 1917 es el primer gran 
antecedente universal del Constitucionalismo Social y de la Constitución 
Económica dentro de las constituciones políticas modernas.  
• El Derecho Económico es el derecho de la ordenación de la actividad 
económica. El Derecho en general es un factor clave para el Desarrollo 
Económico.  
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• La Constitución Económica, el Derecho Económico, el Estado Social de 
Derecho y el Constitucionalismo Social al amparo del Derecho 
Constitucional Moderno, son resultantes de las transformaciones sociales y 
económicas del mundo contemporáneo.    
• La Constitución Económica es la respuesta a la pregunta de en base a qué 
la teoría constitucional moderna explica el intervencionismo estatal en la 
actividad económica. La Constitución Económica es el conjunto de 
principios constitucionales sobre los cuales se orienta el orden económico 
de un país. La Constitución Económica no es la constitucionalización del 
sistema económico, ni mucho menos su sanción.  
• El Constitucionalismo Social tiene su primer gran antecedente en Nicaragua 
con la Constitución Política de 1939. Sin embargo, es la Constitución 
Nicaragüense de 1987 la primera en la historia constitucional nicaragüense 
que contiene una Constitución Económica como tal incorporada en la parte 
dogmática del texto fundamental.  
• La Constitución Económica nicaragüense es el elenco de directrices 
constitucionales que los nicaragüenses transigieron para el ejercicio de la 
actividad económica.  
• La Constitución Económica Nicaragüense a partir de la Constitución de 
1987 ha ido a la zaga de las transformaciones socioeconómicas 
experimentadas en el país.  
• En Nicaragua durante la vigencia de las Constituciones Políticas más 
duraderas ha habido una modernización del Estado y un notable aunque 
excluyente progreso económico (1858, 1893, 1939, 1987).  
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• Nuestra atención tiene que cifrarse no solo en la preparación y vigencia de 
las normas constitucionales, sino en evaluar su cumplimiento por parte de 
los destinatarios. El derecho sancionado y no positivo es el complejo de 
reglas de conducta que irónicamente no constriñen ninguna conducta, 
evidencia de que se ha encerrado en una flagrante contradicción consigo 
misma hasta que se resuelva disyuntivamente entre dos vías: o se vuelve 
eficaz el derecho válido o se deroga el derecho válido en lo absoluto eficaz.    
• La importancia de la Constitución Económica se debe evaluar en relación a 
al progreso material y el bienestar económico y social de los habitantes del 
país. Cualquier desviación en el uso del poder político o de la estructura 
estatal que no cumpla con ese cometido es totalmente anticonstitucional.  
• La historia constitucional nicaragüense tiene que ser analizada no relatada. 
Para ello hay que hacerlo a la luz del Constitucionalismo Moderno, es decir, 
integrando una serie de consideraciones políticas, sociológicas y 
económicas. Para examinar lo que debe ser, primero hay que examinar lo 
que es, lo primero jamás podría ser sin lo segundo.  
• El contenido de la Constitución Económica debe ser tomado con mayor 
seriedad en cuanto a que sea visto como objeto de protección por el 
mecanismo de control constitucional del ordenamiento jurídico.  
• Difundir el concepto del Estado Social de Derecho no como un esquema 
formal y político, sino como un concepto integral que reconoce la dignidad 
humana y provee desarrollo para sus individuos. Cuando un pueblo está 
sumido en la desigualdad y la pobreza espiritual y material el Estado Social 
de Derecho está fraccionado en pedazos o retazos bajo la sombra de lo 
que debería ser.      
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




11.  LISTA DE REFERENCIAS 
 
Acosta Iparraguirre, V. (2003). La Constitución Económica en el Perú y en el Derecho 
Comparado. Recuperado el 24 de noviembre del 2009, de 
http://sisbib.unmsm.edu.pe/bibvirtual/tesis/Human/Acosta_I_V/contenido.htm  
 
Ampié Vílchez, M. X. (2006). Manual de Derecho Constitucional. Managua: Universidad 
Centroamericana.  
 
Asenjo, Ó. de J. (1984). La Constitución Económica Española: Iniciativa Económica Pública 
versus Iniciativa Económica Privada. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales.    
 
Baena del Alcázar, M. (1966). Régimen jurídico de la intervención administrativa en la Economía. 
Madrid: Tecnos.  
 
Brewer-Carias, A. R. (1991). Reflexiones sobre la Constitución Económica. En C. García 
Quintana, A. Brewer-Carias, L. Cortiñas Peláez, I. de E. Arcenegui, T. Font Llovet, J. 
García Añoveros, et al. Estudios sobre la Constitución Española: Homenaje al Profesor 
Eduardo García de Enterría. (Tomo V Economía y Hacienda Índices). (pp. 3,839-3,853). 
Madrid: Civitas S.A.  
 
Chamorro, C. B. (1976). Las Primeras Bases de Infraestructura en Nicaragua (1875-1936). Tesis 
de Licenciatura no publicada. Universidad Centroamericana. Managua.  
 
Contenido Económico en la Constitución Política de la República de Nicaragua. (2000). 
Recuperado el 24 de noviembre del 2010, de  
http://www.tuobra.unam.mx/obrasPDF/publicadas/021104140618.html.  
 
Duverger, M. (1980). Instituciones Políticas y Derecho Constitucional. (6ta. Edición). Barcelona: 
Ariel S.A.     
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 





Engels, F. (1979). El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado. Moscú: Progreso. 
 
Esgueva Gómez, A. (comp.). (2000). Las Constituciones Políticas y sus reformas en la Historia 
de Nicaragua: Tomo I & II. Managua: IHNCA-UCA  
 
Esgueva Gómez, A. (2006). Historia Constitucional de Nicaragua. Managua: Grupo Editorial Lea. 
 
Fernández, I. (1978). Nicaragua: estructura económico social y política del régimen de Zelaya. 
Tesis de Licenciatura no publicada. Universidad Centroamericana: Managua.  
 
Heller, H. (1942). Teoría del Estado. México: Fondo de Cultura Económica. 
 
Galbraith, J. K. (1955). Capitalismo Americano. Barcelona: Ariel S.A.   
 
García Máynez, E. (1992). Introducción al Estudio del Derecho. México: Porrúa S.A. 
 
García-Pelayo, M. (1977). Las transformaciones del Estado contemporáneo. Madrid: Alianza 
Editorial S.A. 
 
García-Pelayo, M. (s.f.). Teoría de la Sociedad de Lorenz Von Stein. Recuperado el 06 de 
septiembre del 2010, de www.cepc.es/rap/Publicaciones/Revistas/2/REP_047_042.pdf  
 
García Ramírez, S. (s.f.). Tres Textos Precursores en el Constitucionalismo Social. Recuperado 
el 06 de septiembre de 2010, de 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/boletin/cont/2/art/art1.pdf 
  
Hauriou, A. (1980). Derecho Constitucional e Instituciones Políticas. Barcelona: Ariel S.A. 
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




Herrera, J. J. (2004). Análisis de la Constitución Económica Nicaragüense Con Especial 
Referencia a la Libertad de Empresa. Revista de Derecho UCA, (9), pp. 81-104. 
 
Kinloch Tijerino, F. (2005). Historia de Nicaragua. Managua: IHNCA-UCA.  
 
La Constitución de Finlandia. (s.f.). Recuperado el 25 de agosto del 2010, de 
www.finlex.fi/pdf/saadkaan/ESP9990731.PDF 
  
La Constitución del Imperio (Reich) Alemán, de 11 de agosto de 1919. (s.f.) Recuperado el 25 de 
agosto del 2010, en  
http://www.der.uva.es/constitucional/verdugo/Constitucion_Weimar.pdf  
 
La Constitución Española. (s.f.). Recuperado el 25 de agosto del 2010, de  
http://www.tribunalconstitucional.es/Lists/constPDF/ConstitucionCASTELLANO.pdf 
 
La Constitución Federal de los Estados Unidos mexicanos de 1917. (s.f.). Recuperado el 25 de 
agosto del 2010, de http://pdba.georgetown.edu/constitutions/mexico/mexico1917.html 
 
La Constitución Política de la República Bolivariana de Venezuela. (s.f.). Recuperado el 25 de 
agosto del 2010, de http://www.constitucion.ve/documentos/ConstitucionRBV1999-ES.pdf 
 
La Constitución Política de la República de Chile. (s.f.). Recuperado el 25 de agosto del 2010, de 
http://www.leychile.cl/N?i=242302&f=2010-01-07&p=   
 
La Constitución Política de la República de El Salvador. (s.f.). Recuperado el 10 de septiembre 
del 2010, de http://www.asamblea.gob.sv/Constitucion/ConstitucionVigente1983.aspx 
 
La Constitución Política de la República de Guatemala. (s.f.). Recuperado el 10 de septiembre 
del 2010, de http://www.congreso.gob.gt/Pdf/Normativa/Constitucion.PDF 
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 








La Constitución Política de la República Federativa del Brasil. (s.f.). Recuperado el 25 de agosto 
del 2010, de http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/0507.pdf   
 
La Constitución Política de la República Oriental de Uruguay. (s.f). Recuperado el 25 de agosto 
del 2010, de http://www.parlamento.gub.uy/constituciones/const004.htm 
 




La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (s.f). Recuperado el 25 de agosto del 
2010, de http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf 
 
Ley Fundamental de la República Federal de Alemania. (s.f.). Recuperado el 24 de octubre del 
2010, de http://constitucion.rediris.es/legis/legextr/ConstitucionAlemana.html 
 
Masbernat, P. (s.f). Derecho Constitucional Económico. Recuperado el 16 de julio del 2009, de 
http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-00122001000200025&script=sci_arttext 
 
Marx, C. & Engels, F. (1974). Obras Escogidas en tres tomos: Tomo III. URSS: Instituto de 
Marxismo-Leninismo del CC del PC.   
   
Marx, C. & Engels, F. (1982). Manifiesto del Partido Comunista. La Habana: Editora Política.   
 
Meyers, A. (1975). Elementos de economía moderna. Barcelona: Plaza & Janés S.A.  
Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




Núñez Soto, O. (2005, 8 de Noviembre). La reforma agraria 25 años después. El Nuevo Diario. 
Recuperado el 20 de agosto de 2010, de 
http://impreso.elnuevodiario.com.ni/2005/11/08/opinion/5185  
  
Reich, N. (1985). Mercado y Derecho. Barcelona: Ariel S.A. 
 
Robbins, L. (1944). Naturaleza y Significación de la Ciencia Económica. México: Fondo de 
Cultura Económica.  
 
Sánchez, R. (2007, 22 de enero). Economía mixta: mito y realidad. El Nuevo Diario. Recuperado 
el 08 de septiembre de 2010, de 
http://impreso.elnuevodiario.com.ni/2007/01/22/opinion/39371  
 
Samuelson, P. A. (1965). Curso de Economía Moderna. Madrid: Aguilar S.A. 
 
Serrano Caldera, A. (1986). El Derecho en la Revolución. Managua: Nueva Nicaragua. 
 
Uprimny, R. (2001). La legitimidad y conveniencia del control constitucional a la economía. 









Reflexiones sobre el Constitucionalismo Económico y su interrelación con el Estado y la Economía 




12.  ANEXO 
Leyes aprobadas en el marco de la Constitución Económica durante el 
período legislativo 2008: 
• Ley No. 644, Ley de Reforma a la Ley No. 554, Ley de Estabilidad 
Energética. Publicada en La Gaceta No. 22, el 31 de enero del 2008.  
• Ley No. 645, Ley de Promoción, Fomento y Desarrollo de la Micro, Pequeña 
y Mediana Empresa (Ley MIPYME). Publicada en La Gaceta No. 28, el 08 
de febrero del 2008.    
• Ley No. 646, Ley Anual de Presupuesto General de la República 2008. 
Publicada en La Gaceta No. 41, el 27 de febrero del 2008.  
• Ley No. 652, Ley de Adición a la Ley No. 461, Ley que autoriza al Poder 
Ejecutivo la cancelación de adeudos y compras de vivienda de interés 
social. Publicada en La Gaceta No. 96, el 22 de mayo del 2008.  
• Ley No. 653, Ley de Reformas y Adiciones a la Ley No. 175, Ley creadora 
de un Fondo de Reservas para el pago de Pensiones de Gracias. Publicada 
en La Gaceta No. 112, el 13 de junio del 2008.  
• Ley No. 661, Ley para la distribución y el uso responsable del servicio 
público de energía eléctrica. Publicada en La Gaceta No. 143, el 28 de julio 
del 2008.  
• Ley No. 667, Ley de Reforma de los literales b) y j) del artículo 4 de la Ley 
No. 554, Ley de Estabilidad Energética. Publicada en La Gaceta No. 161, el 
21 de agosto del 2008. 
• Ley No. 663, Ley del Sistema de Sociedades de Garantías Recíprocas para 
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Publicada en La Gaceta No. 173, el 
08 de septiembre del 2008.  
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• Ley No. 668, Ley de Reforma y Adiciones a la Ley No. 601, Ley de 
Promoción de la Competencia. Publicada en La Gaceta No. 174, el 09 de 
septiembre del 2008.    
• Ley No. 649, Ley que autoriza la privatización de la empresa Implementos 
Agrícolas Sociedad Anónima. Publicada en La Gaceta No. 190, el 03 de 
octubre del 2008.  
• Ley No. 672, Ley de Reforma al literal d) del artículo 4 de la Ley No. 554, 
Ley de Estabilidad Energética. Publicada en La Gaceta No. 200, el 17 de 
octubre del 2008.  
• Ley No. 673, Ley de Modificación a la Ley Anual de Presupuesto General 
de la República 2008. Publicada en La Gaceta No. 210, el 31 de octubre del 
2008.  
• Ley No. 656, Ley de Reforma y Adición a la Ley No. 443, Ley de 
exploración y explotación de recursos geotérmicos. Publicada en La Gaceta 
No. 217, el 13 de noviembre del 2008.  
Fuente: Índice Cronológico y Temático de Leyes y Decretos publicados en La Gaceta del año 
2008.   
Leyes aprobadas en el marco de la Constitución Económica durante el 
período legislativo 2009: 
• Ley No. 683, Ley Anual de Presupuesto General de la República 2009. 
Publicada en La Gaceta No. 66 y No. 67, los días 13 y 14 de abril del 2009, 
respectivamente.  
• Ley No. 677, Ley especial para el fomento de la construcción de vivienda y 
de acceso a la vivienda de interés social. Publicada en La Gaceta No. 80 y 
No. 81, los días 04 y 05 de mayo del 2009, respectivamente. 
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• Ley No. 682, Ley de Reforma y Adiciones a la Ley No. 272, Ley de la 
Industria Eléctrica y a la Ley No. 554, Ley de Estabilidad Energética. 
Publicada en La Gaceta No. 91, el 19 de mayo del 2009.  
• Ley No. 684, Ley de Reformas a la Ley No. 240, Ley creadora del Banco de 
Fomento a la Producción PRODUZCAMOS. Publicada en La Gaceta No. 
92, el 20 de mayo del 2009.  
• Ley No. 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los 
Bienes del Estado. Publicada en La Gaceta No. 113, el 18 de junio del 
2009.   
• Ley No. 696, Ley de Modificación a la Ley Anual de Presupuesto General 
de la República 2009. Publicada en La Gaceta No. 128 y No. 130, los días 
09 y 13 de julio del 2009, respectivamente.  
• Ley No. 688, Ley de Fomento al Sector Lácteo y del Vaso de Leche 
Escolar. Publicada en La Gaceta No. 133, el 16 de julio del 2009.  
• Ley No. 693, Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional. 
Publicada en La Gaceta No. 133, el 16 de julio del 2009.  
• Ley No. 695, Ley de Reforma y Adición al artículo No. 126 de la Ley No. 
453, Ley de Equidad Fiscal y sus Reformas, Ley Especial para el Desarrollo 
del Proyecto Hidroeléctrico TUMARIN. Publicada en La Gaceta 140, el 28 
de julio del 2009.  
• Ley No. 690, Ley para el Desarrollo de la Zona Costera. Publicada en La 
Gaceta No. 141, el 29 de julio del 2009.  
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• Ley No. 697, Ley Especial para la regulación de pago de los servicios de 
energía eléctrica y telefonía para las entidades benéficas. Publicada en La 
Gaceta No. 144, el 03 de agosto del 2009.  
• Ley No. 707, Ley de modificación a la Ley No. 683, Ley Anual de 
Presupuesto General de la República 2009. Publicada en La Gaceta No. 
197, el 17 de octubre del 2009.      
• Ley No. 713, Ley Anual de Presupuesto General de la República 2010. 
Publicada en La Gaceta No. 240, el 18 de diciembre del 2009.  
Fuente: Índice Cronológico y Temático de Leyes y Decretos publicados en La Gaceta del año 
2009.   
Leyes aprobadas en el marco de la Constitución Económica durante el 
período legislativo 2010: 
• Ley No. 716, Ley especial para el establecimiento de condiciones básicas y 
de garantías para la renegociación de adeudos entre las instituciones 
microfinancieras y deudores en mora. Publicada en La Gaceta No. 67, el 13 
de abril de 2010.  
• Ley No. 717, Ley Creadora del Fondo para Compra de Tierras con Equidad 
de Género para Mujeres Rurales. Publicada en La Gaceta No. 111, el 14 de 
junio del 2010.  
• Ley No. 724, Ley de Reforma Parcial a la Ley No. 495, Ley General de 
Turismo. Publicada en La Gaceta No. 138, el 22 de julio del 2010.   
• Ley 732, Ley Orgánica del Banco Central de Nicaragua, publicada en La 
Gaceta No. 148, el 05 de agosto del 2010.  
• Ley No. 733, Ley General de Seguros, Reaseguros y Fianzas. Publicada en 
La Gaceta No. 162, el 25 de agosto del 2010.  
